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La aparición de la pandemia ocasionada por la 

COVID-19 a principios del año 2020 generó cambios 

profundos en la sociedad, produciendo un aumento 

de la pobreza y exponiendo las desigualdades exis-

tentes en el mundo (Cepal, 2020). Si bien en la 

mayor parte de los países se ordenó un confina-

miento obligatorio de la población, la educación 

continuó brindándose, al tratarse de un derecho 

humano fundamental (Ruiz, 2020). No obstante, por 

decisión de las autoridades nacionales, se hizo con 

las escuelas cerradas para evitar posibles conta-

gios, lo cual afectó al 94% de estudiantes de todo el 

mundo (Unesco, 2020). Por tal motivo se tuvieron 

que utilizar estrategias alternativas para asegurar la 

continuidad educativa (Artopoulos, 2020); así, fue 

fundamental el desarrollo de las TIC. 

 

Ante la llegada del coronavirus a la Argentina 

en marzo del 2020, el presidente Alberto Fernández 

determinó el aislamiento social preventivo y obliga-

torio (ASPO) de todos los ciudadanos, a los efectos 

de disminuir la curva de contagios del nuevo virus. 

En el ámbito educativo, se suspendieron las clases 

presenciales en todas las escuelas del país, y poder 

continuar con la educación de millones de niños, 

niñas y adolescentes supuso un desafío para las 

autoridades nacionales y provinciales. Como res-

puesta inmediata a la situación, el Ministerio de 

Educación nacional desarrolló el programa educati-

vo llamado ―Seguimos Educando‖, en el cual se 

utilizaron principalmente recursos de internet, radio, 

televisión y entrega de cuadernillos con el objetivo 

de asegurar la continuidad educativa a distancia. 

Pero su aplicación no fue obligatoria sino que de-

pendió de la voluntad de los docentes, quienes en 

su mayoría no lo utilizaron por diversas razones, 

como la falta de recursos, la no adaptación a los 

contenidos de sus materias o por considerar a la 

televisión un entretenimiento (Anderete Schwal, 

2020). Así, escuelas y docentes desarrollaron sus 

propias estrategias educativas de acuerdo a los 

recursos tecnológicos a su alcance. 

 

Debido a las desigualdades educativas exis-

tentes en Argentina, se pudieron observar distintas 

formas de afrontar la educación a distancia durante 

el primer año de la pandemia, supeditadas a los 

recursos materiales y digitales con los que contaban 

las escuelas, los docentes y fundamentalmente sus 

estudiantes. Los profesores fueron los encargados y 

responsables de enseñarles cómo utilizar los recur-

sos tecnológicos para su educación (Bonilla Gua-

chamín, 2020). Si bien la mayoría de los adolescen-

tes están familiarizados con la tecnología, la utilizan 

principalmente para redes sociales y videojuegos, 

no para las actividades escolares (Gewerc, Fraga y 

Rodés, 2017). Los docentes debieron cumplir enton-

ces un nuevo rol en la enseñanza, mediatizando las 

herramientas didácticas a través de la virtualidad 

para favorecer el aprendizaje de su alumnado 

(García, 2020). 
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En la Argentina contemporánea existe una 

sociedad fragmentada y con mucha desigualdad 

socioeconómica (Kessler, 2011). En el plano educa-

tivo se observa una reproducción de dicha desigual-

dad, por cuanto reciben más los que más tienen 

(Llach, 2006), relegando a los que menos tienen a 

estudiar en escuelas pobres para pobres (Krüger, 

2014). Estos últimos cuentan con recursos digitales 

suficientes para desarrollar la educación a distancia 

pretendida por las políticas educativas públicas, y 

así se reproduce la desigualdad educativa mediante 

una brecha digital determinada según los recursos 

tecnológicos de los distintos sectores socioeconómi-

cos (Vivanco, 2020). En tal sentido es que Cervantes 

y Gutiérrez (2020) señalan que durante la pandemia 

estamos en riesgo de que la brecha digital se con-

vierta en una brecha de aprendizaje.  

 

En la presente investigación cualitativa se 

analiza la utilización de recursos tecnológicos en las 

clases a distancia dictadas por los docentes del 

nivel secundario en la ciudad de Bahía Blanca du-

rante la pandemia. El método cualitativo ―se susten-

ta en evidencias que se orientan hacia la descrip-

ción profunda del fenómeno, con la finalidad de 

comprenderlo y explicarlo‖ (Sánchez, 2019, p. 104). 

Se destacan las diferencias tecnológicas entre los 

distintos tipos de escuelas según el nivel socioe-

conómico de su alumnado, evidenciándose una 

brecha digital que repercute en las estrategias edu-

cativas adoptadas por los docentes.  

 

 

 

Segregación educativa en Argentina 

 

La segregación educativa consiste en la distribución 

desigual de los estudiantes entre las escuelas de 

una ciudad, de manera tal que la proporción que 

presenta cierta característica social en una institu-

ción (por ejemplo, género, origen residencial, nivel 

socioeconómico, etc.) es significativamente diferen-

te a la que se observa en la población total de refe-

rencia (Krüger, 2014). En este trabajo se considera 

la segregación educativa según nivel socioeconómi-

co de los estudiantes. Veleda (2014) expresa que 

esta se entiende como la división del alumnado 

según su nivel socioeconómico, el cual se distribuye 

en circuitos educativos desiguales por las experien-

cias de socialización, condiciones de aprendizaje y 

saberes que ofrecen. 

 

Los primeros estudios sobre segregación edu-

cativa en Argentina se remontan a Braslavsky 

(1985); posteriormente continuaron con los trabajos 

de Kessler (2002); Tiramonti (2004); Gasparini, 

Jaume, Serio y Vázquez (2011), y recientemente 

Krüger (2019). Las investigaciones mencionadas 

demuestran una significativa desigualdad en el 

acceso a la educación de calidad según el sector 

social de pertenencia. Además de este acceso dife-

rencial, se evidencian los circuitos y recorridos diver-

sos que realizan los estudiantes en sus trayectorias 

educativas según su pertenencia social y económi-

ca, lo cual genera la conformación de grupos dife-

renciados que tienen pocas posibilidades de cruzar-

se con sus pares que transitan por distintos circuitos 

educativos.  

 

Se advierten dos instancias de segregación en 

la incorporación de los estudiantes al sistema edu-

cativo: inter e intrasectorial (Krüger, 2014). La pri-

mera se refiere a la diferencia en el perfil socioe-

conómico de los estudiantes de las redes de gestión 

pública y privada. La segunda se relaciona con la 

desigual composición social de las escuelas dentro 

de cada uno de estos circuitos; por ejemplo, la com-

posición social de las escuelas públicas céntricas es 

diferente de la de aquellas ubicadas en la periferia 

pobre de la ciudad, así como la de las escuelas 

privadas sin subvención estatal (y con cuotas más 

altas) difiere de la composición social de las que 

cuentan con una subvención estatal total (con cuo-

tas más accesibles).  

 

La segregación escolar manifiesta la injusticia 

social por las condiciones desfavorables de inclusión 

y no tanto por la exclusión (Sen y Kliksberg, 2007), 

es decir que el acceso a la escuela en condiciones 

desfavorables impide participar de manera igualita-

ria de experiencias de escolaridad porque no incluye 

a todos por igual. En el contexto de aislamiento 

social, la segregación escolar se evidencia tanto en 

las condiciones de partida de las escuelas (de los 
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docentes y de los alumnos) para desarrollar una 

estrategia alternativa a la presencialidad, como en 

las posibilidades de incluir propuestas escolares 

vinculadas con el capital cultural de las familias 

(Álvarez, Gardyn, Iardelevsky y Rebello, 2020). 

 

Las diferencias educativas se replican en el 

acceso a los recursos digitales de información y 

comunicación de cada sector (Formichella y Krüger, 

2020). En tal sentido, la educación a distancia de-

sarrollada durante la cuarentena refleja una escola-

rización diferencial del alumnado en función de la 

clase social de pertenencia, tipo de escuela, zona de 

residencia, región y territorio (Cabrera, Pérez y San-

tana, 2020).  

 

La brecha digital en la educación durante la 

pandemia 

 

Dussel (2020) indica que la pandemia ha cambiado 

la ―domiciliación‖ de lo escolar, trasladándola hacia 

el espacio doméstico. Allí se debe contar con tecno-

logías de la información y comunicación (TIC) sufi-

cientes para poder desarrollar las clases a distancia 

derivadas de la cuarentena obligatoria. Para estu-

diar en el hogar es necesario contar con una compu-

tadora, una tablet o un teléfono celular, acceso a 

internet, un software determinado, conocimientos 

previos para utilizar dicha tecnología y tiempo dispo-

nible. A estos recursos digitales se les debe sumar la 

presencia de un adulto que oriente a los adolescen-

tes que intenten utilizarlos cuando no sepan cómo 

hacerlo. Pero no todos los estudiantes en Argentina 

disponen de los mismos recursos digitales: existe 

una marcada desigualdad de acuerdo a la situación 

socioeconómica de cada familia (Formichella y Krü-

ger, 2020). 

 

La brecha digital puede definirse en términos 

de la desigualdad de posibilidades para acceder a la 

información, al conocimiento y la educación median-

te las nuevas tecnologías (Cabero Almenara, 2014). 

Martínez López (2020) sostiene que la brecha digital 

―es la expresión de la desigualdad en el uso y acce-

so de las nuevas Tecnologías de la Información y la 

Comunicación (TIC), y como desigualdad es genera-

dora de procesos de exclusión social‖ (p. 1). En tal 

sentido, Pimienta (2007) afirma que es el reflejo de 

la brecha social en el mundo digital. Se puede 

hablar de dos tipos de brecha: la ocasionada por 

problemas de acceso a las TIC y la relativa a los 

problemas de competencias digitales (Busquets, 

Calsina y Medina, 2015). Por más que se compense 

la primera procurando recursos tecnológicos a los 

estudiantes de sectores más humildes, la segunda 

es más difícil de compensar pues se trata de una 

problemática más compleja. Los organismos interna-

cionales como Unesco (2020) y Unicef (2020) indi-

can que además de la brecha digital entre clases 

sociales, existe una brecha familiar. Por tal motivo 

los obstáculos no son solo digitales por la carencia 

de dispositivos electrónicos, sino que las familias 

con menor educación tienen más dificultades para 

ayudar a sus estudiantes en las tareas escolares 

domiciliarias; así se produce un aumento de la se-

gregación educativa en este contexto de cuarente-

na. 

 

Esta brecha digital puede reproducirse a 

través del sistema educativo de diversas maneras, 

ya que tanto los estudiantes como los profesores y 

las familias, tienen dificultades y limitaciones que 

impiden que las competencias tecnológicas y el 

acceso a recursos educativos se den en condiciones 

igualitarias que permitan disminuir la brecha no solo 

digital, sino también educativa. 

 

En el caso de Argentina existe un desigual 

acceso a recursos tecnológicos con conexión a 

internet según el nivel socioeconómico (NSE) de las 

familias: los estudiantes de secundaria de bajo NSE 

con computadora en sus viviendas constituyen el 

54,85%, mientras que los de alto NSE son el 

99,03%. No obstante, respecto de la tenencia de 

teléfonos celulares la brecha no es tan marcada, ya 

que el 91,80% de los estudiantes con bajo NSE 

cuentan con uno, así como el 98,93% de NSE alto 

(Cardini, D´Alessandre y Torre, 2020).  

 

Los teléfonos celulares se convirtieron en el 

medio de comunicación más extendido en el mundo, 

superando a la prensa escrita, a la televisión y a las 

computadoras (Díaz Jatuf, 2014). Los celulares son 

el recurso tecnológico más popular en Argentina, al 

cual la mayoría de los estudiantes tiene acceso; 
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para gran parte de ellos es su única conexión educa-

tiva. Al usar una conexión a internet su funcionalidad 

se multiplica, ya que se puede navegar por la web y 

descargar distintos tipos de aplicaciones que pue-

den emplearse con fines educativos; las más utiliza-

das por los docentes son WhatsApp y Classroom (la 

plataforma de Google). Una investigación sobre la 

educación argentina en tiempos de pandemia 

(Narodowski, Volman y Braga, 2020) da cuenta de 

que WhatsApp es el medio al que más se recurre 

para la propuesta de tareas; que el 80% de los 

docentes del total de los establecimientos educati-

vos respondió que las escuelas siempre lo utilizan, y 

asimismo que el 57,7% apela al envío de archivos 

PDF o Word para tales efectos. Los autores sostie-

nen que ―si pudiésemos definir cómo se construye la 

escena educativa en la Argentina de la pandemia la 

respuesta, claramente, es el WhatsApp‖ (p. 8). 

 

Aquellas escuelas con mayores recursos 

económicos cuentan con plataformas educativas 

propias en línea, y sus estudiantes, con conexión a 

internet. En cuanto a los medios para proponer 

tareas, el 80,5% de las familias de escuelas priva-

das utilizan plataformas de videoconferencia o de 

streaming (como Zoom, Meet o Skype) para dar 

clases sincrónicas, mientras que la proporción des-

ciende al 29,4% en las instituciones estatales, que 

se inclinan hacia la educación asincrónica. Asimis-

mo, la herramienta más utilizada en las escuelas 

estatales es el WhatsApp (el 92,2% lo usa siempre o 

a veces), que se ubica recién en el sexto puesto 

entre las más empleadas en las escuelas privadas 

(68,0%), por detrás de las aplicaciones para clases 

sincrónicas, los archivos PDF o Word y los libros de 

texto (Narodowski, Volman y Braga, 2020). 

 

Las investigaciones previas sobre la brecha 

digital en pandemia destacan que las escuelas 

privadas, que responden a un estudiantado con un 

NSE más alto, cuentan con mayores recursos tec-

nológicos para desarrollar las clases a distancia en 

forma sincrónica y con la utilización plena de inter-

net mediante el uso de computadoras. Mientras que 

en las escuelas públicas de la periferia, que apuntan 

a un sector más humilde de la población, los docen-

tes dictan clases asincrónicas y les dejan el material 

a sus estudiantes en grupos de WhatsApp o en 

formato papel. 

 

Bahía Blanca es una ciudad ubicada en el 

sudoeste de la provincia de Buenos Aires que cuen-

ta con alrededor de 350000 habitantes. Actualmen-

te, uno de sus problemas sociales más relevantes es 

la marcada segregación urbana, de forma tal que es 

posible diferenciar la ciudad por zonas según el uso 

del espacio, el valor de la tierra, el tipo de edifica-

ción predominante y los niveles de calidad de vida 

(Creebba, 2020). Prieto (2012) sostiene que en la 

ciudad existe una significativa segregación residen-

cial, donde las carencias respecto a la situación 

habitacional, la cobertura de infraestructura básica 

de servicios y otras condiciones socioeconómicas se 

distribuyen en forma de anillos concéntricos que 

aumentan progresivamente desde el centro de la 

ciudad hacia la periferia del tejido urbano. Además, 

en los barrios ubicados en la periferia pobre de 

Bahía Blanca se visibilizan situaciones de segrega-

ción educativa respecto de los demás sectores de la 

ciudad (Formichella y Krüger, 2019). 

 

Para diagnosticar la situación de Bahía Blanca 

respecto del acceso a bienes y servicios de las TIC, 

se toman datos del Indec (2020). Allí se constata 

que durante el cuarto trimestre del 2020 los hoga-

res de la ciudad con acceso a internet alcanzaban al 

86,5%, mientras que un 13,5% no contaba con 

dicho recurso. Asimismo, un 63,5% tenía una com-

putadora en sus casas. El acceso a internet está 

cada vez más extendido en la ciudad con el paso de 

los años, pero aún se ve condicionado por el poder 

adquisitivo de la población debido al costo del servi-

cio, sea este mediante una conexión fija o a través 

de datos móviles. Es por ello que, en este aspecto, 

la brecha digital resulta evidente y vinculada con las 

desigualdades económicas de los habitantes 

(Alderete, Formichella y Krüger, 2020). 

 

 

 

El estudio que se presenta es de carácter descriptivo 

y cualitativo, y pretende investigar los recursos tec-

nológicos utilizados por los docentes argentinos del 

nivel secundario, en un contexto de segregación 
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educativa y su correlativa brecha digital. A tales 

efectos se entrevistó a docentes y directivos del 

nivel secundario de la ciudad de Bahía Blanca, pro-

vincia de Buenos Aires. Se tomó una muestra repre-

sentativa de cada sector social, determinada por las 

diversas instituciones educativas, seleccionando 

intencionalmente los sujetos a entrevistar (Maxwell, 

1996). Se utilizó un muestreo por cuotas, a fin de 

tomar a los individuos más ―representativos‖ para 

los objetivos de la investigación (Martello y Dimarco, 

2015). La muestra se estructura a partir de una 

heterogeneidad socioeducativa que también carac-

teriza al resto de las ciudades medianas y grandes 

del país. La selección de establecimientos educati-

vos se realizó según los criterios clásicos para el 

análisis de la segmentación educativa. Siguiendo la 

tradición de los estudios del campo de la sociología 

de la educación, se distinguieron tres segmentos     

—bajo, medio, alto— de acuerdo a las características 

socioeconómicas de la población que asiste a las 

escuelas. Se entrevistó a directivos y personal do-

cente que trabajan en distintos contextos educativos 

(Pintrich y Schunck, 2006). Las escuelas comprendi-

das en este trabajo, tanto públicas como privadas, y 

pertenecientes a diversas modalidades, se encuen-

tran distribuidas a lo largo y ancho de toda la ciudad. 

La muestra incluyó al personal de distintas institu-

ciones educativas secundarias de Bahía Blanca: 

colegios preuniversitarios; escuelas de gestión priva-

da tanto laicas como religiosas, sin subvención y con 

100% de subvención estatal; y escuelas de gestión 

pública, ubicadas en el centro, en los barrios conti-

guos y en la periferia pobre de la ciudad. Se entre-

vistó a 16 directivos (dos directores y 14 directoras) 

y 20 docentes (dos preceptoras, seis profesores y 

12 profesoras de distintas materias y años del se-

cundario), para abarcar las distintas realidades 

socioeconómicas comprendidas por dichas varia-

bles. 

 

El trabajo de campo se realizó durante el se-

gundo semestre del año 2020, mediante entrevistas 

por videollamadas a directivos y docentes del nivel 

secundario de la ciudad, protagonistas de las distin-

tas alternativas de enseñanza desarrolladas durante 

el año escolar marcado por la pandemia COVID-19. 

Se elaboró un cuestionario semiestructurado que 

comprende aspectos relevantes para el presente 

estudio (ver en el Anexo 1). La entrevista semiestruc-

turada es una de las técnicas más utilizadas en la 

metodología cualitativa (Flick, 2004), en ella se 

desarrolla una conversación entre dos o más perso-

nas, partiendo de unas preguntas previamente 

seleccionadas, con la posibilidad de repreguntar y 

con respuestas a desarrollar, conservando un es-

quema en común a los efectos de poder comparar 

las respuestas y facilitar su análisis.  

 

Se trata de una investigación cualitativa, explo-

ratoria y por etapas. En esta fase se realizan entre-

vistas a docentes y directivos del nivel secundario, y 

en un próximo trabajo se indagará a los estudiantes 

y sus familias, a fin de obtener una visión más com-

pleta del efecto de la pandemia sobre la educación, 

en especial de la utilización de recursos tecnológicos 

disponibles y su vinculación con la desigualdad 

educativa. 

 

A continuación se presentan los resultados 

obtenidos a partir de las declaraciones recogidas en 

las entrevistas, las cuales se estructuran según los 

segmentos educativos comprendidos de acuerdo a 

las características socioeconómicas del alumnado, y 

se describen las estrategias educativas desarrolla-

das conforme a los recursos tecnológicos disponi-

bles. El análisis da cuenta de la diversidad de situa-

ciones presentes en las distintas escuelas secunda-

rias de Bahía Blanca durante la pandemia, en un 

contexto de segregación vigente durante el año 

escolar 2020. 

 

 

 

A partir de las entrevistas realizadas, se organizan 

las respuestas en torno al sector social comprendido 

por cada tipo de escuela. Se advierten diferencias 

en cuanto a la utilización de recursos tecnológicos 

según el circuito educativo de pertenencia y las 

posibilidades socioeconómicas de sus estudiantes. 

De esta manera se reflejan diversas situaciones 

descriptas por el personal directivo y docente entre-

vistado, dependiendo del sector alcanzado por las 

clases a distancia. 
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Escuelas de elite 

 

Las escuelas secundarias privadas elegidas por las 

familias con alto NSE son principalmente aquellas 

no subvencionadas por el Estado y, en menor medi-

da, algunas con escasa subvención, y se encuentran 

ubicadas en el sector céntrico de la ciudad. Sus 

estudiantes cuentan con recursos tecnológicos 

suficientes para desarrollar la educación virtual 

durante la cuarentena: todos tienen computadoras y 

acceso a internet en sus casas. Asimismo, las escue-

las que responden a esta elite económica poseen 

recursos digitales propios, como plataformas virtua-

les exclusivas donde los docentes pueden dejar las 

clases a sus alumnos, las cuales se combinan con 

aquellas semanales sincrónicas que dictan los pro-

fesores. En tal sentido, un directivo y un docente de 

escuelas secundarias privadas sin subvención esta-

tal de la ciudad mencionaron lo siguiente: 

 

Nosotros tenemos lo siguiente: Una plataforma 

de la editorial Santillana, que lo usa todo pri-

maria, primer año, segundo y tercero del se-

cundario. Cuarto, quinto y sexto tiene otra 

plataforma que es ―colegium‖, pero después 

usan el Zoom complementariamente para 

comunicarse con sus alumnos (Entrevista 1, 

octubre 2020). 

 

Los docentes de nuestra escuela trabajan con 

Edmodo, donde cada profesor tiene su aula 

virtual. Además tenemos grupos de WhatsApp 

con las familias y hacemos videollamadas 

semanales por Zoom o Skype con los alumnos 

para dictar las clases. Aunque algunas familias 

manifestaron preferencia por recibir tareas y 

explicaciones docentes por medio del correo 

electrónico (Entrevista 2, diciembre 2020). 

 

Se destaca una comunicación directa y constante 

por parte de los profesores de este tipo de escuelas 

con sus estudiantes; las TIC empleadas se caracteri-

zan por utilizar computadoras con conexión a inter-

net y contar con una plataforma virtual propia. Com-

plementariamente utilizan aplicaciones como Zoom, 

Skype y Google Meet para dictar las clases en tiem-

po real y estar conectados con todos los alumnos de 

la clase al mismo tiempo.   

Dentro de esta clasificación de escuelas se-

cundarias cabe agregar a las tradicionales escuelas 

preuniversitarias1 dependientes de la Universidad 

Nacional del Sur (UNS), que si bien son públicas, la 

conformación de su estudiantado responde a una 

elite cultural de la ciudad, la cual cuenta con recur-

sos socioeconómicos y culturales mayores que 

quienes envían a sus hijos al resto de las escuelas 

públicas provinciales. Un directivo de una escuela 

secundaria dependiente de la UNS explicó cómo 

utilizaron los recursos informáticos de la Universidad 

para el dictado de clases no presenciales: 

 

Lo que hicimos nosotros es habilitar la gente 

de sistemas de cómputos, a todos los profes 

que le faltaba página de Moodle se habilitaron 

para todos los docentes. Los docentes de 

distintas jurisdicciones usaron Classroom, 

WhatsApp, mucha gente no sabía usar Moodle. 

Bueno, los profes querían usar Zoom para ver 

a los chicos. Pero no se lo permitimos por el 

derecho a la privacidad de los niños, niñas y 

adolescentes, así que no se puede. Yo me 

puse muy exigente con que sea una sola plata-

forma. Además con Moodle no se gastan da-

tos, no es como Classrooom. Eso nos costó un 

montón de enojos de algunos profesores que 

no estaban acostumbrados. Yo los entendí, 

pero bueno igual tuve mucho apoyo de los 

profes de informática que ayudaron con Mood-

le (Entrevista 3, agosto 2020). 

 

Estas escuelas preuniversitarias cuentan con la 

plataforma propia de la Universidad de la cual de-

penden y la forma de dictar las clases se caracteriza 

por ser similar a la de dicha institución madre, aun-

que los entrevistados destacan que no utilizaron 

videollamadas de los profesores por el derecho de 

privacidad de los estudiantes. Por tal motivo, los 

docentes preparan sus clases en forma asincrónica 

para que se conecten sus alumnos y completen las 

tareas semanalmente, tal como hacen los profeso-

res universitarios. 

 

Escuelas de sectores medios  

 

Dentro del grupo de los sectores socioeconómicos 

medios se encuentran las escuelas secundarias 
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privadas subvencionadas y las públicas ubicadas en 

el sector céntrico y en barrios de clase media. La 

mayor parte de sus estudiantes cuentan con acceso 

a internet y con computadoras o celulares para 

realizar las tareas, aunque la accesibilidad no es 

total ya que es un colectivo socialmente heterogé-

neo. Las escuelas públicas no poseen plataformas 

digitales propias, pero los directivos y el cuerpo 

docente se ponen de acuerdo para usar una plata-

forma de acceso público común como es Google 

Classroom y también utilizar WhatsApp como herra-

mienta supletoria. Dos docentes de escuelas públi-

cas céntricas dan cuenta de la utilización de los 

recursos mencionados: 

 

Durante el aislamiento obligatorio el método 

que usamos fue el Classroom, directamente el 

equipo directivo se puso de acuerdo para 

poner el Classroom. También armé particular-

mente yo y otras profesoras un grupo de What-

sApp en donde iba avisando a los alumnos 

cuando tenían actividades, o cuando había 

cargado deberes, o también muchas veces 

pasaba que ellos no podían descargar los 

archivos entonces se los enviaba también por 

WhatsApp (Entrevista 4, octubre 2020). 

 

En general usamos Google Classroom para 

dictar las clases online, pero algunos estudian-

tes no tienen una computadora para conectar-

se y trabajar desde su casa, apenas tienen un 

celular. Entonces para esos casos les envia-

mos las tareas por WhatsApp y ellos la presen-

tan por ahí, le sacan una foto a la hoja y se la 

manda al profesor. A veces se hace difícil de 

corregir porque la foto no tiene buena defini-

ción, en esos casos les pedimos que la man-

den de nuevo y así podemos corregirle la ta-

rea. Pero aun así hubo muchos casos de chi-

cos que no se conectaron en todo el año 

(Entrevista 5, noviembre 2020). 

 

Las clases brindadas en las escuelas públicas son 

asincrónicas; se sube el material educativo a inter-

net —la plataforma Classroom de Google es la más 

utilizada—, y se envían las tareas por archivos de 

textos mediante la aplicación WhatsApp. Las clases, 

generalmente escritas, no exigían una conexión 

sincrónica entre los estudiantes y el docente. Un 

directivo y un docente de escuelas privadas con 

100% de subvención estatal indicaron la forma de 

dictar clases no presenciales en el año 2020: 

 

Con los alumnos estamos trabajando a través 

de la plataforma Classroom de Google, la 

cuestión de las aulas virtuales, de llevar el 

trabajo académico. Y después hemos ido 

generando distintos espacios de encuentro y 

compartir que han tenido que ver: por un lado, 

las clases sincrónicas que los docentes van 

proponiendo, espacio que no es obligatorio, 

siempre decimos que es una estrategia de 

enseñanza más, que el docente puede elegir 

usar o no. La gran mayoría va optando por 

algún espacio de encuentro porque sabemos 

que esto es necesario (Entrevista 6, agosto 

2020). 

 

Dimos clases a través del Classroom y utiliza-

mos el Google Meet para las clases sincróni-

cas de todas las semanas. Creamos un mail de 

cada curso y ellos tenían su Classroom, ahí les 

ponía el link para que se conecten por videolla-

mada al Google Meet y teníamos la clase. 

Algunos no se conectaban pero igual entrega-

ban las tareas. Pero como regla yo les dije que 

prendan las cámaras, así sabemos que están 

siguiendo la clase y no están haciendo otra 

cosa. La dirección siempre nos acompañó en 

todo el proceso y hacen reuniones de Zoom 

para coordinar la forma de dar las clases y 

poner las notas (Entrevista 7, diciembre 

2020). 

 

En las escuelas privadas con subvención total se 

complementaba el material de la plataforma online 

con clases sincrónicas semanales, en las cuales los 

docentes se conectaban al mismo tiempo que sus 

estudiantes para explicar la clase. Se distinguen de 

las públicas de clase media por la decisión del cuer-

po directivo de que sus docentes dicten clases de tal 

forma. Generalmente utilizaban aplicaciones como 

Zoom o Google Meet. 
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Escuelas de sectores con bajos recursos 

 

En el caso de las escuelas públicas ubicadas en la 

periferia pobre de la ciudad (Chávez, 2017), se 

evidencia la brecha digital en la educación secunda-

ria. Las familias de los estudiantes cuentan con 

menores recursos económicos y ello se ve reflejado 

en un peor acceso a las herramientas tecnológicas 

necesarias para la educación a distancia. En tal 

sentido, dos docentes de escuelas públicas de la 

periferia mencionaron cómo WhatsApp se convirtió 

en el último recurso tecnológico para dictar clases a 

distancia: 

 

La mayoría usa WhatsApp porque es más fácil 

de usar y además permite llegar a todos los 

alumnos. Las escuelas más preparadas usan 

otro sistema como Google Classroom o los 

mails. Pero el problema es que no todos tienen 

una computadora en sus casas, en cambio sí 

tienen celular y por eso prefieren el WhatsApp. 

Pero también tiene sus desventajas, te escri-

ben a cualquier hora y tienen tu número perso-

nal, los profesores no podemos tener un celu-

lar para la escuela y otro para la familia, todos 

tenemos el mismo y te cuesta despegarte de 

la escuela, no podés mirar para otro lado 

(Entrevista 8, noviembre 2020). 

 

En mis clases usamos WhatsApp. Primero yo 

mandaba un trabajo por escrito, en PDF por-

que ellos siempre pedían PDF, porque otros 

archivos no podían abrir. Ellos lo leían y hacían 

las consultas en la clase siguiente. En el hora-

rio de clase, pero no se respetaban los hora-

rios, porque en realidad trabajaba todos los 

días aunque solo me correspondía dos veces 

por semana. Si no entendían algo, que me 

pasó mucho, hacíamos videollamada particu-

lar con ese alumno. Con fotos me mandaban 

las tareas, por correo nada, era o por foto o 

por un documento con extensión rarísima. Se 

ve que lo hacían en el celular. Con la foto la 

abría en la compu con WhatsApp web, lo copia-

ba y lo abría con Paint para poder ampliarla y 

verla mejor (Entrevista 9, diciembre 2020). 

 

Las clases se dictaron en forma asincrónica y el 

recurso más utilizado fue la aplicación WhatsApp 

para celulares, seguido por las copias en papel de 

las tareas y el Google Classroom para quienes te- 

nían acceso a esta plataforma. No obstante, hay 

casos en los que los estudiantes pueden acceder a 

un teléfono celular, pero es el único de su hogar y 

deben compartirlo con su familia, lo que limita la 

posibilidad de usarlo para realizar las actividades 

escolares. Un directivo de una escuela pública de la 

periferia mencionó cómo sus profesores debieron 

adaptarse a la limitación de medios tecnológicos de 

sus estudiantes:  

 

Hay profes que trabajan con Classroom, pero 

bueno la realidad es que no todos los chicos 

tienen acceso al Classroom. Entonces se im-

plementó el mail, después los grupos de  

WhatsApp, que es lo que más funciona. Lo que 

más manejan los chicos y los profes son los 

grupos de WhatsApp. Después vinieron los 

cuadernillos para aquellos que no tenían co-

nectividad, pero los cuadernillos proponen 

actividades que no son las mismas que están 

desarrollando los profesores. Entonces descar-

tamos los cuadernillos y estamos trabajando 

con una fotocopiadora que está a la vuelta de 

la escuela, entonces los chicos que no tienen 

conectividad van y buscan las tareas en la 

fotocopiadora (Entrevista 10, agosto 2020). 

 

En este tipo de escuelas se brinda un servicio de 

comedor y durante la cuarentena por COVID-19 lo 

reemplazaron por la entrega de bolsones de comida. 

Se observó que la cantidad de estudiantes que los 

recibían fue aumentando conforme se prolongaba el 

ASPO; estas situaciones proporcionaron la oportuni-

dad para que los directivos y docentes mantuvieran 

un contacto personal con las familias. Aquellos que 

no tenían conectividad (ni una computadora, ni un 

celular para recibir las clases a distancia) podían 

retirar en ese momento las clases en formato papel. 

El gobierno distribuyó cuadernillos del programa 

―Seguimos Educando‖, pero no fueron tenidos en 

cuenta por la mayoría de los profesores, quienes 

prefirieron entregar fotocopias con el contenido 

educativo preparado por ellos mismos. 
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El sistema educativo argentino está signado por una 

segregación educativa muy marcada, la cual divide 

la calidad de la educación impartida en circuitos 

según los recursos económicos y culturales de los 

estudiantes que allí concurren. Las desigualdades 

entre la educación pública y privada son replicadas 

dentro de dichos sectores, y así se genera una se-

gregación intrasectorial en la cual una escuela públi-

ca del centro cuenta con mejores condiciones que la 

ubicada en la periferia. De esta manera, aquellos 

con más recursos cuentan con mayores posibilida-

des educativas. Formichella y Krüger (2013) indican 

que en Argentina las escuelas de gestión privada 

obtienen mejores resultados que las públicas por-

que reciben estudiantes con condiciones más favo-

rables para hacer frente a su trayectoria escolar, un 

hecho que se evidencia en el contexto analizado ya 

que las escuelas públicas más pobres no cuentan 

con la cantidad de recursos tecnológicos que utilizan 

las privadas. 

 

En la realidad cotidiana se destaca la utiliza-

ción de los teléfonos celulares como una herramien-

ta educativa útil y complementaria para los estu-

diantes que no tienen computadoras, en especial 

porque en la actualidad tienen acceso a internet y 

cuentan con aplicaciones similares. No obstante, las 

computadoras son más prácticas para realizar las 

tareas escolares.  

 

La desigualdad escolar se replica y se intensifi-

ca durante tiempos de pandemia: la educación 

virtual derivada de la cuarentena fue posible para 

aquellos que cuentan con los recursos tecnológicos 

necesarios, y se volvió inalcanzable para otros que 

carecen de estos medios, lo que profundizó las 

desigualdades iniciales. La continuidad pedagógica 

se pudo desarrollar según las características de 

cada institución educativa, de sus docentes y funda-

mentalmente de los recursos tecnológicos de las 

familias de los estudiantes. 

 

Se propone a la tecnología como una herra-

mienta superadora de la falta de presencialidad 

escolar derivada de la pandemia. Pero en un país 

como Argentina, con una desigualdad educativa y 

una brecha digital tan grandes, la educación a dis-

tancia termina replicando dicha desigualdad. Se 

vuelve necesario tomar medidas complementarias 

tendientes a reducir la brecha digital entre los secto-

res educativos y así promover una educación a 

distancia de calidad para todos los estudiantes por 

igual. 
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En 1960, ante el lanzamiento exitoso del Sputnik I 

(URSS) y la configuración del espacio ultraterrestre 

como área estratégica, el Estado argentino impulsó 

una serie de políticas públicas que permitieron el 

desarrollo del complejo institucional espacial bajo el 

dominio de la Fuerza Aérea, la ejecución de proyec-

tos de acceso al espacio, la gestión de puntos orbi-

tales y el diseño de un satélite científico por la Comi-

sión Nacional de Investigaciones Espaciales (CNIE).  

 

En 1970, la adopción de los principios libera-

les derivó en el abandono del modelo de acumula-

ción mercadointernista, el disciplinamiento de la 

mano de obra y el desplazamiento del poder de los 

grupos que asociaban la producción industrial con 

el desarrollo nacional y la autonomía tecnológica. 

Dicho pensamiento es conocido como tecnonacio-

nalismo (Picabea y Thomas, 2015). El carácter dual 

de las tecnologías espaciales favoreció la continui-

dad de los proyectos de la CNIE entre los militares 

argentinos que asumieron el poder de facto, pero 

motivó que los países de la OTAN ejercieran presio-

nes para el abandono de dichos proyectos producti-

vos, puesto que estos eran considerados como 

alteraciones del orden geopolítico mundial. 

 

En 1991, en un contexto de alejamiento del 

Estado de las esferas productivas y aumento de las 

presiones internacionales, el gobierno nacional       

—mediante el Decreto PEN N.º 995/91— generó 

paradójicamente la institucionalización de la política 

espacial y el diseño y producción local de satélites 

científicos en una empresa pública. 

 

Las preguntas que motivaron esta investiga-

ción fueron las siguientes: ¿cómo y por qué se dise-

ñaron y produjeron los primeros satélites artificiales 

en Argentina?; ¿qué capacidades tecnológicas exis-

tían?; ¿cuáles se generaron en dicho proceso? En 

función de ellas, el objetivo es analizar la trayectoria 

sociotécnica de la tecnología satelital en Argentina 

en el período 1985-2000.1 

 

 

 

 

Para este artículo se construyó un marco teórico a 

través de la triangulación de herramientas concep-

tuales provenientes de diferentes enfoques discipli-

narios: economía del aprendizaje, sociología de la 

tecnología y análisis político a partir de su comple-

mentación y revisión crítica orientada a la adecua-

ción al contexto local (Thomas, 1999; Thomas y 

Buch, 2008; Picabea y Thomas, 2015). 

 

La investigación se inició con la identificación 

de un problema: ¿cómo una agencia espacial recién 

creada y una empresa pública dedicada a la activi-

dad nuclear lideraron un proceso de diseño y fabri-

cación local de tecnologías satelitales? Para respon-

der dicho interrogante se requirió, en primer térmi-

no, considerar el conjunto de políticas formuladas 
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por diferentes grupos sociales y fracciones de clase, 

desarrolladas en un marco de tensiones en el inte-

rior del Estado (Oszlak y O‘Donnell, 1995); y, en 

segundo término, reconstruir la trayectoria de los 

artefactos satelitales. Ello permitió ordenar de ma-

nera diacrónica las relaciones causales entre distin-

tos elementos heterogéneos participantes en se-

cuencias temporales. Una trayectoria sociotécnica 

es un proceso de coconstrucción de productos, 

procesos productivos y organizaciones, instituciones, 

relaciones usuario-productor, relaciones problema-

solución, procesos de construcción de 

―funcionamiento‖ de una tecnología, racionalidades, 

políticas y estrategias de un actor —firma, institución 

de I+D, universidades, etc.— (Thomas, 1999). 

 

A lo largo de la trayectoria, se identificaron 

distintas fases, que se corresponden con la sucesión 

de diversas dinámicas sociotécnicas en torno a 

diferentes arreglos institucionales en el área espa-

cial: la CNIE y la Comisión Nacional de Actividades 

Espaciales (Conae), así como tecnológicos. Una 

dinámica sociotécnica es un conjunto de patrones 

que organizan la interacción de tecnologías, institu-

ciones, políticas, racionalidades y formas de consti-

tución ideológica de los actores. Este concepto 

sistémico sincrónico permitió insertar en un mapa 

de interacciones una forma determinada de cambio 

sociotécnico (Thomas y Buch, 2008). 

 

El mapeo de interacciones en cada una de las 

fases posibilitó construir alianzas sociotécnicas. 

Estas constituyen procesos de construcción de 

coaliciones de elementos heterogéneos implicados 

en el proceso de construcción de funcionamiento o 

no funcionamiento de una tecnología (Maclaine Pont 

y Thomas, 2009; Picabea y Thomas, 2015). Dichos 

procesos autoorganizados, aunque pasibles de 

planificación, permiten resaltar aspectos políticos y 

estratégicos de las relaciones sociotécnicas y posibi-

litan incorporar a los artefactos en las dinámicas y 

trayectorias, en las relaciones problema-solución, y 

en la materialidad de los procesos de construcción 

de funcionamiento. Desde la perspectiva de la socio-

logía constructivista, el funcionamiento o no funcio-

namiento de un artefacto (Pinch y Bijker, 1987; 

Bijker, 1995) no es algo intrínseco a sus característi-

cas, sino que es una contingencia que se construye 

social, tecnológica y culturalmente, a partir de proce-

sos de adecuación de respuestas y soluciones tec-

nológicas a situaciones sociotécnicas históricamen-

te situadas (Thomas, 2008). En los procesos de 

construcción de funcionamiento o no funcionamien-

to se analizaron los movimientos de alineamiento y 

coordinación de artefactos, regulaciones, conoci-

mientos, instituciones, actores sociales, recursos 

económicos, condiciones ambientales y materiales 

que viabilizaron o impidieron la adecuación sociotéc-

nica y la asignación de sentido de los satélites cientí-

ficos diseñados y producidos localmente. 

 

En la reconstrucción de la trayectoria se consi-

deró el estilo sociotécnico, una forma relativamente 

estabilizada de producir tecnología y de construir su 

―funcionamiento‖ y ―utilidad‖. Esta herramienta 

heurística permite realizar descripciones en el marco 

de la concepción constructivista de las trayectorias y 

dinámicas sociotécnicas. En el artículo se identificó 

un estilo sociotécnico asociado a la producción 

endógena de tecnologías. 

 

Hacia el interior de la trayectoria y el estilo 

sociotécnico identificado se analizaron las capacida-

des tecnológicas que permitieron la puesta en órbita 

de los primeros satélites nacionales. Se entiende 

por capacidades tecnológicas las habilidades, inver-

siones y conocimiento que realiza una firma para 

adquirir, usar, adaptar y crear tecnología (Katz, 

1978; Lall, 1992; Gutti, 2008). Según los autores, 

estas pueden clasificarse en capacidades de absor-

ción (Cohen y Levinthal, 1990) —habilidades de las 

empresas para reconocer conocimientos nuevos y 

externos, asimilarlos y luego aplicarlos—; de inver-

sión (Lall, 1992) —habilidades que permiten identifi-

car y obtener las tecnologías necesarias para dise-

ñar, construir y equipar una nueva instalación o 

nuevo proyecto—; capacidades de producción (Lall, 

1992) —habilidades que contemplan el control de 

calidad, la operación y mantenimiento, la adaptación 

y mejora de una tecnología comprada, la investiga-

ción, el diseño y la innovación de tecnologías pro-

pias—; y capacidades de vinculación (Lall, 1992)      

—habilidades para intercambiar información, tecno-

logías y conocimientos entre empresas, proveedo-

res, consultores, subcontratistas, usuarios, entre 

otros—. El desarrollo de estas capacidades involucra 
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distintos procesos de aprendizaje para la generación 

de conocimiento explícito y tácito. 

 

Se adoptó una metodología cualitativa basada 

en el análisis documental (legislación, proyectos, 

notas periodísticas e informes sectoriales) y la reali-

zación de entrevistas semiestructuradas a actores 

involucrados en dicho proceso. 

 

 

 

En 1958 el gobierno nacional creó la Escuela de 

Astronáutica mediante el Decreto PEN N.º 

11.145/58, un proyecto liderado por la Fuerza Aé-

rea Argentina. El objetivo de la Escuela era fomentar 

investigaciones que posibilitaran la navegación en el 

espacio. Este hecho fue trascendente pues repre-

sentó la primera intervención del Estado en la mate-

ria, y constituyó el antecedente inmediato de la 

primera agencia espacial de América Latina. En 

simultáneo, distintas instituciones del complejo 

científico-tecnológico argentino comenzaron a deli-

near una política específica en materia espacial (De 

León, 2018). 

 

En 1960, el gobierno nacional creó la CNIE 

mediante el Decreto PEN N.º 1164/60. Este organis-

mo, dependiente de la Secretaría de Aeronáutica, 

tenía como función propiciar investigaciones espa-

ciales en el país con apoyo extranjero mediante 

convenios de colaboración, intercambio de técnicos, 

becas de capacitación y realización de cursos en el 

exterior (Decreto PEN N.º 1164/60, Art. 2). Para 

promover y coordinar los estudios locales de la 

ciencia y la tecnología espacial, la ex-Escuela de 

Astronáutica, rebautizada como Instituto Nacional 

de Astronáutica, quedó bajo la órbita de la CNIE 

(Decreto PEN N.º 1164/60, Art. 6). 

 

Bajo la dirección del ingeniero Teófilo Tabane-

ra, la CNIE estableció convenios con instituciones 

nacionales para el desarrollo de investigaciones 

sobre estructuras, motores cohete, sistemas de 

propulsión, mecánica de fluidos, inyectores, técnicas 

de telemetría, aerodinámica, electrónica, entre 

otros. Estas investigaciones permitieron a los inge-

nieros acumular conocimientos teórico-prácticos y 

capacidades tecnológicas para encarar el diseño y la 

producción local de vectores de lanzamiento y satéli-

tes de investigación. 

 

La producción local como estilo sociotécnico 

de la CNIE 

 

Tanto el gobierno nacional como los funcionarios de 

la CNIE, alineados con las ideas que asociaban el 

desarrollo nacional con la producción industrial, 

promovían el diseño y la fabricación de vectores de 

lanzamiento en el país, determinando así un estilo 

sociotécnico endógeno (Picabea y Cáceres, en pren-

sa). En 1961, con el auspicio de la CNIE se reestruc-

turó el Instituto Aerotécnico de Córdoba creado en 

1943, y se creó el Instituto de Investigaciones Aero-

náuticas y Espaciales (IIAE) como entidad ejecutora 

de los proyectos tecnológicos locales. Si bien los 

primeros vectores de lanzamiento no superaron la 

fase de prototipo, posibilitaron aprendizajes a partir 

de la interacción entre el personal local y los espe-

cialistas europeos y norteamericanos; la incorpora-

ción de equipos y componentes importados en las 

dependencias de la CNIE; y la participación de los 

equipos argentinos en proyectos internacionales (De 

León, 2018). La visibilización internacional de la CNIE 

favoreció un acercamiento con personal de la Admi-

nistración Nacional de Aeronáutica y el Espacio 

(NASA). En dicho escenario, algunos militares aero-

náuticos empezaron a pensar en la puesta en órbita 

de un satélite artificial con tecnología local. 

 

La producción de lanzadores locales demandó 

a la CNIE inversión en I+D, apoyo industrial, y el desa-

rrollo de infraestructura terrestre. En 1964, la Fuer-

za Aérea creó el Centro de Experimentación y Lanza-

miento de Proyectiles Autopropulsados Atlántico, 

ubicado en la localidad de Mar Chiquita, provincia 

de Buenos Aires. Si bien este emplazamiento cerca-

no al océano Atlántico dificultaba la recuperación de 

cohetes, favorecía la puesta en órbita de satélites, 

actividad que el país no dominaba pero que aspira-

ba a desarrollar (De León, 2017).  

 

En 1969, el comodoro e ingeniero Tasso pre-

sentó a la CNIE un informe que tenía como objetivo la 
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puesta en órbita de satélites locales a partir de la 

sustitución progresiva de tecnología extranjera. La 

fase inicial del proyecto comprendía la utilización de 

instalaciones y tecnología extranjera tanto para el 

desarrollo del satélite como para la base de lanza-

miento y el vehículo lanzador. A partir de la experien-

cia acumulada se proponía la puesta en órbita de un 

satélite propio por un vector de lanzamiento local 

desde una base de lanzamiento argentina. La estra-

tegia explícita en el informe era la adquisición paula-

tina de conocimientos y capacidades por parte de 

los ingenieros locales y el involucramiento del Esta-

do nacional en los proyectos espaciales para el 

desarrollo de un sistema espacial de producción 

endógena (De León, 2017). 

 

El proyecto SAC-1 

 

El proyecto de producción de un satélite artificial con 

fines astronómicos comenzó de manera informal 

entre un grupo de científicos argentinos que trabaja-

ban en el Centro Espacial Goddard de la NASA. En 

1982, Mario Acuña, un ingeniero cordobés dedicado 

a la exploración espacial desde hacía más de una 

década en los EE.UU., le propuso al astrónomo pla-

tense Marcos Machado hacer un satélite. Machado, 

quien por ese entonces trabajaba en la Solar Maxi-

mum Mission de la NASA, aceptó la idea, puesto que 

la fabricación nacional de un satélite era una aspira-

ción que poseía de niño (Bär, 2018, 23 de septiem-

bre). Al año siguiente, regresó a la Argentina para 

trabajar en la CNIE y organizó el Grupo de Física Solar 

del Instituto de Astronomía y Física del Espacio (IAFE). 

Allí comenzaron los trabajos preliminares del satélite 

argentino con la participación de Horacio Ghielmetti, 

luego director del IAFE, la doctora Ana María Hernán-

dez, el ingeniero Daniel Caruso, el físico Mario Gu-

lich y la astrofísica Marta Rovira (Sierra, 1989). 

 

La expertise científico-tecnológica acumulada 

por el equipo argentino posibilitó que sus miembros 

definieran los requerimientos de misión del satélite, 

los objetivos de la misma y los componentes de la 

carga útil. Con el objetivo de analizar el espectro 

solar, el equipo técnico estableció que la carga útil 

comprendiera: espectrómetro de rayos gamma de 

resolución intermedia; detector de neutrones solares 

rápidos de baja resolución; detector de rayos x duros 

con resolución temporal y monitor de partículas 

cargadas para medir el flujo de las partículas atrapa-

das en los anillos de radiación de la Tierra (Sierra, 

1989). 

 

Mario Acuña, que conocía el trabajo que esta-

ban llevando adelante los ingenieros argentinos, 

propuso la presentación del proyecto argentino SAC-1 

en un concurso internacional organizado por la 

agencia espacial norteamericana. Aunque el SAC-1 

no fue seleccionado, la participación en el llamado 

afianzó los vínculos de colaboración entre la CNIE, el 

IAFE y la NASA (Giménez de Castro, 2017, 19 de ene-

ro).  

 

En 1987, una delegación de la NASA visitó 

Buenos Aires con el fin de reunirse con personal de 

la CNIE. En esta reunión se decidió que la NASA prove-

ería el cohete portador y los servicios de lanzamien-

to, mientras que la CNIE se ocuparía de construir la 

plataforma satelital. La estrategia detrás de esta 

decisión era generar nuevos conocimientos en los 

equipos locales que pudiesen ser reaplicados en 

otros proyectos satelitales (Sierra, 1989). 

 

La CNIE y el IAFE carecían de los recursos para 

comenzar la fabricación de la plataforma satelital; 

por ello resolvieron visitar, junto a ingenieros de la 

NASA, las instalaciones de Invap S.E. en Bariloche 

(Bär, 2017, 10 de febrero). Invap S.E. es una empre-

sa del Estado que inició sus actividades en 1976, 

dedicada al diseño y fabricación de sistemas com-

plejos de alta tecnología. En sus inicios estuvo estre-

chamente vinculada a la CNEA, por lo que sus activi-

dades se centraban en la producción de reactores 

nucleares (Versino, 2006). Basándose en los conoci-

mientos acumulados en la gestión de proyectos 

complejos, Conrado Varotto —gerente general de 

Invap S. E. —ofreció al equipo de la CNIE hacerse 

cargo de la fabricación del satélite. Sin embargo, los 

técnicos de la NASA dudaban de las capacidades de 

la empresa, particularmente debido a la inadecua-

ción de las instalaciones para ejecutar la fabricación 

y ensamble del artefacto. Ante ello, Varotto propuso 

la construcción de una sala limpia, apropiada para 

construir, ensamblar e integrar el satélite, en los 

terrenos que la empresa poseía en Villa Golf, Barilo-
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che. Los costos de construcción corrieron por cuenta 

de la empresa, puesto que ni la CNIE, ni el IAFE conta-

ban con presupuesto para ello (Bär, 2017, 10 de 

febrero). 

 

Mientras Invap S.E. iniciaba la construcción de 

la sala limpia, los ingenieros norteamericanos revi-

saron la planificación técnica del SAC-1 y elaboraron 

dos propuestas de misión con nuevos requerimien-

tos. La primera propuesta tenía un objetivo similar a 

la ideada por el IAFE, pero con un equipamiento más 

complejo que implicaba un salto tecnológico para 

los ingenieros argentinos encargados del diseño y 

construcción de la plataforma satelital. La segunda 

ampliaba el objetivo de la misión al análisis de la 

dinámica de los plasmas de altas temperaturas 

producidos durante el proceso de erupción solar. 

Para ello se requerían distintos componentes de 

carga útil respecto a la propuesta original, pero no 

se introducían variaciones en cuanto a las condicio-

nes estructurales del satélite (Ghielmetti, 1987). El 

análisis de la misión y los conocimientos que circula-

ban entre los ingenieros locales determinaron el 

diseño de un satélite científico de objetivos múlti-

ples. 

 

Los funcionarios del gobierno nacional, el 

personal del IAFE y de la CNIE, compartían el pensa-

miento de que el país necesitaba desarrollar tecno-

logías en áreas estratégicas. El gobierno de Raúl 

Alfonsín representó una ruptura en términos políti-

cos con el último gobierno dictatorial, manifiesta en 

los Juicios a las Juntas. Sin embargo, mantuvo cierta 

continuidad en materia espacial, actividad que 

estaba bajo dominio de la Fuerza Aérea. El Estado 

nacional, mediante la Resolución N.º 388/86, de-

claró de interés nacional el desarrollo del vehículo 

lanzador Cóndor, en contraposición a lo que esta-

blecía el Tratado de Tlatelolco (1967) y el Tratado de 

No Proliferación de Armas Nucleares (1968) de 

alcance internacional (Blinder, 2018). 

 

 

 

En 1989, en un escenario dominado por la crisis 

económica y la hiperinflación, Carlos Menem asumió 

la presidencia de la Nación tras el retiro anticipado 

de Raúl Alfonsín. Si bien existían presiones diplomá-

ticas para el desmantelamiento del Proyecto Cóndor, 

el nuevo gobierno nacional se había mostrado favo-

rable a la continuidad del mismo, que se desarrolla-

ba en Falda del Carmen. Sin embargo, ante las 

detenciones de técnicos que estuvieron vinculados 

al proyecto, acusados de traficar armas ilegales a 

Medio Oriente; la negativa de Gran Bretaña a que 

Argentina desarrolle un cohete señalado como misil 

de alcance a las Islas Malvinas; las sospechas del 

Departamento de Estado norteamericano sobre 

transferencia tecnológica entre Argentina y países 

no alineados como Irak o Libia; y la presión del 

ministro de Economía, el Poder Ejecutivo decretó el 

inicio de una política de alineación con los EE.UU. en 

paralelo al abandono de la producción local de 

tecnologías estratégicas.  

 

En 1991, Menem firmó el Decreto PEN N.º 

995/91 que establecía: 1) la creación de la Comi-

sión Nacional de Actividades Espaciales (Conae), 

una agencia espacial civil (Art. 1); 2) la disolución de 

la CNIE y el traspaso de todos sus activos y obligacio-

nes a la Conae (Art. 8); y 3) la desactivación, des-

mantelamiento, reconversión e inutilización de todos 

los componentes del Proyecto Cóndor para su can-

celación irreversible (Art. 8).  

 

Las funciones de la nueva Comisión consistían 

en favorecer la investigación espacial, la capacita-

ción del personal ingenieril, la transferencia de 

tecnología espacial hacia entidades públicas o priva-

das nacionales y la coordinación de todas las activi-

dades del Sistema Espacial Nacional (Art. 3). Implíci-

tamente, el objetivo era la deconstrucción de la 

imagen de ―país poco confiable‖ que la diplomacia 

norteamericana había construido de la Argentina por 

el dominio de tecnologías duales. Como agencia 

espacial de carácter civil, Conae fue la mejor opción 

que encontró el gobierno nacional para continuar 

con los emprendimientos espaciales locales, sin que 

ellos comprometieran las relaciones diplomáticas 

con los EE.UU. (Blinder, 2018). 

 

Con el Decreto PEN N.º 995/91, el Poder Ejecu-

tivo determinó simultáneamente la resignificación y 
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destrucción de capacidades científico-tecnológicas 

espaciales y la institucionalización de la política 

espacial en la Argentina. Conae se convirtió en la 

institución espacial referente en Argentina mediante 

el desarrollo del Plan Nacional Satelital y el estable-

cimiento de alianzas estratégicas con agencias 

espaciales internacionales. Ello posibilitó la materia-

lización de los satélites de aplicaciones científicas 

(SAC). 

 

Los primeros satélites construidos por una 

empresa pública 

 

En 1991, el Poder Ejecutivo firmó un acuerdo de 

cooperación espacial con los EE.UU., con el objetivo 

de establecer proyectos conjuntos de exploración de 

la Tierra y el espacio con fines pacíficos. El primer 

proyecto ejecutado fue el SAC-B, cuyos requerimien-

tos se asentaron sobre los definidos por la CNIE y la 

NASA para el SAC-1 (Rahn, 1991). Si bien técnicamen-

te la Conae continuó con el proyecto satelital de la 

CNIE, el carácter civil de la agencia generó controver-

sias con las Fuerzas Armadas en general, y con la 

Fuerza Aérea en particular (Domínguez, entrevista, 

abril, 2019). Los oficiales de la Fuerza Aérea postu-

laban que el espacio ultraterrestre era una continui-

dad del espacio aéreo, por lo que el mismo era 

jurisdicción de su incumbencia. Estos litigios y la 

organización de la Conae demoraron la ejecución del 

proyecto SAC-B, el cual tenía previsto el lanzamiento 

para abril de 1994 (Varotto, 1994). 

 

Sobre la base del análisis de los requerimien-

tos de la Comisión, Invap S.E. fue responsable del 

diseño conceptual de la plataforma satelital, el 

montaje y la integración de los subsistemas y com-

ponentes de la carga útil. Para ello, los ingenieros de 

las distintas áreas contaron con el asesoramiento de 

personal experimentado de la NASA y de la Agencia 

Espacial Italiana (ASI) (Varotto, 1994). Tras la fabrica-

ción del modelo de vuelo se sometió al artefacto a 

distintos ensayos ambientales que simulaban las 

condiciones de lanzamiento y estadía en el espacio 

ultraterrestre. Debido a que en Argentina no existían 

las condiciones edilicias y técnicas para tales prue-

bas, el modelo de vuelo fue trasladado al Laborato-

rio de Ensayos del Instituto Nacional de Pesquisas 

Espaciales (INPE) en Brasil. 

 

La puesta en órbita del SAC-B mediante el 

lanzador Pegasus XL fue fallida, debido a que este 

no eyectó los satélites al espacio exterior.2 Si bien el 

SAC-B no pudo desplegar los paneles, la carga de las 

baterías permitió enviar comandos al satélite y reci-

bir datos de telemetría, lo cual fue esencial para 

descubrir la causa de la falla de la misión y la certifi-

cación al equipo de ingenieros de Invap S.E. por NASA 

para el emprendimiento conjunto de otras misiones 

(Tognetti, entrevista, abril, 2019). 

 

En 1998 fue puesto en órbita el segundo 

satélite de producción nacional, el SAC-A. La NASA 

participó en la especificación de requerimientos, en 

la provisión de componentes, en el cronograma de 

trabajo y en el servicio de lanzamiento. Entre los 
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requisitos de la misión, la Conae y la NASA definieron 

que el satélite orbitaría a 389 km de la Tierra y que 

el vehículo lanzador sería el Transbordador Espacial 

Endeavour. Estos requerimientos fueron analizados 

por Invap S.E. para la fabricación de los modelos de 

prueba y el posterior modelo de vuelo, así como para 

el montaje e integración de los distintos subsiste-

mas. Invap S.E. estuvo sometida a múltiples presio-

nes. Por un lado, como reconocimiento a Conae por 

la misión fallida del SAC-B, la NASA facilitó un lugar 

de lanzamiento en el Endeavour, lo cual exigía un 

cronograma de trabajo de solo 11 meses. Por otro 

lado, el Johnson Space Flight Center desarrollaba un 

riguroso control de seguridad puesto que el Trans-

bordador es un vehículo tripulado (Tognetti, entrevis-

ta, abril, 2019). 

 

El satélite tenía como misión ensayar y califi-

car sistemas ópticos, de energía, guiado y control y 

navegación desarrollados localmente para su aplica-

ción en misiones posteriores. Conae y otras institu-

ciones del sector académico-universitario nacional 

fueron responsables de la provisión de distintos 

componentes de la carga útil. 

 

El Departamento de Energía Solar de la CNEA 

desarrolló dos pequeños paneles solares y sensores 

de posición para estudiar su comportamiento en el 

ambiente espacial (Godfrin, Martínez Bogado, Tama-

si y Durán, 1999). El know how desarrollado a partir 

de la fabricación de los sensores fotovoltaicos posi-

bilitó no solo calificar componentes para el posicio-

namiento de un satélite en el espacio, sino para su 

aplicación terrestre. Entre los aprendizajes prácticos 

se destacan la soldadura de los interconectores y de 

los cables e interconectores a los colectores, el 

pegado del vidrio protector, de los cables, los colec-

tores y sensores a la base de aluminio, la cobertura 

de la soldadura y el ensayo de tracción de los cables 

(Bogado, Tamasi, Bolzi y Raggio, 2015).  

 

Una vez construidos, los sensores fueron 

sometidos a un ensayo de vibraciones en el Centro 

Atómico Constituyentes, de termovacío y radiación 

en el Departamento de Energía Solar. El primer 

ensayo sometió las soldaduras de las celdas a prue-

bas mecánicas para la obtención de valores de 

resistencia. Dichos valores fueron comparados con 

datos de referencia otorgados por Emcore Photovol-

taics, uno de los fabricantes de celdas solares reco-

nocidos internacionalmente. El segundo ensayo 

sometió a los instrumentos a variaciones térmicas 

entre -100ºC y 100ºC y el tercero permitió simular 

las condiciones de degradación por radiación exis-

tentes en el espacio (Bogado y otros, 2015).  

 

La experiencia acumulada posibilitó desarro-

llar paneles y sensores solares locales adecuados a 

los requerimientos de las distintas misiones satelita-

les de Conae. Si bien existían en el mercado senso-

res solares de diseño estabilizado, los de fabricación 

nacional resultaban adecuados por su adaptabilidad 

a los requisitos de la misión en tamaño y corriente, 

su arquitectura circular pegada a una base de alumi-

nio que permitía ampliar el campo de visual de 

manera simétrica, así como el peso reducido que 

habilitaba su utilización en pequeños o nanosatéli-

tes. También su bajo costo posibilitaba su uso en 

aplicaciones terrestres. 

 

Durante la vida útil del SAC-A, los técnicos de la 

CNEA analizaron cada una de las celdas fotovoltaicas, 

las cuales presentaron un funcionamiento adecuado 

según las estimaciones teóricas realizadas. Esos 

procesos permitieron validar los conocimientos 

teóricos, los artefactos y el software desarrollado 

para el seguimiento y análisis de cada uno de los 

sensores.  

 

En paralelo a la construcción del SAC-A, Conae 

e Invap S.E. desarrollaron el SAC-C en cooperación 

con la NASA, e instituciones de Francia, Dinamarca, 

Brasil e Italia. El objetivo de la misión era la observa-

ción de la Tierra en conjunto con los satélites Land-

sat 7, EO-1 y Terra, una constelación internacional 

que tiene como finalidad compartir información para 

el seguimiento de posibles desastres naturales y 

antropogénicos (Caselles y Rivas, 2001). La estación 

terrena de Córdoba y la de Falda del Carmen            

—resignificada luego de su traspaso a Conae— se 

ocuparon de la recepción, procesamiento, archivo y 

distribución de los datos enviados por el SAC-C. Para 

ello, se hicieron desarrollos de hardware y software 

que ampliaron los conocimientos disponibles sobre 

las maniobras de control (De Dicco, 2007). 
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La carga útil del satélite estaba constituida por 

cuatro cámaras de teleobservación de fabricación 

nacional y cinco instrumentos científicos provistos 

por agencias espaciales internacionales. A diferen-

cia de las misiones satelitales previas, la carga útil 

del SAC-C era más compleja por la cantidad de instru-

mentos integrados y por el mayor grado de produc-

tos locales (ver Cuadro N.º2). El equipo de ingenie-

ros de Invap S.E. había acumulado experiencia pro-

ducto de la fabricación, ensamble e integración de 

componentes en los proyectos SAC-B y SAC-A. Esas 

capacidades favorecieron la integración mecánica 

de una mayor cantidad de instrumentos a la arqui-

tectura del satélite. 

 

En función de los estándares de confiabilidad 

de la plataforma construida, los responsables de la 

misión tomaron dos decisiones sociotécnicas. En 

primer lugar, resolvieron comprar materiales y com-

ponentes calificados y estabilizados en el mercado 

satelital, debido al alto costo y tiempo que insumía 

su desarrollo local. La participación del sector priva-

do internacional, además de validar y calificar la 

misión, materializó los conocimientos adquiridos por 

los actores locales involucrados en torno a sus pro-

pias capacidades y limitaciones, así como al funcio-

namiento del mercado de fabricación satelital. En 

segundo lugar, para garantizar la confiabilidad de la 

plataforma, el equipo responsable decidió que las 

unidades funcionales principales del satélite fuesen 

redundadas (Tognetti, entrevista, abril, 2019). Co-

nae desarrolló capacidades a partir de la gestión del 

proyecto, la coordinación de pares internacionales y 

proveedores privados extranjeros y nacionales, estos 

últimos con reducida experiencia en el sector espa-

cial. 

 

Un problema sociotécnico persistente desde la 

primera misión era la dificultad de ensayar local-

mente los artefactos. Ante la falta de una solución 

que no fuera la dependencia de centros extranjeros, 

los ingenieros de Invap S.E. decidieron trasladar el 

satélite a Brasil. Allí los ingenieros argentinos partici-

paron de manera activa en los ensayos con el consi-

guiente desarrollo de aprendizajes. 

 

Según las estimaciones, la vida útil del SAC-C 

era de cuatro años. Sin embargo, la misma fue 

superior a doce años (ver cuadro N.º1). Los errores 

de cálculo respecto a la degradación de los equipos 

y el agotamiento de los componentes del subsiste-

ma de potencia hicieron posible que el satélite esté 

operativo y triplicara las expectativas. La extensa 

vida útil del artefacto, además de aportar informa-

ción sobre la Tierra, materializó las capacidades de 

diseño y construcción de los profesionales involucra-

dos en su desarrollo. 

 

Producción de conocimientos y generación de 

capacidades en Invap S.E. 

 

A partir del diseño y producción de reactores nuclea-

res, Invap S.E. dominó distintas capacidades de 

ingeniería de producto y proceso (Katz, 1978), tales 

como el diseño, la fabricación y el testeo de las 

placas de circuitos integrados; los análisis y la tecno-

logía utilizada en la medición de las cargas sobre 

una estructura y diversas tareas mecánicas —el 

desarrollo de materiales compuestos, procesos de 

soldado específicos, control de corrosión, entre 

otros—. Asimismo, la empresa desarrolló capacida-

des en la gestión de proyectos complejos 

(Gaussman, entrevista, octubre, 2019). Si bien estas 

capacidades se desplegaron en el área nuclear, su 

carácter genérico permitió que se constituyesen en 

la base del diseño y producción de artefactos en el 

sector espacial (Seijo y Cantero, 2012). La estructu-

ra matricial de la empresa, organizada por áreas de 

negocios —nuclear, espacial, industrial, equipamien-

to médico y nuevos negocios— con una forma de 

trabajo por proyectos, atravesadas por distintos 

sectores de servicios —calidad, recursos humanos, 

administración y finanzas, abastecimiento y siste-

mas— favoreció la circulación interna de estos cono-

cimientos (Versino, 2006). 

 

Durante la década de 1990, Invap S.E. acu-

muló nuevas capacidades de producción mediante 

el diseño, fabricación e integración de tres satélites 

con fines científicos y de observación de la Tierra 

operados por Conae. Para tales proyectos, la empre-

sa diseñó y construyó múltiples productos y proce-

sos (Tisot, entrevista, octubre de 2019; Gaussman, 

entrevista, octubre de 2019; Jauffman, entrevista, 

octubre de 2019). 
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Para el diseño y producción de las estructuras, 

instrumentos y componentes de los satélites SAC, 

Invap S.E. adecuó sus instalaciones, como también 

proyectó, construyó y equipó nuevos laboratorios, lo 

cual dio cuenta de la existencia en la empresa de 

capacidades de inversión (Lall, 1992). Por otro lado, 

a partir del trabajo de campo en las instalaciones 

también se identificaron capacidades de vinculación 

(Lall, 1992) dentro del área satelital. 

 

Para nosotros fue una ayuda muy importante 

la gente de NASA. En esa época no estaba lo 

del 11 de septiembre y las restricciones, en-

tonces la gente de NASA fue muy abierta a 

transferirnos conceptos. Si bien ellos no toma-

ban responsabilidades, nos fueron transfirien-

do experiencia o dónde buscar… así que nos 

poníamos a investigar (Jauffman, entrevista, 

octubre de 2019; resaltado de la autora). 

 

Nos mandaron personal que ya no estaba 

dentro de los proyectos activos de ese momen-

to, pero que conocían todo. Hoy sería imposi-

ble, con todas las regulaciones, tener alguien 

que esté contando en primera persona deta-

lles de cómo hicieron las cosas y por qué. Los 

diseños los hicimos nosotros, pero el tiempo 

que nos acortaron, por el hecho de transmitir-

nos sus experiencias fue el que nos permitió 

llegar al diseño en tan poco tiempo (Tisot, 

entrevista, octubre de 2019; resaltado de la 

autora). 

 

La participación de personal de la NASA fue clave en 

la cadena de valor de los proyectos SAC de la Conae, 

ya que colaboró activamente en la definición de los 

requerimientos técnicos, del objetivo de las misio-

nes, el acceso a documentación específica y la 

provisión de instrumentos y servicios tales como el 

lanzamiento. También aportaron en la circulación de 

habilidades, el asesoramiento técnico y bibliográfico 

y la reducción de los tiempos de diseño. Por otro 

lado, los centros dependientes de la NASA constituye-

ron espacios de formación para la mano de obra 

ingenieril y técnica local. 

 

Si bien la empresa no tiene una política explíci-

ta de formación de la mano de obra mediante conve-

nios con universidades u otros centros educativo-

tecnológicos, los funcionarios de Invap S.E. apoyaron 

y promovieron la realización de cursos en el exterior, 

la participación en eventos científico-tecnológicos, 

así como la realización de tales eventos en sus 

instalaciones. 

 

Italia participó en la misión SAC-C, aportó los 

paneles solares, puso un par de instrumentos 

(…) Ahí fue muy rica la interacción porque los 

italianos tuvieron problemas, y tuvimos noso-

tros que participar y solucionar los problemas. 

Problemas técnicos y de distinto tipo. El pro-

blema del cronograma. No llegaban con los 

tiempos, entonces nosotros le mandamos 

gente para ayudarlos a terminar los paneles a 

tiempo (Tisot, entrevista, octubre de 2019; 

resaltado de la autora). 

 

Tradicionalmente, la circulación de conocimientos 

entre países con distinto dominio sobre el desarrollo 

de tecnologías con alto valor agregado se piensa de 

forma unidireccional, desde los países que dominan 

los principales eslabones de las cadenas de valor 

hacia aquellos que mantienen condiciones periféri-

cas. Sin embargo, en el caso objeto de este estudio, 

la circulación de conocimientos fue bidireccional. 

 

Esta dinámica virtuosa basada en las interac-

ciones bidireccionales, establecidas con institucio-

nes de I+D y proveedores nacionales e internaciona-

les, fue retroalimentada por las interacciones inter-

nas. ―Fuimos deduciendo los requerimientos a partir 

de las cosas que nos iban pidiendo los distintos 

subsistemas. La cuestión fue interactiva‖ (Tisot, 

entrevista, octubre de 2019). Si bien cada grupo de 

trabajo era responsable del diseño y producción de 

los componentes o subsistemas a su cargo, la toma 

de decisiones no era aislada, sino que estaba deter-

minada por la dinámica de interacciones entre los 

actores. 

 

La interacción entre los distintos grupos fue 

muy fluida. Todos estábamos muy cerca, todos 

sabíamos lo que hacía el otro. Cuando había 

un problema, nos juntábamos entre varios, el 

mecánico, el eléctrico y decíamos ―che ¿Acá 

cómo hacemos? Hagamos tal cosa‖. Eso lo 
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resolvíamos mediante la interacción. (…) Todos 

los lunes había una reunión donde todos los 

subsistemas estábamos alrededor de la mis-

ma mesa, y cada uno sabía lo que le pasaba al 

otro y le ayudábamos a resolver (Tisot, entre-

vista, octubre de 2019; el resaltado de la 

autora). 

 

Fue clave para el desarrollo exitoso del proyecto la 

interacción entre el jefe de proyecto (responsable de 

los objetivos del proyecto en sus distintas fases), el 

jefe de calidad o aseguramiento de producto 

(responsable de gestionar, dirigir, planificar y super-

visar las actividades de cada grupo de trabajo en 

cada fase del proyecto)  y los responsables de cada 

uno de los subsistemas de la plataforma satelital    

—estructura; control de actitud; control térmico; 

propulsión; potencia; telemetría y comando; y admi-

nistración de datos—. De manera informal, entre los 

distintos grupos de trabajo del área espacial se 

generó una sinergia que permitía la acumulación de 

conocimientos, la toma de decisiones y la resolución 

de problemas para la materialización de los SAC. 

 

Los proyectos SAC plantearon distintos proble-

mas sociotécnicos a la empresa Invap S.E. en cuanto 

a organización, estructura, electrónica, materiales, 

ensayos, entre otros. Si bien las interacciones forma-

les e informales y la participación en espacios de 

formación constituyeron vías de aprendizaje, la 

producción de conocimientos no se limitó a ello. El 

aprendizaje por la práctica y la resolución de proble-

mas constituyeron dos dinámicas de aprendizajes 

claves en Invap S.E. Los problemas, las anomalías y 

situaciones de contingencia surgidas en cada fase 

del proceso productivo de los satélites fueron un 

núcleo de aprendizaje y experiencia no solo para el 

personal de la empresa sino para todos los actores 

involucrados, locales y extranjeros. 

 

Grupos sociales relevantes y alianza  

sociotécnica para la producción local  

de satélites de órbita baja 

 

El primer grupo social relevante identificado es el del 

gobierno nacional. Su objetivo era alinear su política 

interna, incluso la política científico-tecnológica e 

industrial, a los intereses norteamericanos. Si bien 

no compartía el pensamiento tecnonacionalista, el 

impulso de políticas públicas espaciales para el 

fortalecimiento de las relaciones diplomáticas con 

EE.UU. materializó proyectos satelitales de antaño. En 

el proceso de alineamiento con la política de EE.UU., 

el gobierno nacional generó —paradójicamente— las 

condiciones para el desarrollo y destrucción de 

capacidades espaciales locales. 

 

El segundo grupo social está conformado por 

militares aeronáuticos. Estos compartían ideas 

tecnonacionalistas, por lo que su objetivo era de-

sarrollar tecnologías espaciales en el ámbito local. 

 

El tercer grupo identificado es el de la Conae, 

cuyos funcionarios estaban interesados en el desa-

rrollo endógeno de capacidades espaciales de índo-

le teórica y práctica. 

 

El cuarto grupo está conformado por Invap S.E., 

cuyos funcionarios estaban interesados en ampliar 

la cartera de clientes mediante la exportación de 

tecnología nuclear y el desarrollo de nuevos nego-

cios. La incursión en el área satelital respondió al 

convencimiento interno de la empresa acerca de sus 

capacidades para el desarrollo de proyectos comple-

jos. En el interior de este grupo estaban los ingenie-

ros y técnicos responsables de la fabricación e inte-

gración de los artefactos, que negociaban significa-

ciones con los funcionarios. 

 

El quinto grupo es el de las agencias espacia-

les extranjeras interesadas en los proyectos satelita-

les argentinos. Estas agencias participaron directa-

mente en el diseño y ejecución de las distintas mi-

siones mediante el aporte de financiamiento, la 

circulación de tecnología y conocimientos. 

 

El sexto grupo identificado está constituido por 

empresas extranjeras con prolongada experiencia en 

el mercado de fabricación satelital. El interés de 

estas era ampliar su cartera de clientes en un mer-

cado de características reducidas. 

 

El séptimo y último grupo social está integrado 

por instituciones del complejo científico-tecnológico 

argentino, interesadas en el desarrollo de proyectos 
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científico-tecnológicos en general. Este grupo care-

cía de experiencia en cuestiones espaciales. 

 

En 1960 existían diversos actores sociales 

interesados en el desarrollo de investigaciones y 

actividades espaciales nucleados en la CNIE. En 

1980, un grupo conformado por militares y especia-

listas en el espacio cuestionó, por un lado, el rol 

desempeñado por la CNIE, puesto que consideraban 

que el espacio era de interés de todo el país y no 

solo de la Fuerza Aérea —que había realizado múlti-

ples desarrollos endógenos en cohetería y propul-

santes, pero no había logrado materializar los pro-

yectos satelitales— y, por otro lado, la falta de una 

política espacial. En dicho contexto, aumentaron las 

presiones internacionales sobre el gobierno nacional 

para la cancelación del Proyecto Cóndor, visualizado 

como un arma de destrucción masiva. 

 

El gobierno nacional quería deconstruir la 

imagen de Argentina como país no confiable para 

las potencias extranjeras, y por ello decidió promo-

ver una política espacial alineada a sus intereses 

diplomáticos. Mediante el Decreto PEN N.º 995/91 

creó una agencia espacial de carácter civil, la Conae, 

y desmanteló la CNIE y sus proyectos de cohetería. 

En dicho proceso, Conae logró articular todas las 

instalaciones productivas, ingenieros, técnicos, 

conocimientos, capacidades y proyectos de la CNIE, y 

las capacidades científico-tecnológicas y de gestión 

de Conrado Varotto. Ello la posicionó como un actor 

con capacidad para alinear y coordinar los intereses 

de otros actores sociales (ver gráfico N.º1). 

 

La primera estrategia de Conae fue afianzar 

los vínculos con la NASA mediante la definición con-

junta de misiones satelitales. Ello posibilitó que 

entre ambas agencias circulase capital, componen-

tes, subsistemas y conocimientos que calificaron los 

satélites de observación terrestre producidos en el 

ámbito local. La certificación de los productos y 

procesos generó el alineamiento de otras agencias 

espaciales, como la ASI y el Centro Nacional de Estu-

dios Espaciales (CNES) de Francia.  

 

La segunda estrategia de Coane fue afianzar 

los vínculos con Invap S.E. mediante la designación 

de Varotto como director de la Agencia. Ello permitió 

que esta última materializara los proyectos tecno-

productivos y que Invap S.E. incursionara en el sector 

satelital. 
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La tercera estrategia desarrollada por Conae fue el 

establecimiento de convenios con organismos del 

complejo científico-tecnológico local. Si bien la políti-

ca económica del gobierno nacional no promovía el 

desarrollo de la ciencia y la tecnología, y la política 

sectorial era desalentadora, diversos institutos y 

universidades nacionales fueron incorporados a la 

alianza. Éstos desarrollaron instrumentos, software y 

componentes que fueron probados en órbita, con la 

consecuente generación de capacidades.  

 

Debido a la ausencia en el mercado argentino 

de proveedores con calidad y experiencia en la 

fabricación de instrumentos espaciales, Conae 

decidió comprar algunos componentes y subsiste-

mas a empresas extranjeras, las cuales fortalecieron 

la alianza, ya que eran el único actor privado con 

amplias capacidades acumuladas en la materia. 

 

En suma, a excepción de los ingenieros y técni-

cos vinculados al Proyecto Cóndor, los cuales fueron 

retirados o trasladados a tareas que no comprome-

tieran las relaciones diplomáticas del gobierno ar-

gentino con su par norteamericano, Conae logró 

alinear y coordinar a los otros actores en torno a la 

producción local de satélites de observación terres-

tre. 

 

 

 

En las primeras décadas del siglo XX se registró en el 

seno de la Fuerza Aérea Argentina un pensamiento 

que promovía la producción nacional de tecnologías 

estratégicas. Si bien dicho pensamiento rebasó la 

esfera militar, los desarrollos locales de aviones, 

automóviles, embarcaciones, reactores nucleares, 

vectores y satélites artificiales estuvieron próximos 

en sus orígenes al accionar de las Fuerzas Armadas. 

Setenta años después de los primeros discursos 

tecnonacionalistas, la Argentina desarrolló con 

recursos locales los primeros satélites de observa-

ción terrestre. El análisis de las capacidades tec-

nológicas generadas en el área espacial permite 

observar que, si bien el proceso de producción de 

conocimientos es acumulativo, no tiene carácter 

lineal. 

Las políticas públicas ejercen influencia en las 

dinámicas de acumulación y desacumulación de 

capacidades tecnológicas y conocimientos, principal-

mente en aquellas áreas cuyo desarrollo requiere la 

promoción directa del Estado. Dicho proceso puede 

ser explícito o implícito. El gobierno nacional, me-

diante la sanción de una política pública —la crea-

ción de Conae y la aprobación del Plan Espacial 

―Argentina en el espacio 1995-2006‖— ejerció una 

influencia contradictoria en las curvas de aprendiza-

je del sector espacial. Por un lado, llevó al cierre de 

la planta industrial de Falda del Carmen. Este hecho 

derivó en la pérdida de múltiples capacidades tec-

nológicas, no solo por la destrucción física de maqui-

narias y componentes, sino por la persecución y el 

hostigamiento hacia el personal especializado. Por 

otro lado, si bien el programa económico del gobier-

no nacional favorecía la importación tecnológica, los 

acuerdos de cooperación establecidos con la NASA y 

otras agencias espaciales favorecieron el diseño y 

producción local de satélites.  

 

La experiencia analizada visibiliza que las 

trayectorias institucionales, si bien condicionan la 

dirección del cambio tecnológico, no constituyen un 

factor determinante, puesto que la acción de ele-

mentos externos, como una política pública, puede 

acelerar, estacionar o interrumpir el mismo. 

 

Si bien este artículo dio cuenta de la creación y 

acumulación de capacidades en Invap S.E. y otras 

instituciones del sector científico-tecnológico argenti-

no, también puede visualizarse la destrucción si-

multánea de capacidades tecnológicas mediante la 

discontinuación de proyectos tecnoproductivos, ya 

sea por su significación como elementos de altera-

ción del orden geopolítico —el Proyecto Cóndor— o 

inadecuados respecto a la política económica imple-

mentada desde inicios de la década de 1990. En 

función de ello, podría afirmarse que las políticas 

públicas que favorecieron el diseño y la fabricación 

local de satélites científicos fueron más el reflejo del 

alineamiento de la política exterior argentina con la 

posición norteamericana sobre el discurso de no 

proliferación de armas de destrucción masiva, que 

una política de impulso industrial. 
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Históricamente, las controversias científicas han 

suscitado el interés del campo de los estudios socia-

les de la ciencia debido a la posibilidad de vislum-

brar a través de su estudio la formación de consen-

sos científicos, el rol de los científicos y los no cientí-

ficos, y la incidencia de factores sociales en la pro-

ducción de conocimiento, entre otros aspectos. Las 

controversias presentan estas propiedades porque a 

la luz de la mirada de los estudios sociales de la 

ciencia, los conflictos escapan de la imagen estruc-

turada y lineal de las corrientes más tradicionales, 

que las entienden como algo irracional o como un 

error que parte de la aplicación incorrecta del méto-

do científico. Por otro lado, en los últimos años se ha 

hecho cada vez más frecuente la aparición de con-

troversias o conflictos que se extienden más allá del 

ámbito científico. Pellegrini (2019) destaca que, en 

la ciencia, aquellas se discuten dentro de las sendas 

propias del ámbito científico: congresos, revistas 

especializadas, lugares en los que los científicos 

argumentan e intercambian sus ideas sobre un 

tema específico. Pero cuando una controversia 

sobre un tema científico se traslada a la esfera 

pública, las características del conflicto cambian. La 

heterogeneidad del espacio social provee un esce-

nario de mayor complejidad: la intervención de una 

gama más amplia y diversa de actores sociales que 

se involucran en la polémica se distingue del espa-

cio exclusivo de la comunidad científica, y también 

difieren los medios por donde son debatidas las 

ideas y opiniones al respecto. La problemática se 

inscribe en la tensión irresuelta entre la experticia y 

la democracia, en el debate contemporáneo sobre la 

ciencia y la ciudadanía (Collins & Evans, 2007, p. 4). 

La tensión se reafirma cada vez que un debate 

sobre un tema científico se traslada al ámbito públi-

co. Allí, expertos y otros grupos forman parte de 

discusiones en las que los enfrentamientos y las 

posiciones contrapuestas suelen hacer su aparición 

con frecuencia, particularmente en temas que por 

distintas razones generan una fuerte atracción en la 

sociedad. Collins y Evans (2002) sintetizan la ten-

sión entre expertos y otros grupos como los proble-

mas de legitimidad y de extensión. El primero de 

ellos refiere a la importancia de la ciencia y la tecno-

logía en las sociedades modernas y a los problemas 

que presenta la introducción de soluciones científico

-tecnológicas en distintas áreas de la vida social.1 

Frente a esta situación, la respuesta correspondien-

te implicaría la ampliación (―extensión‖) de la gama 

de actores en los debates y toma de decisiones 

sobre aspectos que involucran cambios científico-

tecnológicos en la sociedad. Pero esta ampliación 

desencadena el problema de extensión, un proble-

ma práctico y filosófico: ¿cómo y bajo qué paráme-

tros podemos determinar y limitar la participación en 

la toma de decisiones que involucran aspectos 

científico-tecnológicos de forma que las fronteras 

entre el conocimiento experto y el conocimiento lego 

no desaparezcan? 

 

El presente trabajo se enmarca en la discusión 
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acerca del problema de extensión referido por Co-

llins y Evans, y, partiendo de su propuesta analítica 

denominada Studies of Expertise and Experience 

(SEE), aborda sucintamente el caso de la crotoxina 

como posible cura contra el cáncer, una controversia 

pública acontecida en Argentina durante la década 

de 1980. En su propuesta analítica, Collins y Evans

(2007) desarrollan “The Periodic Table of Experti-

ses‖ en la que describen y definen una serie de 

categorías de la experticia. Sobre la base de fuentes 

primarias y secundarias y el análisis de periódicos y 

programas televisivos de la época, se reconstruye el 

caso de la crotoxina y se utilizan aquellas categorías 

desarrolladas por los autores mencionados para 

analizar la experticia de algunos de los actores 

influyentes en el conflicto. La elección del caso se 

sustenta a partir de una de sus características prin-

cipales: el conflicto se inicia en el momento de su 

aparición en la esfera pública. En este sentido, 

algunos autores han remarcado, en su reconstruc-

ción del caso, la incidencia de la presión social (ya 

sea a través de una política contenciosa o por la 

influencia de actores particulares a raíz de sus car-

gos jerárquicos o lugares de poder) en la toma de 

decisiones de nivel gubernamental (Braun, 1989; De 

Ípola, 2002; Barrios Medina y Dellacha, 2007). 

 

 

 

Historia del caso 

 

La crotoxina es el componente neurotóxico del vene-

no de la serpiente de cascabel sudamericana 

(Crotalus durissus terrificus). Fue aislada y cristaliza-

da por primera vez en 1938 por los bioquímicos Karl 

Heinrich Slotta y Heinz Fraenkel-Conrat, y es recono-

cida por su actividad enzimática y su citotoxicidad 

(daña células del organismo). Si bien desde la déca-

da del 30 el veneno de diferentes crotálidos, junto al 

de otras familias y subfamilias de serpientes, había 

sido estudiado por sus posibles efectos antitumora-

les (Essex & Priestley, 1931; Calmette, Sáenz & 

Costil, 1933; Monaelesser & Taguet, 1933; Bragan-

ca, Badrinath & Ambrose, 1965; Cotte, Essenfeld-

Yahr & Lairet, 1972; entre otros), lo cierto es que las 

investigaciones sobre posibles nuevos tratamientos 

en la terapéutica del cáncer no proliferaron dema-

siado por el camino del estudio de los venenos de 

serpiente de cascabel, o de la crotoxina en particu-

lar.  

 

La controversia en torno a la crotoxina en 

Argentina data de mediados de la década de los 80 

y se extendió hasta fines de la década de 1990. El 

conflicto estalló públicamente en julio de 1986, 

cuando un grupo de médicos integrado por Luis 

Costa, Guillermo Hernández Plata y Carlos Coni 

Molina (este último, médico con especialización en 

oncología) se presentó en el programa televisivo de 

humor político llamado La Noticia Rebelde y anunció 

el descubrimiento de un compuesto basado en una 

proteína ofídica (conocida como crotoxina) con extra-

ordinarias propiedades anticancerígenas (Barrios 

Medina y Dellacha, 2007, pp. 34-35). En su exposi-

ción, acontecida el 9 de julio de 1986, los tres médi-

cos manifestaron estar llevando a cabo una investi-

gación clínica con el compuesto basado en la cro-

toxina y declararon que estaban tratando pacientes 

oncológicos con resultados muy positivos gracias a 

la ―droga‖, cuyo descubrimiento atribuían a un inves-

tigador argentino llamado Juan Carlos Vidal, pertene-

ciente al Consejo Nacional de Investigaciones Cientí-

ficas y Técnicas (Conicet) (Barrios Medina y Della-

cha, 2007, p. 34). La sustancia era denominada 

complejo crotoxina A y B. El grupo de médicos 

afirmó haber tomado un camino distinto al de la 

publicación de su investigación en revistas especiali-

zadas, con el objetivo de ―preservar el patrimonio 

nacional del descubrimiento‖ (―Descubren en el país 

una droga contra el cáncer‖, 1986, 9 de julio). Es 

que uno de los problemas planteados en su exposi-

ción televisiva giraba en torno a una disputa por el 

patentamiento del descubrimiento frente a las 

―enormes presiones de laboratorios‖ que los médi-

cos remarcaban haber sufrido (Barrios Medina y 

Dellacha, 2007, p. 35). Pero la presentación en 

medios de comunicación tenía un objetivo más 

importante: protestar contra la denegación del Insti-

tuto de Neurobiología (Idneu) de continuar suminis-

trando el compuesto como lo había hecho hasta ese 

momento (De Ípola, 2002, p. 374). El director del 

Instituto, doctor Juan H. Tramezzani, había ordenado 

suspender la entrega de crotoxina que se hacía a un 

laboratorio ubicado en el Idneu, a principios de julio 
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de 1986. Posteriormente, en un comunicado, Tra-

mezzani afirmó que algunos meses antes del estalli-

do del caso, se había comprobado que el estudio 

llevado a cabo por el doctor Vidal y los médicos 

Hernández Plata, Costa y Coni Molina se realizaba 

sin autorización de Salud Pública y sin la presenta-

ción de evidencias que demostraran el efecto tera-

péutico de las sustancias administradas (―Hubo 

fraude y ocultamiento en la preparación de la dro-

ga‖, 1986, 28 de julio). Pero el conflicto ya había 

cobrado notoriedad. El anuncio de un tratamiento 

antitumoral de gran eficacia, el desconocimiento 

general de la comunidad científica y de las autorida-

des gubernamentales, y la denuncia de presiones en 

torno al patentamiento del hallazgo, conformarían, 

en un primer momento, los aspectos destacados del 

conflicto. 

 

Luego de que el asunto tomara estado público, 

el Ministerio de Salud y Acción Social (MSyAS) a 

cargo del médico Conrado Hugo Storani, puso en 

marcha su investigación. En esta primera etapa, el 

Ministerio explicitó su desconocimiento sobre la 

investigación llevada a cabo con crotoxina y brindó 

una breve información acerca de los procesos lega-

les para la autorización de una investigación farma-

cológica en el nivel clínico. Finalmente, el organismo 

conducido por Storani comunicó la citación de los 

médicos Costa, Coni Molina y Hernández Plata para 

solicitar su testimonio y recabar más información 

sobre el tema. Al día siguiente del comunicado, los 

tres médicos se presentaron en el Ministerio de 

Salud y Acción Social, entregaron una copia de una 

monografía denominada Complejo crotoxina A y B 

en el tratamiento del cáncer y solicitaron al ministro 

Storani la continuación de los ensayos clínicos de-

sarrollados hasta ese momento. Ante ello, el minis-

tro conformó una comisión con el objetivo de estu-

diar la monografía entregada por los tres facultativos 

y brindar un veredicto sobre la validez de la informa-

ción contenida en ella, y sobre la posibilidad de 

continuar la investigación clínica. Fuera del ámbito 

institucional, el conflicto continuó proliferando. La 

crotoxina había captado la atención de los medios 

de comunicación y de la opinión pública. Pocos días 

después de la exposición de los médicos en La 

Noticia Rebelde, la primera de una serie de manifes-

taciones en defensa de la crotoxina se produjo en 

Plaza de Mayo frente a la Casa de Gobierno (De 

Ípola, 2002, p. 393). El conflicto había suscitado el 

interés de distintos actores. Diputados, senadores, 

agrupaciones sociales y hasta la principal central 

obrera del país se pronunciaron sobre el caso. Entre 

tanto, pacientes de los tres médicos y sus familiares 

crearon la Comisión Crotoxina Esperanza de Vida, 

que pugnaba por el suministro de crotoxina para 

enfermos oncológicos (Barrios Medina y Dellacha, 

2007, p. 88). Los vastos testimonios, expuestos en 

medios de comunicación, de integrantes de las 

manifestaciones multitudinarias y de la Comisión 

Crotoxina Esperanza de Vida, parecían tornarse en 

la evidencia necesaria para demostrar la utilidad y la 

eficacia de la sustancia. Inapelablemente, la crotoxi-

na se había erigido como una luz de esperanza, 

habida cuenta de sus efectos en la calidad de vida, 

según estos testimonios (Barrios Medina y Dellacha, 

2007, p. 89). 

 

En este contexto de efervescencia, el MSyAS 

debía tomar una decisión. A pesar de que el primer 

informe de su comisión evaluadora había rechazado 

el petitorio de los tres médicos para continuar los 

ensayos clínicos, el Ministerio resolvió autorizar el 

uso del compuesto a los pacientes que habían reci-

bido aplicaciones con anterioridad (Braun, 1989, p. 

72). El ministro Storani señaló que la decisión de 

autorizar la administración del complejo a estos 

pacientes era de carácter político y social, para lo 

cual invocaba razones exclusivamente ―humanita- 

rias‖ (―Autorizan el suministro de la droga para 80 

pacientes‖, 1986, 15 de julio). Luego de tomar 

aquella medida, el Ministerio constituyó una nueva 

comisión, formada por 12 oncólogos, destinada a 

evaluar y examinar, junto a los médicos Costa, Coni 

Molina y Hernández Plata, los aspectos clínicos del 

tratamiento en los pacientes que habían sido autori-

zados a continuarlo (Yriart & Braginski, 1998, p. 

117). Para resolver la producción de crotoxina, el 

MSyAS solicitó ayuda al Conicet. El Consejo designó 

a una comisión encargada de producir el complejo 

con la garantía de replicar la composición elaborada 

en el Idneu. El Conicet tenía una fuerte vinculación 

con el caso ya que, de acuerdo con lo manifestado 

por los médicos, el doctor Vidal, que pertenecía a la 

institución, había tenido un rol importante en la 

investigación, y era señalado como el ―descubridor 
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de la crotoxina‖; a esto se sumaba que la entrega de 

la sustancia se realizaba en el Instituto de Neurobio-

logía, ligado al Conicet. A partir del estallido del 

caso, Carlos Abeledo, —presidente del Conicet por 

aquel entonces— contactó a Vidal, quien se encon-

traba en una residencia de investigación en Chicago, 

EE. UU. Desde allí, el investigador había rechazado, 

en una entrevista periodística con La Nación, cual-

quier vínculo con la situación que se había generado 

en Argentina (―No tengo la culpa de la situación que 

se ha creado‖, 1986). Instado por Abeledo, Vidal 

prometió regresar a Argentina para dar su visión de 

los hechos. 

 

A su llegada, el doctor Vidal brindó testimonio 

en el marco de la investigación por un recurso de 

amparo presentado por una enferma oncológica que 

pugnaba por recibir el tratamiento con el complejo 

crotoxina A y B, a la par de las personas autorizadas 

por el Ministerio de Salud y Acción Social. Vidal 

prestó declaración durante varias horas y llegó a 

brindar un veredicto determinante sobre los benefi-

cios y efectos del complejo crotoxina: ―yo en ningún 

momento dije que esto cure‖ (Barrios Medina y 

Dellacha, 2007, p. 69). El investigador continuó 

rechazando su implicancia en el conflicto y en la 

repercusión pública que este había generado pero 

declaró haber comenzado a estudiar la crotoxina sin 

autorización desde 1979 y haberla suministrado a 

personas con distintos tipos de patologías (―Un 

recurso de amparo para que se autorice la aplica-

ción de crotoxina‖, 1986, 22 de julio). Al día siguien-

te de su declaración, el Conicet emitió un comunica-

do con la anuencia de Vidal en el que se hacían 

públicas algunas de sus declaraciones. Pero la sin-

tonía con el organismo desapareció rápidamente. En 

los días siguientes, Vidal adoptó una postura crítica 

contra algunas autoridades del Conicet y especial-

mente contra su director, Carlos Abeledo. El Consejo 

había dado cuenta de una serie de falsedades e 

inconsistencias en la monografía elaborada por 

Vidal y los tres médicos (Braun, 1989, p. 71). Denun-

ciando un destrato por parte del Conicet, Vidal re-

nunció a su cargo en el organismo y volvió a Estados 

Unidos (―Duras críticas al Conicet y a la comisión de 

oncólogos‖, 1986, 2 de septiembre).  

 

Los estudios de las comisiones del Conicet y 

del Ministerio continuaron durante los siguientes 

meses, pero el conflicto no se paralizó. El caso había 

llegado hasta el Congreso. Representantes guberna-

mentales y de la Comisión Crotoxina Esperanza de 

Vida fueron citados por una subcomisión del Congre-

so, en la que pacientes, enfermos y sus familiares 

denunciaron la opinión ―sesgada‖ de los investiga-

dores del Conicet y del MSyAS, añadiendo que costa-

ba mucho ―volcar los paradigmas de la cien-

cia‖ (Barrios Medina y Dellacha, 2007, p. 89). En 

medio de aquella atmósfera de desconfianza proyec-

tada sobre el trabajo y las consideraciones de los 

especialistas, la comisión de oncólogos del Ministe-

rio, encargada de la evaluación del tratamiento con 

el complejo crotoxina A y B en los pacientes autoriza-

dos, suministró un informe final2 demoledor. Los 

oncólogos afirmaban que el complejo carecía de 

toda acción anticancerosa comprobable clínicamen-

te (Brailovsky, 1986). Al día siguiente, el ministro 

Storani prohibió la producción, el suministro y la 

prescripción de crotoxina a través de la resolución 

N.° 47 (―Fue prohibido el uso de crotoxina‖, 1986, 

14 de octubre). En consonancia con el informe de la 

comisión de oncólogos del MSyAS, el Conicet inició 

una querella contra Vidal, Tramezzani, Costa, Coni 

Molina, Hernández Plata por delitos contra la salud 

pública, entre otros (Barrios Medina y Dellacha, 

1986, p. 77). 

 

La controversia en torno a la crotoxina conti-

nuará desarrollándose durante la década de 1990 

en Argentina. Pero para los fines de esta investiga-

ción, se decidió tener en cuenta la primera parte de 

la historia del caso, ya que a principios de 1987 el 

conflicto tendió a estabilizarse con el dictamen del 

Ministerio de Salud y el fallo de la Corte Suprema, 

hasta que nuevamente volvió a aparecer en la esce-

na pública en 1989. 

 

 

 

A continuación se analiza el nivel de experticia de 

ciertos actores que tuvieron un papel clave en el 

desarrollo del conflicto. Para ello, se recurre a la 

citación de sus discursos en fuentes periodísticas, 

primarias o secundarias, sus credenciales académi-
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cas y su historial en investigación, si lo hubiere, a 

través del uso de una metodología cualitativa de 

análisis de información textual (Silverman, 2001). El 

objetivo de este trabajo es encontrar información 

acerca del nivel de experticia de ciertos actores que 

tuvieron un rol preponderante en el conflicto. En 

este sentido, se divide la pertenencia de esos acto-

res a tres áreas: 1) facultativos que desarrollaron la 

investigación con crotoxina; 2) el productor y con-

ductor del programa televisivo La Noticia Rebelde 

que contactó y entrevistó a los tres médicos vincula-

dos a la crotoxina, como figura representativa de los 

medios de comunicación; 3) los integrantes de una 

de las comisiones conformadas por el Ministerio de 

Salud y Acción Social para la investigación del caso. 

El tipo de experticia requerida es diferente en cada 

caso y será abordada en la sección correspondiente.   

 

Investigadores de la crotoxina 

 

A principios de 1986, el trabajo conjunto entre los 

médicos Costa, Coni Molina y Hernández Plata y el 

investigador Vidal tenía roles definidos. Los tres 

médicos se encargaban del diagnóstico y el segui-

miento de pacientes a quienes se les administraba 

crotoxina, mientras que Vidal se ocupaba de la 

producción y el suministro del complejo (Barrios 

Medina y Dellacha, 2007, p. 22). Vidal se había 

graduado como médico y poseía un doctorado en 

bioquímica, para cuya tesis había sido dirigido por el 

doctor Andrés Stoppani, quien luego de una estadía 

de investigación en el Instituto Dunn de Bioquímica 

de Cambridge, se había especializado en el área de 

la enzimología (De Asúa, 2010). Orientado por Stop-

pani, Vidal comenzó a investigar la actividad de las 

fosfolipasas, fraccionadas del veneno de serpientes 

(Barrios Medina y Dellacha, 2007, p. 7). Desde 

mediados de 1960, Vidal convirtió su investigación 

del mecanismo fisiológico, farmacológico y toxicoló-

gico de las fosfolipasas —particularmente del vene-

no de la serpiente yarará (Bothrops jararaca)— en el 

tema de su tesis doctoral (Barrios Medina y Della-

cha, 2007, pp. 9-10). En 1970, la finalizó y en 1974 

ingresó a la carrera de investigador del Conicet 

(“Supuesta droga contra el cáncer”, 1986, 12 de 

julio). Dos años más tarde, fue asociado por el doc-

tor Avelino Barrio3 al Grupo de Bioquímica de Vene-

nos Ofídicos en el Centro Nacional de Iología (Cenai) 

con sede en el edificio del Instituto de Neurobiología 

(Idneu). En 1979, tras el fallecimiento del doctor 

Barrio, por disposición de Juan H. Tramezzani           

—fundador y director de la Fundación y del Instituto 

de Neurobiología (Idneu)—, Vidal quedó a cargo del 

serpentario del Cenai. Por esa época, Vidal comenzó 

a dirigir la tesis doctoral de Gabriela Canziani sobre 

el mecanismo de acción del complejo crotoxina del 

veneno de Crotalus durissus terrificus. El objetivo de 

la tesis era comparar las propiedades del complejo 

nativo con el complejo reconstituido luego de proce-

der al aislamiento, purificación y homogeneización 

de las subunidades A y B (Canziani, 1984, p. 24). 

Junto a Canziani y a la licenciada Cristina Seki, am-

bas colaboradoras de Vidal en el laboratorio del 

Idneu, publicaron entre 1982 y 1983 los primeros 

resultados de sus investigaciones, que posterior-

mente formaron parte de la tesis de Canziani. En 

este punto, haciendo uso de las categorías definidas 

por Collins y Evans (2007) en su tabla periódica de 

las experticias, es posible señalar que el doctor Juan 

Carlos Vidal poseía experticia contributiva 

(Contributory Expertise) en el área de la toxinología, 

con especial énfasis en la interacción fosfolípido-

proteína y las enzimas de membrana reguladoras de 

lípidos y fosfolipasas A2, que eran su línea de investi-

gación. Dentro de este campo, Vidal había aportado 

al conocimiento en el área a través de diversas 

publicaciones,4 llegando a obtener el reconocimien-

to de la International Society of Toxinology (IST); 

además, poseía una gran experiencia en investiga-

ción básica tanto en el diseño como en la ejecución 

de investigaciones (Barrios Medina y Dellacha, 

2007, p. 21). Por otro lado, no se poseen registros 

sobre algún tipo de actividad investigativa relaciona-

da con algún aspecto específico de la investigación 

oncológica ni con el desarrollo de ensayos clínicos. 

Vidal ocupaba en 1986 los cargos de profesor adjun-

to en la Facultad de Medicina y de investigador en el 

Conicet, ninguno de los cuales estaba vinculado con 

la investigación clínica o con el ejercicio de la medi-

cina clínica, aunque era médico de formación. Por lo 

que, en este sentido, solo podía poseer experticia 

interaccional (Interactional Expertise), aquella que 

se encuentra entre el conocimiento proposicional 

formal de un área y la embodied skill (estar sumergi-

do completamente en un área de investigación) 
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necesaria para poder contribuir al conocimiento 

sobre un tema (Collins, 2004, pp. 129-131). 

 

Los médicos Luis Costa, Guillermo Hernández 

Plata y Carlos Coni Molina trabajaban en el Hospital 

Municipal de Oncología5 (C. Coni Molina, comunica-

ción personal, 19 de mayo de 2021). Coni Molina 

había realizado su especialización en oncología 

clínica y quimioterapia en la Universidad del Salva-

dor y ejercía como instructor de médicos residentes 

en oncología en el Hospital Municipal de Oncología 

(C. Coni Molina, comunicación personal, 19 de mayo 

de 2021; Barrios Medina y Dellacha, 2007, p. 36). 

En cuanto a los médicos Costa y Hernández Plata, 

ninguno de los dos había finalizado una especializa-

ción. Hernández Plata había sido aplazado en dos 

ocasiones en su intento de obtener el título de oncó-

logo (Braun, 1989, p. 72). En el caso del médico 

Luis Costa, quien trabajaba en el área de cirugía, 

había realizado una formación en oncología y cirugía 

general pero no había finalizado ninguna especiali-

zación (Braun, 1989, p. 72; C. Coni Molina, comuni-

cación personal, 19 de mayo de 2021). Hasta este 

punto, es posible destacar que, dentro del grupo de 

los tres médicos, Coni Molina y Costa se encontra-

ban, en principio, dentro de la categoría de experti-

cia interaccional (Interaccional Expertise), es decir, 

ambos habían tenido formación (que divergía en 

cuanto a la titulación) en el campo de la oncología 

clínica. En el caso de Hernández Plata, sus conoci-

mientos no habían sido validados por sus examina-

dores, pero es posible asumir que, debido a su 

formación médica, tenía algún nivel de dominio 

conceptual del campo de la oncología, lo que le 

permitiría ingresar en la categoría de experticia 

interaccional.  

 

El otro punto clave a tener en cuenta aquí es el 

nivel de experiencia en el desarrollo de un plan o 

protocolo de investigación, y en la realización de 

ensayos clínicos. Ambas actividades integran un 

mismo proceso de investigación, que a su vez puede 

escindirse en dos partes: una relacionada con cierto 

conocimiento del marco regulatorio para la realiza-

ción de procedimientos experimentales y otra vincu-

lada a la metodología y procedimientos empleados, 

stricto sensu, en la experimentación llevada a cabo. 

En cuanto a la primera, al momento de la realización 

de la investigación con crotoxina sin autorización del 

Ministerio de Salud y Acción Social (MSyAS), la legis-

lación vigente incluía la necesidad —elemental— del 

―consentimiento escrito y firmado de los profesiona-

les médicos que llevaran a cabo las experiencias 

científicas, aclaración y número de matrícula y hospi-

tal, laboratorio, cátedra, donde se realizara la expe-

riencia, quedara reservado en el establecimiento a 

disposición de la autoridad sanitaria nacio-

nal‖ (Resolución 4147, 1977).6 El médico Coni 

Molina fue contactado por Costa y Hernández Plata 

para involucrarse en el estudio. A partir de allí, se 

interesó por la investigación, de acuerdo a su testi-

monio, debido a los efectos que, según observó, el 

complejo crotoxina producía en algunos pacientes 

(C. Coni Molina, comunicación personal, 19 de mayo 

de 2021). Su involucramiento en la investigación fue 

a través de una mediación informal, aspecto que el 

médico ha reconocido como ―un error de juventud 

(…) yo confié en Vidal (…) la preocupación mía era si 

eso [el tratamiento experimental] estaba autoriza-

do‖ (C. Coni Molina, comunicación personal, 19 de 

mayo de 2021). Hasta 1986, los tres médicos no 

habían realizado ninguna publicación sobre la inves-

tigación que llevaban a cabo de manera informal 

desde hacía tres años con el complejo crotoxina 

(aspecto que fue reiterado en varias ocasiones),7 y 

por lo menos dos de ellos (Costa y Coni Molina) 

tampoco se habían dedicado a la investigación 

clínica. Sin la posibilidad de evaluar la intencionali-

dad de las acciones realizadas por los tres médicos 

y Vidal, cabe agregar la descripción de Hernández 

Plata sobre los inicios de la investigación con crotoxi-

na, desprovista de la autorización necesaria por la 

entonces Secretaría de Salud Pública, ya fuera por 

desconocimiento o premeditación: 

 

El estudio en seres humanos no comienza 

organizadamente. Comienza en una forma… 

¿cómo decírtelo? Fue algo así como un trata-

miento doméstico, como una única opción que 

quedaba para aquellos familiares o allegados 

enfermos de cáncer, en estado terminal, de 

quienes participan en esta investigación bási-

ca (Gavensky, 1986, p. 56). 

 

En cuanto al conocimiento del procedimiento meto-

dológico de una investigación científica con fines 
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experimentales, durante el transcurso del debate 

público en 1986, los tres médicos afirmaron que ―el 

estudio clínico hasta el momento no ha respetado 

normas internacionalmente aceptadas para este 

tipo de experimentaciones‖ (―Caso crotoxina: descar-

go de los tres médicos‖, 1986, 17 de agosto). Esta 

declaración se contraponía a dichos anteriores de 

los propios médicos.8 Por otro lado, a partir de las 

afirmaciones de Hernández Plata, es posible resumir 

el desconocimiento y/o la desatención de aspectos 

básicos en la realización de ensayos clínicos: 1) 

respecto del seguimiento de la historia y estado 

clínico de los pacientes, y la duración del experimen-

to, ―no se los siguió clínicamente, pero los pacientes 

andaban bien. Aún no se sabía cuánto tiempo había 

que hacerles el tratamiento. No se hizo ningún perfil 

científico. Ni nada‖ (Gavensky, 1989, p. 57); 2) en 

cuanto al cumplimiento necesario e imprescindible 

de cuatro fases de ensayos clínicos, ―La fase uno 

estudia la toxicidad de la droga. Como Vidal ya había 

hecho ese estudio, (…) como ya había pacientes con 

cuatro años de sobrevida y estaban bien, la droga no 

era tóxica (…) No se hizo el estudio en fase uno 

porque la droga no es tóxica‖ (Gavensky, 1989, p. 

57). A partir de los aspectos señalados anteriormen-

te, es posible considerar la pertenencia de los médi-

cos a un punto intermedio entre las categorías 

―conocimiento de primera fuente‖ (Primary source 

knowledge) y “experticia interaccional”, es decir, una 

experticia que les permitía conocer aspectos técni-

cos del diseño de protocolos de investigación y la 

realización de ensayos clínicos, y que implicaba 

estar en contacto con la comunidad de expertos, 

dimensión que solo es posible hipotetizar debido a 

que no se posee evidencia concreta.  

 

Productor de La Noticia Rebelde 

 

En el caso de Raúl Becerra, productor y conductor 

del programa La Noticia Rebelde, a quien hemos 

elegido dentro del área de los medios de comunica-

ción debido al importante rol que estos han tenido 

en la controversia alrededor de la crotoxina, el análi-

sis se presenta con menores dificultades. Dado el rol 

particular de Raúl Becerra en este caso —el actor 

que decidió conceder el espacio televisivo para la 

presentación de los tres médicos—, se utilizarán las 

categorías que Collins y Evans desarrollaron para 

juzgar la meta-experticia (Collins y Evans, 2007, p. 

45). Se trata de dos segmentos, metaexperticias 

(Meta-expertises) y metacriterios (Meta-criteria), que 

contienen categorías para definir el nivel de conoci-

miento y experiencia de ciertos actores para juzgar 

la experticia de otros (Collins y Evans, 2007, pp. 69-

70). Raúl Becerra era conductor de La Noticia Rebel-

de y tomaba decisiones sobre la producción del 

programa desde sus inicios en 1986 (Igal, 2019). 

Había ingresado a la carrera de Derecho en la Uni-

versidad Nacional de La Plata (UNLP) y desarrollado 

una trayectoria profesional como publicista, para 

luego dedicarse, como productor y/o creativo, al 

ámbito televisivo (G. Bruzos, comunicación personal, 

21 de septiembre de 2020; Barrios Medina y Della-

cha, 2007, p. 32). Becerra se enteró de forma ca-

sual de la investigación con crotoxina a través de un 

paciente del médico Hernández Plata (C. Coni Moli-

na, comunicación personal, 19 de mayo de 2021; 

Barrios Medina y Dellacha, 2007, p. 34). En cuanto 

a la conceptualización de Collins y Evans, y teniendo 

en cuenta la formación y experiencia del conductor y 

productor de La Noticia Rebelde, Becerra carece de 

cualquier tipo de experticia interna sobre investiga-

ción científica y solo se incluye en la categoría 

―discriminación ubicua‖ (Ubiquitous Discrimination), 

es decir, un nivel de experticia suficiente para discri-

minar entre quienes poseen un conocimiento cientí-

fico en áreas específicas (y discernir el área a la que 

se aboca un médico clínico o un diabetólogo, por 

ejemplo) y quiénes, por defecto, no lo poseen. A esta 

categoría, además, debe sumarse el metacriterio de 

Becerra a partir de las credenciales académicas de 

los médicos. Otros aspectos ofrecen cierta justifica-

ción para sostener esta categorización, aunque 

nuevamente aparece la imposibilidad de valorar la 

intencionalidad del actor: para la realización de la 

entrevista con los tres médicos, planificada el mis-

mo día de su transmisión, Becerra se informó sobre 

el caso a través de la información que circuló en 

algunos periódicos, el testimonio del paciente de 

Hernández Plata y los comentarios de los propios 

médicos al reunirse con él (G. Bruzos, comunicación 

personal, 21 de septiembre de 2020; C. Coni Moli-

na, comunicación personal, 19 de mayo de 2021; 

Barrios y Dellacha, 2007, p. 34). La entrevista a los 

médicos se llevó a cabo sin cruzamiento de datos 

(práctica periodística estándar), es decir, se en-
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marcó solo desde la exposición de los médicos (G. 

Bruzos, comunicación personal, 21 de septiembre 

de 2020).   

 

Comisión de investigación conformada por el 

Ministerio de Salud y Acción Social (MSyAS) 

 

Para investigar el caso de la crotoxina, el Ministerio 

de Salud y Acción Social (MSyAS) resolvió conformar, 

en julio de 1986, una comisión dedicada al examen 

y evaluación de la monografía entregada por los tres 

médicos al Ministerio como material de registro y 

basamento teórico de los estudios efectuados 

(Barrios Medina y Dellacha, 2007, p. 52). La comi-

sión estaba conformada por los doctores Alberto 

Baldi, Samuel Finkielman y José Mordoh. Posterior-

mente, estos tres profesionales, con la incorporación 

del doctor Santomé, constituyeron la subcomisión 

del Conicet encargada de la producción de crotoxina 

para pacientes autorizados por el MSyAS y la conti-

nuación del examen de la monografía de los tres 

médicos y Vidal (Yriart y Braginski, 1998, p. 117). En 

la comisión del MSyAS, dos doctores se especializa-

ban en la investigación en el área de cancerología: 

Baldi y Mordoh. El doctor Finkielman era investiga-

dor principal del Conicet y pertenecía al Instituto de 

Investigaciones Médicas (IIM). Su campo de investi-

gación y especialización abarcaba las enfermedades 

cardiovasculares, con especial énfasis en todo lo 

relacionado con la hipertensión arterial, y había 

publicado 42 artículos científicos indexados en 

Pubmed desde 1965 (Barcat, 2014, pp. 97-98). 

Además, era parte del comité de redacción de la 

revista de publicaciones médicas Medicina (Barcat, 

2014, p. 98). Baldi era médico (formado en odonto-

logía), investigador principal del Conicet, y pertene-

cía al Instituto de Biología y Medicina Experimental 

(Ibyme) (Baldi y otros, 1988, p. 5). Su área de inves-

tigación era la inmunología y dirigía un grupo en el 

Ibyme enfocado particularmente en investigaciones 

sobre biología molecular del proceso neoplásico9 

(Baldi y otros, 1988, p. 5; A. Baldi, comunicación 

personal, 13 de marzo de 2021). El doctor Mordoh 

era investigador principal del Conicet desde 1966, 

con un extenso currículum de reconocimiento inter-

nacional a través de la obtención de becas de gran 

prestigio, entre otras, de la Leukemia Society of 

America10 (LSM) (Fundación Instituto Leloir, s.f.). 

Desde 1971 se dedicó al estudio de la inmunotera-

pia en el cáncer11 y a la medicina traslacional12 

(Fundación Instituto Leloir, s.f.). 

 

Considerando que la función de los tres docto-

res era examinar y evaluar técnicamente la informa-

ción provista y el desarrollo metodológico y analítico 

contenido en la parte referida a la investigación 

básica de la monografía de Costa, Coni Molina, 

Hernández Plata y Vidal, es necesario remitirse 

nuevamente al segmento de metaexperticias (Meta-

expertises) propuesto por Collins y Evans. Los inves-

tigadores de la comisión del MSyAS poseían lo que 

estos autores denominan metaexperticia interna, es 

decir, metaexperticias que dependen del grado de 

especialización en un campo determinado (Collins y 

Evans, 2007, pp. 69-70). En ese sentido, los tres 

doctores tenían una experticia contributiva en el 

área de la investigación básica dado que eran inves-

tigadores con una extensa trayectoria y habían con-

tribuido al conocimiento en su área específica a 

través de estudios y publicaciones; aunque, en 

sentido estricto, solo dos de ellos —Baldi y Mordoh— 

trabajaban en disciplinas relacionadas con la investi-

gación oncológica. En el caso de Mordoh se sumaba 

el estudio de la medicina traslacional, aspecto críti-

co para una evaluación más extensa de la monogra-

fía. A partir de estas descripciones, es posible carac-

terizar la metaexperticia de los integrantes de la 

comisión del MSyAS entre la experticia de referencia 

(Referred Expertise) y la discriminación descendente 

(Downward Discrimination). Collins y Evans (2007)

definen a la primera categoría como una experticia 

sobre un campo determinado indirectamente aplica-

da a otro (p. 64). En cuanto a la categoría de discri-

minación descendente, la definen como una meta-

experticia basada en la autoridad de un actor en una 

disciplina o campo determinado y en el reconoci-

miento de que el científico examinado posee una 

menor experticia que dicha autoridad (p. 62). Men-

cionan además que la idea de la discriminación 

descendente ―funciona solo en donde existe un 

consenso establecido‖ (p. 63).  

 

En este punto es necesario hacer algunas 

acotaciones para una mejor comprensión de cómo 

se justifica esta elección. El objetivo de la comisión 
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era examinar el desarrollo teórico, analítico y meto-

dológico de la sección de investigación básica de la 

monografía entregada al Ministerio de Salud y Ac-

ción Social, sobre el uso el complejo crotoxina A y B 

en el tratamiento del cáncer. Por lo tanto, el tipo de 

experticia requerido para evaluar el contenido volca-

do en dicha monografía involucraba el conocimiento 

del desarrollo de una investigación básica dentro del 

campo de las ciencias de la salud y, específicamen-

te, dentro del área de la investigación en oncología 

básica. E incluso, se puede asumir, el conocimiento 

sobre proteínas ofídicas en la terapéutica del 

cáncer. Aquí es cuando los límites entre las catego-

rías se vuelven ligeramente difusos, en particular en 

el caso de los doctores Baldi y Mordoh. En el del 

doctor Finkielman, su metaexperticia se correspon-

de con la categoría de experticia de referencia, 

aquella que se aplica de manera indirecta a la valo-

ración de otras experticias, dado que su especiali-

dad no tenía relación directa con la experticia reque-

rida para la evaluación de la monografía. Por otra 

parte, determinar que los doctores Baldi y Mordoh 

deben incluirse en una categoría u otra resulta una 

cuestión un tanto complicada. El problema se en-

cuentra, en buena medida, en el objeto de estudio. 

El tema expuesto en la monografía puede conside-

rarse como disruptivo, por lo que la necesidad de un 

tipo de metaexperticia podría requerir el conocimien-

to de consensos fuertemente establecidos o el invo-

lucramiento en una argumentación que implique 

una controversia técnica. Se ha señalado antes que 

existían algunos antecedentes sobre la investigación 

de venenos ofídicos en la terapéutica del cáncer, 

pero se trataba de antecedentes y experiencias 

aisladas: aquellas líneas de investigación se encon-

traban más bien en la periferia de los estudios de 

tratamientos contra el cáncer. Por lo que, en este 

sentido, el desarrollo de un agente anticancerígeno 

nuevo a partir de un compuesto basado en la proteí-

na de un veneno ofídico irrumpiría dentro de las 

tendencias habituales de desarrollo a gran escala en 

la investigación en oncología básica.  

 

 

 

Este trabajo tenía como objetivo poner en juego el 

desarrollo conceptual de dos autores de larga tra-

yectoria en la investigación sobre controversias 

científicas y el lugar de la experticia en ellas. El 

interés en este esquema conceptual parte, por un 

lado, de la coincidencia de un compromiso ideológi-

co: la preferencia del juicio de los expertos. Pero por 

otro lado —y aún más importante— el interés en el 

mismo se centra en su fundamento conceptual: la 

experticia definida a partir de su locación en lo so-

cial. 

 

Este análisis de caso expone un posible uso de 

la tabla periódica de las experticias para una consi-

deración sociológica sobre el problema de la exten-

sión. El caso de la crotoxina resultaba un conflicto 

particularmente atractivo para aplicar el esquema 

propuesto por Collins y Evans. Se trata de una con-

troversia que tiene su surgimiento en la esfera públi-

ca, cuyo debate dentro y fuera de la comunidad 

científica no se encuentra alineado, y cuya caracteri-

zación en lo concerniente a los hechos no termina 

de decantarse por una definición concreta. En pri-

mer lugar, porque la investigación desarrollada por 

el investigador del Conicet y los tres médicos se 

lleva a cabo fuera de la anuencia de la entidad 

reguladora —lo que incluso podría derivar el tema 

como una problemática de institucionalización de la 

ciencia— y en incompatibilidad con algunos de los 

principios éticos en el marco de acuerdos internacio-

nales sobre investigación experimental en seres 

humanos, como la Declaración de Helsinki y sus 

posteriores actualizaciones (Braun, 1989). Incluso, 

aquí debe añadirse también la constatación de 

información fraguada en el único material teórico, 

metodológico y de registro de la investigación: la 

monografía Complejo Crotoxina A y B en el Trata-

miento del Cáncer. En segundo lugar, la verificación 

por parte de una comisión de oncólogos y en una 

posterior investigación ad hoc encargada por el 

Conicet a dos investigadores (Baldi y otros, 1988), 

de la ausencia de actividad antitumoral en el com-

plejo crotoxina clínica y preclínicamente verificable. 

Pero, por otro lado, la investigación no procede de 

una disrupción sin sentido de un científico situado 

en la periferia de su campo de investigación. Se 

trata de una línea de investigación que, aunque 

marginales, posee antecedentes. Sumado a esto, si 

bien existió el desarrollo de una investigación sin la 

autorización correspondiente, también debe tenerse 
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en cuenta que la Disposición 3916/85 constituía 

una normativa que ―no era muy conocida por los 

investigadores, que efectuaban los ensayos sin que 

las solicitudes cumplieran con la aprobación del 

Ministerio de Salud‖ (La Rocca y otros, 2003, p. 27). 

En este punto resulta elocuente la referencia de 

Barrios Medina y Dellacha a las declaraciones de 

Sem Albónico (subsecretario de Regulación y Control 

del MSyAS en 1986) quien sugería que, de no haber 

existido dicha Disposición en el momento en el que 

se conoció el estudio sin autorización sobre la cro-

toxina, no habrían podido proceder tan firmemente 

con una investigación sobre el caso, habida cuenta 

de la menor rigurosidad de la legislación previa a 

1985 (Resolución 4147/1977). Por último, cabe 

añadir la dificultad para sintetizar la incertidumbre 

que proponían los testimonios de enfermos oncológi-

cos durante el caso, un aspecto irresoluto de la 

cuestión pues no parece del todo certero, —o por lo 

menos, sencillo— dejar afuera aquellos testimonios 

que expresaban mejoras en la calidad de vida luego 

del ―tratamiento‖ con el complejo crotoxina. Por 

supuesto, este comentario no invita a dejar de lado 

la legitimidad o ilegitimidad de los testimonios. Es 

por estas cuestiones que resulta difícil decantarse 

por una caracterización, y el caso se vuelve atractivo 

para este tipo de trabajos.  

 

En el análisis del caso se ha visto cómo se 

exhibe una marcada falta de experticia en los inves-

tigadores de la crotoxina en aspectos claves de su 

investigación, como también en el actor tomado 

como figura representativa de los medios de comu-

nicación. La distinción es marcada en el caso de la 

comisión que investigó la monografía. Este somero 

desarrollo sugiere y estimula la necesidad de proce-

der con mayor extensión y profundidad en el desa-

rrollo del análisis de la experticia en este como en 

otros hechos vinculados a conflictos en la ciencia. El 

abordaje sociológico de conflictos en torno a la 

ciencia propuesto por los investigadores Harry Co-

llins y Robert Evans aporta al menos la posibilidad 

de escudriñar los niveles de experticia de los actores 

involucrados en aquellos conflictos que, la mayoría 

de las veces, requieren de herramientas para con-

trarrestar el marco de incertidumbre en el que se 

desarrollan. 
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Las situaciones expuestas en el presente texto giran 

alrededor de las denominadas actividades espacia-

les o actividades en el espacio exterior, que tradicio-

nalmente han sido encaradas por los Estados nacio-

nales. Esto es así porque, dada su complejidad 

científica y tecnológica, así como los riesgos y recur-

sos económicos implicados, es una labor que re-

quiere amplios márgenes de maniobra institucional, 

que solo pocas entidades, como las naciones, están 

en condiciones de asumir. 

 

Dentro del universo de dichas actividades, 

para el caso colombiano hoy adquieren notoriedad 

el desarrollo de tecnologías satelitales, que serán 

mencionadas aquí como actividades espaciales 

satelitales. 

 

La revisión bibliográfica arroja que el docu-

mento Conpes 3983 (Conpes, 2020) es el primer 

texto de política oficial que versa explícitamente 

sobre una política de desarrollo espacial del gobier-

no colombiano. Es un documento que ha sido com-

pletado, aprobado y publicitado recientemente por 

el Poder Ejecutivo (Vicepresidencia, 2020a).  

 

El Consejo Nacional de Política Económica y 

Social (Conpes) es un órgano del Ejecutivo, ―asesor 

principal del gobierno colombiano en todos aquellos 

aspectos que se relacionan con el desarrollo econó-

mico y social del país‖ (Decreto 627, 1974, p. 1). 

Para ello, estudia y valida documentos presentados 

a consideración, y que versan sobre el desarrollo de 

políticas generales de gran impacto e interés públi-

co, logrando así la coordinación y orientación de 

esfuerzos conjuntos entre diferentes entidades de la 

dirección económica y social en el gobierno (DNP, 

2020).  

 

En dicho Consejo tienen lugar, entre otros, el 

presidente de la República —en calidad de director— 

y los ministros de diferentes carteras (Decreto 2500, 

2005), quienes por afinidad temática son llamados 

a estudiar documentos que los incumban. Las fun-

ciones del Conpes incluyen: 

 

1. Servir de organismo coordinador y señalar 

las orientaciones generales que deben seguir 

los distintos organismos especializados de la 

dirección económica y social del Gobierno. 2. 

Recomendar para adopción del Gobierno la 

política económica y social que sirva de base 

para la elaboración de los planes y programas 

de desarrollo. (…) 4. Estudiar los informes 

periódicos u ocasionales que se le presenten a 

través de su Secretaría Ejecutiva, sobre el 

desarrollo de los planes, programas y políticas 

generales sectoriales (…). (Decreto 627, 1974, 

p. 1) 

 

En cumplimiento de las funciones arriba enuncia-

das, pero sobre todo de la última, es que dicho 

organismo publica el Conpes 3983 sobre desarrollo 

espacial.  
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Aquí es preciso mencionar que los documen-

tos que el Consejo estudia y decide publicarle son 

presentados para su consideración por el Departa-

mento Nacional de Planeación (DNP). Ello está esti-

pulado por ley: a este último departamento, como 

―entidad eminentemente técnica‖ (DNP, 2020b), se 

la ha encomendado ―Presentar, para su aprobación, 

las políticas, estrategias, planes, programas y pro-

yectos del Gobierno Nacional‖ (Decreto 3517, 

2009). Asimismo, el DNP tiene como uno de sus 

objetivos ―Promover la elaboración de las políticas, 

planes y programas de desarrollo sectorial, (…) en 

colaboración con los Ministerios, (…) cuando lo 

considere conveniente y oportuno‖ (Decreto 3517, 

2009). Así pues, antes de su presentación al Conse-

jo, los documentos Conpes son preparados con el 

aporte conjunto del DNP y de otras entidades de la 

misma rama ejecutiva, por ejemplo, los ministerios. 

 

Además del contexto institucional, y adoptando 

una mirada dinámica de las políticas públicas 

(Oszlak y O’Donnell, 1984, citado en Aristimuño y 

Aguiar, 2015), resulta pertinente una revisión de 

antecedentes cronológicamente ordenados, de las 

iniciativas satelitales relevantes que el Estado co-

lombiano ha encarado a lo largo de su historia. 

 

1. Período 1970-1982 

 

En 1970, el gobierno colombiano alquiló un cuarto 

de transpondedores de un reconocido satélite de la 

época perteneciente a la organización Intelsat 

(Téllez, 2014), con el fin de llevar telecomunicacio-

nes a regiones de difícil acceso geográfico. 

 

En 1974, por su localización ecuatorial, Colom-

bia forma parte de un grupo de naciones ubicadas 

bajo la órbita geoestacionaria (OGE/GEO). A partir de 

esto y frente a naciones no ecuatoriales, ―… sostenía 

una tesis en la cual planteaba que el país era sobe-

rano sobre el segmento de la órbita geoestacionaria 

que suprayace a Colombia‖ (Téllez, 2014, p. 22). 

Contrarios a dicha idea, tratados de 1967 y 1974 

habían generado un orden jurídico mundial de acce-

so a la OGE para todos los países —al menos en 

teoría—, sin reconocer una soberanía particular a las 

naciones del trópico (Téllez, 2014). De este modo, 

desde 1974 Colombia lideró manifestaciones di-

plomáticas al respecto, para ser presentadas junto a 

otras naciones como por cuenta propia. 

 

Fue así que en 1975, la cancillería colombiana 

reclamó ―soberanía sobre el segmento de la órbita 

geoestacionaria que nos corresponde entre los 70 y 

75 grados al oeste del meridiano de Green-

wich‖ (Gaviria, 2019, párr. 3); pero dichos intentos 

resultaron infructuosos. Caso contrario, se hubiese 

obtenido una ventaja en cuanto a soberanía que 

Colombia pretendía explotar de alguna forma, por 

ejemplo, recibiendo retribución por satélites posicio-

nados en el segmento reclamado. En resumen, 

estas pretensiones nunca prosperaron, como lo 

demuestra el hecho de que los tratados antes seña-

lados continúan vigentes aun hoy. 

 

En 1977, teniendo en cuenta que en virtud de 

los tratados mencionados se definieron para las 

naciones, como mínimo, unas posiciones satelitales 

planificadas —en todo caso, en una extensión física 

menor que los cinco grados oeste originalmente 

pretendidos por Colombia—, se generó el documento 

Conpes 1421 ―Proyecto de un satélite colombiano 

para comunicaciones domésticas‖ (Conpes, 1977). 

 

Durante los años 1981 y 1982 se gestionó, 

con recursos de la estatal colombiana Telecom, un 

proceso licitatorio para la adquisición de un satélite 

de telecomunicaciones denominado Satcol-1; de 

una u otra forma, fue seguir defendiendo la postura 

del gobierno colombiano acerca de la OGE. Por 

último, debido a la no conformidad de todas las 

propuestas, el proceso licitatorio tuvo que declarar-

se como desierto. Esto coincidió con el arribo a la 

presidencia de un gobierno de reconocida proceden-

cia política, diferente a la de su antecesor inmedia-

to, que decide declinar cualquier esfuerzo para otro 

proceso licitatorio. Así, el proyecto se da por finaliza-

do (Téllez, 2014). 

 

2. Período 1990-1999 

 

En 1999, las acciones para llevar telecomunicacio-

nes —básicamente voz— a las regiones más aparta-

das de la nación se englobaron bajo el programa 
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Compartel (Conpes, 2009), de nuevo bajo la tutoría 

de Telecom, y se recurrió a la contratación de servi-

cios satelitales prestados por satélites bajo control 

de empresas extranjeras. 

 

3. Período 2006-2010 

 

En 2006, el tema espacial vuelve a aparecer con 

algo de visibilidad en la agenda oficial a partir de la 

creación de la Comisión Colombiana del Espacio 

(CCE) (Decreto 2442, 2006) la cual, estaría liderada 

por la Vicepresidencia de la República. 

 

Ya en 2007, es puesto en órbita el primer 

satélite privado (de alrededor de 10 kg) por parte de 

una universidad colombiana (―Colombia da pasos‖, 

2015, 12 de abril). 

 

En el año 2009 se expide el documento 

―Conpes 3579: Lineamientos para implementar el 

proyecto satelital de Comunicaciones de Colombia‖, 

proyecto con un costo aproximado de 250 millones 

de dólares (―Ironías de la tecnología‖, 2016, 16 de 

febrero). 

 

4. Período 2010-2020 

 

Como consecuencia del Conpes 3579, en el año 

2010 se realizan una serie gestiones licitatorias. En 

medio de varias polémicas, coincide la asunción de 

un nuevo gobierno, que decide cancelarlas; se alude 

como causa la reasignación de esfuerzos para el 

Proyecto Nacional de Fibra Óptica de la mano de la 

implementación de los denominados tecnocentros 

(“Ironías de la tecnología”, 2016, 16 de febrero; 

Conpes, 2013) como alternativa para dotar de acce-

so a internet de alta velocidad a varias zonas del 

país, pero que al parecer no incluirían las más apar-

tadas al no utilizar una vía satelital. Entre las razo-

nes alegadas para la priorización de la fibra óptica 

sobre el satélite se encuentran referencias a la 

relación costo-beneficio (―Ironías de la tecnología‖, 

2016, 16 de febrero). 

 

2010: un día antes de cambio de autoridades 

(presidente y vicepresidente), y de modo adicional al 

Conpes 3579, se formula el Conpes 3683 que con-

templa un programa nacional de observación de la 

tierra incluyendo el diseño de un programa satelital 

colombiano; este proyecto tiene un presupuesto 

pequeño, que más que el análisis, no incluía en sí 

alguna iniciativa de fabricación o contratación de 

uso de tecnología satelital (CONPES, 2010). 

 

En el año 2013: se crea el Programa Presiden-

cial para el Desarrollo Espacial Colombiano (PPDEC), 

que complementaría el accionar de la CCE (Decreto 

2516, 2013).  

 

Retomando ideas del Conpes 3683, en 2014 

se reseña la iniciativa de la vicepresidencia saliente 

en ese año, que dada su participación en la CCE y en 

el PPDEC, plantea antes de dejar el cargo la adquisi-

ción de un satélite de observación de la Tierra para 

uso por parte de varias instituciones del Estado. Otra 

vez, el proyecto queda en vilo dada la asunción del 

nuevo vicepresidente, el cual decide cancelar el 

proyecto citando también argumentos de costo-

beneficio (Arias, 2014). Ese mismo año, y dentro del 

contexto del relevo del vicepresidente, el PPDEC 

sería desestimado mediante otro decreto (Arias, 

2014). 

 

Al año siguiente, en una acción paralela dentro 

de la autonomía institucional y presupuestaria de la 

Fuerza Aérea Colombiana, se inician las gestiones 

para la adquisición de un pequeño satélite de obser-

vación de la Tierra, Facsat–1 (―Colombia da pasos‖, 

2015, 12 de abril), con un costo de unos 400 mil 

dólares (―Nanosatélite de Colombia‖, 2018, 18 de 

mayo). 

 

Pero dado que persiste la necesidad de comu-

nicación satelital en varias entidades del Estado, en 

el año 2016 el gobierno acepta revisar una propues-

ta de alianza con una empresa privada para el lea-

sing de transpondedores en un satélite bajo control 

de Eutelsat. La Agencia Nacional del Espectro, como 

ente técnico gubernamental, descarta dicha pro-

puesta, mencionando desventajas para el país ante 

una exigencia de desembolsos muy elevada (ANE, 

2016).  

 

En el 2018 entra en órbita el Facsat-1, que 

aún se encuentra operacional (Cruz, 2020). 

Héctor Javier Hernández Moreno | Un satélite para Colombia: entre los vaivenes políticos…  



| 57 

Durante 2019 comienza el proceso de fabrica-

ción del Facsat-2 a través de una empresa extranje-

ra, incluyendo una transferencia de conocimiento 

(FAC, 2019). 

 

Por último, en el año 2020 se presenta el 

documento ―Conpes 3983: Política de desarrollo 

espacial: condiciones habilitantes para el impulso de 

la competitividad nacional‖ (Conpes, 2020). 

 

La revisión de fuentes fiables que nutre los 

antecedentes arriba citados, pone de manifiesto dos 

cuestiones generales: en primer lugar, que han 

existido más iniciativas abortadas que concretadas, 

y que las primeras tenían un mayor alcance y com-

plejidad que las segundas. En segundo lugar, que 

las iniciativas hasta 2019 se limitaron a encaminar 

estrategias de acceso del Estado colombiano a 

servicios satelitales centrados en telecomunicacio-

nes e imágenes, que a grandes rasgos incluyeron 

cinco intenciones de compra de satélites y una de 

alquiler. De estas, cuatro estuvieron lideradas por el 

Ejecutivo central y dos por la Fuerza Aérea Colombia-

na dentro de su autonomía de recursos. De las 

anteriores, tres han contemplado un satélite de 

comunicaciones —dos para compra y una de alqui-

ler— y tres para un satélite de observación 

(imágenes). Finalmente, cuatro han sido descarta-

das, una tiene satélite operativo en órbita (Fuerza 

Aérea, imágenes) y otra, el prototipo en construcción 

(también Fuerza Aérea, imágenes).  

 

Las iniciativas anteriores incluyen distintas 

opciones en cuanto a alcances de funcionalidad así 

como a recursos implicados. Las dos alternativas 

materializadas son las de presupuesto más pequeño 

y alcance más limitado.  

 

Teniendo en cuenta el contexto descrito y 

desde una perspectiva de políticas públicas, este 

texto propone un análisis de las problemáticas plan-

teadas y de las estrategias de acción gubernamental 

definidas en el Conpes 3983, con un énfasis espe-

cial en la detección de las elecciones conceptuales 

que se encuentran detrás del documento.    

 

 

 

Concebir políticas públicas es ―un proceso social en 

el que individuos y grupos hacen elecciones sobre la 

asignación de recursos extremadamente esca-

sos‖ (Salomon, 1991, p. 22).  Colombia, un país 

latinoamericano más, pero en sí mismo un universo 

de escala nacional con su propia realidad social 

(Salomon, 1991), es una nación con altísima des-

igualdad. Si alguna iniciativa de la índole aquí trata-

da lograra superar en principio la dramática elección 

presupuestaria que implica este contexto, difícilmen-

te estará indemne a posteriori al riesgo de las varia-

ciones en las elecciones políticas y económicas. 

Frente a esto, el mantenimiento del apoyo político 

resulta crucial: ―el sistema político y la naturaleza de 

la organización social definen los límites de la capa-

cidad de un país para movilizar sus recursos huma-

nos y financieros‖ (Salomon, 1991, p. 13). Precisa-

mente, el desarrollo de las actividades espaciales 

satelitales colombianas se ha visto sometido a estos 

vaivenes. Una muestra clara de ello la constituyen 

las cancelaciones de proyectos de 1982, 2010 y 

2014, coincidentes con cambios de gobierno, en los 

cuales el proyecto político que ingresa no coincide 

exactamente con el que va de salida. Los antece-

dentes indican que la mayoría de las veces, los 

nuevos gobiernos han aducido razones de costo-

beneficio y escasez de recursos para justificar las 

cancelaciones. 

 

Las políticas públicas llevan la impronta de 

visión del mundo (Aristimuño y Aguiar, 2015, p. 48) y 

mecanismos afines apropiados por el gobierno de 

turno, dentro de las institucionalidades. Observado 

esto en un horizonte de tiempo entre varios gobier-

nos, Oszlak (2006) lo refiere como ―un patrón sinuo-

so, errático y contradictorio‖ de la burocracia estatal 

(p. 2). Los antecedentes reseñados permiten consta-

tarlo: un impulso inicial, luego una pausa larga, 

después una reanudación de iniciativas segmenta-

das en el tiempo que nunca logran avanzar de cierto 

punto; proyectos con estrategias y alcances tecnoló-

gicos diferentes abordados por diversas institucio-

nes, sin una sistematicidad de participantes y es-

fuerzos en el tiempo. En esta línea, en la introduc-

ción del Conpes 3983 se afirma: ―las principales 
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iniciativas de política en temas espaciales en el país 

se han enfocado en la adquisición de satélites para 

satisfacer necesidades específicas en materia de 

comunicaciones y de imágenes satelitales, sin una 

estrategia clara‖ (Conpes, 2020, p. 3).  

 

Un análisis de la visión del mundo que se 

encuentra detrás de las ideas clave del Conpes 

3983 equivale a desentrañar el modelo cognitivo 

(Aristimuño y Aguiar, 2015) subyacente. Para profun-

dizar en ello, se apela al planteamiento de mecanis-

mos ideológicos, en la perspectiva que exponen 

estos autores:  

 

Existen mecanismos ideológicos que actúan 

sobre el diseño de la política pública, al conce-

bir la ideología como el conjunto de elementos 

cognitivos y simbólicos que conforman ‗el 

mundo‘ de los sujetos individuales o colecti-

vos, dentro de los cuales se encuentran el 

Estado y el conjunto de sus instituciones. 

Therborn (1980) muestra cómo los desarrollos 

teóricos, siempre que alcanzan un cierto grado 

de consenso y visibilidad, condicionan el accio-

nar de los policy makers en la medida en que 

determinan el conjunto de opciones de política 

que son pensadas como ‗posibles‘ o 

‗deseables‘ (Aristimuño y Aguiar, 2015, p. 47). 

 

Además de lo ideológico, se menciona un segundo 

canal de condicionamiento dado por aquellos desa-

rrollos teóricos que logran mayor consenso y visibili-

dad; dos canales que recaen sobre los policy makers 

y tienen algo en común: ―ese mundo de lo posible y 

lo deseable no está dado, sino que es socialmente 

construido‖ (Aristimuño y Aguiar, 2015, p. 48). 

 

Un modo de análisis detallado y práctico de 

cómo cierta visión particular del mundo se despliega 

en las políticas y en los cursos de acción derivados 

de ellas ha sido expuesto por el canadiense Michael 

Howlett. En su denominado modelo anidado multini-

vel, el análisis parte de la consideración de tres 

elementos base: modo de gobernanza, lógica de 

régimen de política y tipo de planes operacionales 

(Howlett, 2009, citado en Valdivieso, 2011). De 

manera general, estos elementos interactuarían así:   

 

- una interdependencia entre objetivos y me-

dios, en el entendimiento de que los objetivos son 

selecciones de lo posible, y en ese mismo sentido 

los medios se deben corresponder con la naturaleza 

de dichos objetivos; 

- unos modos de gobernanza; en el nivel más 

alto, la existencia de una serie de metas y preferen-

cias de implementación que tienden a ser utilizadas 

durante largo tiempo en diferentes contextos de 

política, de los cuales se formulan cuatro —legalista, 

corporativo, de mercado y de redes—; 

- unas lógicas de régimen de política, es decir, 

un nivel intermedio, en gran medida afín al modo de 

gobernanza, y que determina la forma de ver los 

problemas objeto de la política y sus caminos de 

solución; 

- un último nivel, referido al plano operacional 

de los instrumentos, que más allá de consideracio-

nes de causalidad, relevancia, antecedentes o con-

texto, vendría sesgado por los modos de gobernanza 

y los regímenes de política. Es importante tener en 

cuenta que los sesgos pueden ser asumidos por los 

hacedores de política estando de acuerdo o en 

desacuerdo con dichos modos y regímenes 

(Valdivieso, 2011). 

 

 

 

El documento que aquí se analiza estuvo refrendado 

por la Vicepresidencia de Colombia (Vicepresidencia, 

2020a; Vicepresidencia, 2020b), no solo en su 

papel natural de representante de la Presidencia, 

sino porque los temas espaciales colombianos son 

por ley de su incumbencia, como máxima responsa-

ble de la denominada Comisión Colombiana del 

Espacio, CCE (Decreto 2442, 2006). En el año 

2014, la Vicepresidencia de turno había liderado 

una propuesta para la compra de un satélite, la cual 

finalmente resultó infructuosa. 

 

El Conpes 3983 recomienda ―fortalecer la 

instancia más alta a nivel de Gobierno en temas 

espaciales en el país que es la Comisión Colombiana 

del Espacio‖ (Conpes, 2020, p. 30). Uno de los 

elementos novedosos del documento es la multiplici-

dad de actores gubernamentales responsables y/o 
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partícipes de las acciones formuladas; en concreto, 

son nueve, la mayoría ministerios, incluido el Minis-

terio de Ciencia, Tecnología e Innovación, máxima 

entidad gubernamental responsable del desarrollo 

de estos temas en Colombia (Conpes, 2020, p. 4); 

que estará a cargo de poco más de la mitad de los 

503 mil dólares proyectados para la ejecución de las 

iniciativas planteadas en el texto (Conpes, 2020, p. 

40). 

 

El Conpes 3983, además de plantear una 

estrategia, formula un conjunto acciones, lo cual 

constituye la elección de un modo de intervención 

desde el Estado con respecto a un tema que, dados 

los recursos involucrados, complejidad, relevancia 

mundial y expectativas, llama la atención de secto-

res relevantes de la sociedad (Oszlak y O‘Donnell, 

1995). Así, el documento se presenta como la máxi-

ma carta de navegación gubernamental en razón de 

que ―se hace necesaria la formulación de una Políti-

ca de Desarrollo Espacial, que genere las condicio-

nes habilitantes para que las tecnologías espaciales 

sean un impulsor de la productividad, la diversifica-

ción y la sofisticación de la economía colombia-

na‖ (Conpes, 2020, p. 3).  

 

En el texto se plantearon tres razones pro-

blemáticas frente al desarrollo de las actividades 

espaciales colombianas, así como su corresponden-

cia con una serie de estrategias de intervención 

definidas. En la Tabla 1 se detallan con los números 

1, 2 y 3, tal y como se señalan en el Conpes 3983.  
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Si bien el Conpes 3983 es el primer documento que 

se presenta como política de desarrollo para el 

ámbito de las actividades espaciales en Colombia, 

es pertinente resaltar que en él las actividades 

espaciales siguen estando orientadas únicamente al 

componente satelital. En este sentido, el texto reto-

ma de otros autores el concepto de una pirámide del 

sector espacial (Leloglu & Kocaoglan, 2008, citado 

en Conpes, 2020, p. 13),―que implica un incremento 

gradual de la capacidad tecnológica, así como la 

inserción del país en eslabones cada vez más sofisti-

cados de la cadena de valor de dicho sec-

tor‖ (Conpes, 2020, p. 13).  

 

Para el caso aquí analizado, la capacidad 

tecnológica actual se limita al satélite de observa-

ción Facsat-1, en operación y de propiedad de la 

Fuerza Aérea Colombiana. Un pequeño aparato de 

cuatro kilos, cinco años de vida útil y disponible 

cuatro horas al día sobre territorio colombiano (Cruz, 

2020). 

 

Como respuesta a la segunda problemática, y 

dentro de la línea de acción denominada ―Cierre de 

brechas de capacidades en innovación, emprendi-

miento y transferencia de conocimiento y tecnolo-

gía‖ (Conpes, 2020, p. 34), se ha decidido perseguir 

la dinamización de la oferta de servicios satelitales 

que el Facsat-1 (Cruz, 2020) y el futuro Facsat-2 

(FAC, 2019) puedan brindar.  

 

Igualmente, dentro de la respuesta a esta 

misma problemática, pero en la línea de acción 

nominada ―Generar condiciones para incrementar la 

demanda de bienes y servicios espaciales‖ (Conpes, 

2020, p. 35), se ha definido realizar “un estudio 

costo-beneficio sobre las diferentes alternativas de 

adquisición de infraestructura espacial de observa-

ción de la Tierra‖ (Conpes, 2020, p. 36), estudio 

que, según se especifica, debe considerar entre las 

posibilidades a las concesiones o alianzas público-

privadas —figura regulada por el régimen jurídico 

colombiano— como formas de financiamiento, para 

el caso de adquirir un satélite de observación. 

 

En este punto, no deja de ser llamativo que la 

posible adquisición de infraestructura satelital haya 

sido situada en una línea de acción diferente a la de 

cierre de brechas, en particular cuando esta última 

incluye la transferencia de conocimiento y tecnolo-

gía. 

 

Otro patrón que vale la pena resaltar es el 

amplio uso que se hace en toda la extensión del 

documento, de información brindada por la Organi-

zación para la Cooperación y el Desarrollo Económi-

co (OCDE), el ente con más referencias citadas en el 

texto (Conpes, 2020, p. 44). Una de tales citas, y de 

contenido relevante, menciona tres grandes tenden-

cias del sector espacial en el mundo: 

 

En primer lugar, estas tecnologías ya no se 

restringen al campo militar (…) En segundo 

lugar, los inversores y empresas privadas 

encuentran en la industria espacial un espacio 

cada vez más amplio y atractivo para el desa-

rrollo de sus actividades (…) En tercer lugar, el 

acceso a los beneficios del Espacio ya no está 

restringido a un número exclusivo de países. 

(OCDE, 2013, 2018, citado en Conpes, 2020, 

p. 8) 

 

La participación cada vez más amplia de agentes 

privados en el sector espacial que señala la OCDE 

está reflejada en la Problemática 2. 

 

Un punto central para este trabajo tiene que 

ver con el posicionamiento dado a esta misma pro-

blemática, que tal y como fue redactado, al pie de 

las otras dos problemáticas, provoca cierta disonan-

cia. Basta con una primera y rápida lectura con un 

somero nivel crítico, para discernir cómo las pro-

blemáticas 1 y 3 están dirigidas a aspectos prima-

rios o básicos de una iniciativa compleja, exigente 

en recursos y de carácter público, pero además 

transversales, al considerar la existencia y circuns-

cripción a una estrategia, así como la existencia de 

un entorno institucional favorable. 

 

La Problemática 2 está planteada de manera 

diferente: se podría situar en un nivel de aspectos 

base a la ausencia de información como un compo-

nente transversal más, que junto a los de estrategia 

e institucionalidad interactúan entre sí y en todas las 

direcciones. Sin embargo, en su redacción los hace-

dores de políticas han concatenado de manera 
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expresa el concepto barreras de entrada; textual-

mente ―barreras de entrada a la iniciativa priva-

da” (Conpes, 2020, p. 3). Cuando se compara con el 

modo explícito como se compusieron las problemáti-

cas 1 y 2, dicha concatenación parece intencional-

mente dirigida. Y aquí cabe otra observación rele-

vante: el uso del concepto barreras de entrada a lo 

largo del documento puede verse aparejado con el 

concepto de fallas de mercado. Se hace una recopi-

lación de tales apariciones en la Tabla 2. 

 

Nótese cómo en la última aparición, la falta de 

información se relaciona textualmente con fallas de 

mercado, en un reemplazo —¿voluntario o involunta-

rio?— de barreras de mercado. Además solo enton-

ces la cuestión transversal de falta de información 

(Problemática 2) se sitúa de manera explícita en 

relación con las otras dos problemáticas —gobierno y 

articulación—. 

 

 

 

Partiendo de un análisis del dúo problemáticas-

estrategias contenido en el Conpes 3983, se ha 

puesto de relieve que dos conceptos económicos 

vinculados —barreras de entrada y fallas de merca-

do— son una guía central para la concepción de la 

primera política de desarrollo espacial colombiana 

explícitamente concebida. Tales conceptos son 

constituyentes de una selección particular, y perte-

necen, dentro del plano económico, a una ―forma de 

ver el mundo -modelo cognitivo-‖ (Aristimuño y 

Aguiar, 2015, p. 47), que en este caso se desplega-

ron a través de problemáticas-estrategias prescritas 

de modo que resultan funcionales entre sí. 

 

Con la intención de realizar un examen adicio-

nal del uso del concepto fallas de mercado, y par-

tiendo del hecho de que en el texto Conpes 3983 se 

señala que la política de desarrollo espacial debía 

estar alineada con el documento Conpes 3866 

―Política nacional de desarrollo productivo‖, se efec-

tuó una revisión de este último. Allí se define una 

política de desarrollo productivo como ―un conjunto 

de instrumentos sectoriales y transversales para 

resolver fallas de mercado‖ (Conpes, 2016); de ahí 

en adelante y a lo largo del texto, esta última acep-

ción resulta omnipresente. Dado que Conpes 3866 

contiene una política dirigida a varios sectores, el 

uso de los dos conceptos antes mencionados no 
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Tabla 2. Apariciones en el Conpes 3983 del término barreras de entrada junto al de fallas de mercado 

Fuente: elaboración propia, con base en Conpes (2020). 
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solo aplicaría a Conpes 3983; por el contrario, se-

rían muy probables guías para más políticas de 

desarrollo colombianas. 

 

 En cuanto a la forma en que se concibe el 

despliegue de política para la situación analizada, se 

hace visible su ajuste al modelo anidado multinivel 

propuesto por Howlett (2009, citado en Valdivieso, 

2011), cuando señala, como ejemplo textual de un 

―nivel intermedio de lógicas de régimen de política” 

perteneciente a un modo de gobernanza particular, 

el concepto de fallas de mercado. Que, siguiendo el 

despliegue completo del modelo, determinaría una 

serie de tipos de planes operacionales: para el caso 

que aquí se estudia, las estrategias y planes de 

acción formulados en respuesta a las problemáticas 

situadas. 

 

Así pues, las disonancias señaladas en la 

sección de análisis de la Problemática 2, serían 

signo del esfuerzo empleado para darle cierto senti-

do racional a una forma de interpretar la realidad 

desde un particular modelo cognitivo o referencial 

(Muller, 2002); que no deja de ser una selección 

porque proceda de un organismo denominado técni-

co (el DNP). 

 

¿Qué estaría impulsando al DNP, como orga-

nismo elaborador de los Conpes 3983 y 3866, a 

seleccionar y adoptar ciertas fuentes o conceptos y 

no otros? esta situación se amolda a dos ámbitos de 

análisis derivados de Aristimuño y Aguiar (2015): En 

el ámbito de lo institucional, al menos en el caso del 

3983, la utilización mayoritaria de escritos de la 

OCDE como principal fuente de información recuer-

da la capacidad de ciertas instituciones de coopera-

ción que logran disciplinar objetivos a alcanzar y 

normalizar los debates de expertos. En cuanto al 

ámbito de lo teórico, el uso justificado del dúo barre-

ras de entrada y fallas de mercado es difícil de pen-

sar si estuviesen ausentes un grado de consenso y 

visibilidad académico alrededor de ambos términos 

en calidad de desarrollos teóricos, limitando así el 

abanico de alternativas de política consideradas 

como plausibles.  

 

A partir de estas evidencias se abre una serie 

de interrogantes para plantear en futuros trabajos 

de investigación. Uno de estos, fundamental, es 

cómo este posicionamiento económico afecta la 

eficiencia y eficacia de los cursos de acción propues-

tos en esta política, y qué beneficios/beneficiarios 

terminaría generando. Otro podría ser el del nivel de 

inversión pública en I+D para temas espaciales que, 

como se ha expuesto, en Conpes 3983 no figura 

como causa ni como elemento central para las 

estrategias y líneas de acción. Quizás uno de esos 

focos resulte ser el punto partida para que por fin 

Colombia tenga una estructura satelital propia, 

inicial, pero adecuada. ¿Sería así posible generar 

información como para que las barreras de mercado 

disminuyan y los inversores privados se atrevan a 

dar el salto? En estos términos, cabe otra pregunta: 

¿hasta qué punto el Estado debe invertir como para 

que los privados participen? ¿Será más bien que en 

el referencial actualmente utilizado por los policy 

makers hay una confianza demasiado optimista en 

lo que el sector privado per se, solitariamente, pue-

de llegar a hacer? 

 

Otra serie de hallazgos podrían exponerse y 

servir para análisis futuros, por ejemplo, la inclusión 

en el texto de temas de agregación de demanda y 

desregulación de oferta dentro de las líneas de 

acción, mientras discusiones como los niveles de 

inversión en I+D no se incluyen; contradicciones en 

las estimaciones de gasto estatal total en imágenes 

satelitales al año, así como en las estimaciones del 

costo de satélites de observación; que en las evalua-

ciones económicas de las propuestas —histórica 

razón de su descarte—, y más allá de la escasez de 

recursos financieros, no se cuantifiquen los retornos 

a largo plazo en empleos esperados, empresas 

potenciales a crear y por ende en recaudación tribu-

taria; la consideración de las ventajas comparativas 

que se hace en el Conpes 3983 mientras las venta-

jas competitivas pueden ser pocas o nulas; etcétera. 

 

Una mención final que corresponde no pasar 

por alto: el contenido y la bibliografía del Conpes 

3983 permiten inferir una poca o nula participación 

de los científicos y la academia locales en su estruc-

turación. Cabe señalar que esto sería una continua-

ción de episodios pasados: las revisiones de los 

Conpes para actividades espaciales anteriores al 

2020 arrojan que en solo dos ocasiones aparece 
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referenciado Colciencias, a pesar de haber sido 

responsable de las funciones del actual Ministerio 

de Ciencia, Tecnología e Innovación por más de 50 

años. 

 

El futuro dará la oportunidad de apreciar el 

nivel de acierto de esta política, salvo que los vaive-

nes económicos y políticos se interpongan. De todas 

maneras, a través de este trabajo se aporta eviden-

cia sobre las selecciones conceptuales subyacentes, 

y cómo dichas selecciones de ―ese mundo de lo 

posible y lo deseable‖ (Aristimuño y Aguiar, 2015, p. 

48), pueden ser abordadas como resultado de inter-

acciones sociales, más que como puros productos 

técnicos. 
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A partir de series temporales de los EE.UU. que 

relacionan año de graduación con cantidad y tipo de 

egresados (desde secundarios hasta doctorados), 

Zukerfeld (2010, pp. 244-245) reafirma la idea 

habitual de que no existe un cambio en la tendencia 

creciente durante la transición entre el capitalismo 

industrial y el informacional. Sin embargo, al cam-

biar la relación de variables, esta vez entre el año, 

tipo de egresado y el Producto Bruto Interno (PBI), se 

demuestra que alrededor de la década del 70 las 

curvas se vuelven descendentes. 

 

Lo que surge del trabajo de Zukerfeld (2010) 

es que bajo la órbita de la ―sociedad del conocimien-

to‖, desde donde se declama la importancia que la 

educación formal —en particular la de posgrado— 

tiene sobre el crecimiento económico, los conoci-

mientos subjetivos no formales son los que tienen 

incidencia económica positiva, al menos en los 

sectores informacionales.  

 

Es pertinente aclarar dos conceptos desde el 

marco conceptual del materialismo cognitivo con 

respecto a la categoría ―conocimiento‖. Se hará 

referencia en este trabajo al conocimiento cuyo 

soporte es la subjetividad humana, esto es, al que 

se puede situar en una mente individual; o, en pala-

bras de Zukerfeld (2017):  

 

Esos conocimientos con un portador subjetivo 

a los que podemos acceder a través de una 

recolección consciente de los recuerdos son 

conocimientos explícitos (memorias explícitas 

o declarativas): una fecha, un nombre, una 

forma de realizar un movimiento. En cambio, 

los que se activan inconscientemente y sin 

intención son conocimientos implícitos 

(memorias implícitas o de procedimiento): 

conocimiento que nos permite andar en bici-

cleta, hablar un idioma con fluidez o reconocer 

una cara (p. 66). 

 

Se trata de explorar en este trabajo cómo ciertos 

enunciados quedaron sedimentados en el ―sentido 

común‖, de forma tal que llevan a considerar a los 

hallazgos de Zukerfeld como paradojales o contrain-

tuitivos. Para ello se considerará al enunciado ―más 

títulos de grado y posgrado implican más crecimien-

to económico‖ como un esquema de comprensión 

(en lo sucesivo esquema) en el sentido que Anthony 

Giddens (2015) le otorga al concepto:  

 

Esquemas de comprensión son los modos de 

prefiguración integrados en los reservorios de 

saber de los actores, que se aplican reflexiva-

mente para el mantenimiento de una comuni-

cación. Los reservorios de saber que los acto-

res aprovechan en la producción y reproduc-

ción de una interacción son los mismos que 

les permiten producir relatos, ofrecer razones, 

etc. (p. 65). 
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Estos esquemas, puestos en circulación discursiva-

mente por grupos sociales específicos, —entre ellos, 

los economistas de la Organización para la Coopera-

ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) y el Banco 

Mundial— permitieron organizar fenómenos o even-

tos dispares que posibilitaron movilizar y legitimar 

transformaciones sociales.  

 

Con respecto a la OCDE es necesario destacar 

que desde su creación hasta la actualidad no defien-

de, salvo con matices, el esquema de comprensión 

citado —el que ya forma parte del acervo social de 

conocimiento— sino que va desplazando su agenda 

y enfoques con respecto a la educación. Una periodi-

zación que refleja los cambios geopolíticos y econó-

micos que fueron dando forma a las prioridades 

educativas de la OCDE fue propuesta por Li Xiaomin 

y Euan Auld (2020) y será presentada de forma 

resumida más adelante. 

 

 

 

La puesta en circulación inicial de este esquema ha 

sido analizada por Julia Resnik (2006), aunque la 

autora lo circunscribe solo a la educación superior y 

acota el período de estudio entre 1960 y 1990. 

Resnik entiende a la relación expansión de la educa-

ción superior-crecimiento económico como una caja 

negra en cuyo contenido se intenta resguardar una 

certeza evidente e incuestionable. Su estudio propo-

ne que en la base de esta caja negra se puede 

encontrar a las teorías del capital humano, del 

―factor residual‖ y la planificación educativa sobre 

las que se tratará de manera resumida más adelan-

te. A partir de la Segunda Guerra Mundial, la subdis-

ciplina de lo que puede llamarse econometría edu-

cativa da un sustento ―científico‖ al esquema en 

términos cuantitativos y predictivos. Resnik (2006) 

concluye que: 

 

La adopción de la caja negra de la educación y 

el crecimiento económico por las organizacio-

nes internacionales (…) mejoró la situación 

académica de los economistas de la educa-

ción y al mismo tiempo fomentó la expansión y 

el empoderamiento de estas organizaciones, 

transformándolas en los "gerentes de la edu-

cación mundial" de la expansión educativa 

mundial (p. 3). 

 

Capital humano 

 

Al estudiar el desarrollo económico de posguerra en 

Europa, que había superado en gran medida la tasa 

de crecimiento estimada, Schultz (1902-1998) 

desarrolló la teoría del capital humano, argumentan-

do que la inversión en educación debía analizarse 

como un factor independiente en la producción, 

separado del capital financiero pero manteniéndolo 

bajo su control. Los indicadores que construyó le 

permitieron examinar la relación entre los recursos 

humanos y el desarrollo económico. Por ejemplo, 

encontró una correlación muy positiva entre el índice 

compuesto de desarrollo de los recursos humanos y 

el PBI per cápita en dólares de los EE.UU. 

 

El factor residual  

 

Existe una diferencia entre la tasa a la que crece 

realmente el PBI y su tasa de crecimiento estimada. 

Los economistas llaman a esta diferencia el factor 

residual. La teoría del crecimiento neoclásica plan-

tea la hipótesis de que una gran parte de este factor 

residual se puede explicar por la educación, lo que 

significa que esta puede contribuir al crecimiento. 

Por ejemplo, Edward F. Denison examinó el creci-

miento económico en EE.UU. entre 1909 y 1957 y 

encontró que la educación, tanto en términos de 

mejora de la fuerza laboral como del "avance del 

conocimiento", explicó el 43 % del crecimiento 

económico total. 

 

Planificación de la educación 

 

Hacia fines de 1950 en EE.UU., los expertos en 

planificación educativa buscaron formas de evaluar 

los costos de la educación como parte de los presu-

puestos nacionales y predecir las necesidades de 

los sistemas educativos.  

 

Entre todos los que se adoptaron interesa el 

llamado enfoque de la "mano de obra", que se 
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centró en proyectar las necesidades futuras de 

mano de obra calificada de las que pueda derivarse 

la futura demanda de productos del sistema educa-

tivo. Esto dio lugar a diferentes métodos que preten-

den prever las necesidades de los sistemas educati-

vos en relación con las solicitudes económicas, y se 

convirtió en un actor clave legitimador en la red 

discursiva sobre la asociación —positiva— entre 

educación y crecimiento económico.  

 

 

 

1950-1990: la política de la Guerra Fría y la 

educación para la recuperación económica y 

el crecimiento 

 

De acuerdo con Xiaomin y Auld (2020), en sus ini-

cios la OCDE no tenía injerencia en cuestiones edu-

cativas, pero gira hacia esta área debido a la presión 

de los Estados Unidos sobre tres ejes estratégicos: 

el éxito del programa espacial soviético de la mano 

del satélite Sputnik; la educación como uno de los 

motores del crecimiento económico, y el ―nuevo 

movimiento curricular‖ de la década de 1950, apo-

yado por el Ministerio de Finanzas para priorizar la 

educación científica (ver apartado Planificación de la 

educación). 

 

1990-2010: la globalización neoliberal y la 

comparación de resultados internacionales 

 

La OCDE tuvo que cambiar su enfoque de la educa-

ción a medida que se ampliaba y diversificaba su 

composición, junto con la inversión en economías de 

países no miembros. Este cambio de perspectiva se 

ha manifestado a través de la reformulación de la 

educación como elemento central de la competitivi-

dad económica nacional impulsada por los discursos 

de capital humano y los vinculados a "la economía 

del conocimiento" (Xiaomin y Auld, 2020, p. 7).   

 

En lo que se denomina ―giro comparativo‖, su 

discurso pasa de centrarse en los insumos a hacerlo 

en los productos, comparando diferentes Estados 

nacionales contra una serie de criterios estandariza-

dos. La creación en 1997 de las evaluaciones PISA

(Programme for International Student Assessment; 

en castellano, Programa para la Evaluación Interna-

cional de Estudiantes) para alumnas y alumnos de 

15 años es el mejor ejemplo de este giro. 

 

Volviendo a la llamada economía del conoci-

miento, el primer documento publicado por la OCDE 

(1996) al respecto muestra las primeras inconsis-

tencias del esquema titulación/producto:  

 

El advenimiento de la economía basada en el 

conocimiento plantea interrogantes sobre la 

eficiencia y la equidad de la educación y la 

capacitación en lo que también debe ser una 

"economía del aprendizaje". Tradicionalmente, 

los economistas han medido el desarrollo del 

capital humano en términos de proxies, como, 

por ejemplo, años de educación o experiencia. 

Esas medidas no reflejan la calidad de la 

educación o el aprendizaje ni los rendimientos 

económicos de la inversión en educación y 

capacitación (p. 41). 

 

En un anticipo del por qué se compararán al año 

siguiente resultados de aprendizaje en jóvenes de 

15 años, en el mismo documento se lee que: 

 

La conclusión de que la inversión en capital 

humano puede generar crecimiento económi-

co se puso de manifiesto en un estudio que 

mide el porcentaje de personas en edad de 

trabajar que asisten a la escuela secundaria y 

los efectos en los niveles de productividad 

(OCDE, 1996, p. 41). 

 

A su vez, las conclusiones del documento comienzan 

a tomar en cuenta la importancia de los conocimien-

tos de soporte subjetivo implícitos al reconocer que 

 

Las contribuciones de la I+D al crecimiento de 

la productividad, los efectos económicos de las 

redes informáticas y de información, el papel 

del aprendizaje tácito y las interacciones 

económicas formales e informales son algunos 

de los fenómenos que actualmente nos esca-

pan (OCDE, 1996, p. 43). 
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2011-2030: los Objetivos de Desarrollo Sos-

tenible (ODS), PISA-D (para el Desarrollo), 

bajo el “giro humanitario” 

 

La Declaración de Visión de la OCDE (OCDE, 2011b), 

publicada en su 50 aniversario, marcó una expan-

sión en materia educativa. En ese documento se 

expone la visión de un nuevo paradigma para el 

desarrollo que incluiría: a) ampliar la pertinencia de 

la evaluación PISA-D para establecerla como un 

sistema métrico verdaderamente global; b) ampliar 

el alcance de la evaluación a ámbitos no cognitivos, 

definidos en un nuevo marco de aprendizaje como 

"competencias transformativas"; y c) complementar 

sus nuevos marcos de evaluación mediante el dise-

ño de los planes de estudio y el Marco de enseñanza 

2030, que tiene por objeto identificar las nuevas 

―competencias transformadoras" (Xiaomin y Auld, 

2020, p. 8).   

 

Durante este período hubo un amplio consen-

so entre los miembros influyentes en el sentido de 

que las inversiones en educación no habían produci-

do beneficios proporcionales en los resultados, 

seguido del llamamiento a una mayor rendición de 

cuentas mediante la determinación de normas 

mínimas básicas de calidad de la educación. La 

OCDE, en asociación con el Banco Mundial, influyó 

en la configuración y promoción de este discurso y 

en la decisión de la Unesco de identificar los están-

dares mínimos básicos de calidad de la educación 

bajo los ODS.  

 

En cuanto al discurso cognitivo-económico 

anteriormente dominante, que afirmaba que la 

mejora de los resultados de la evaluación PISA 

conduce al crecimiento económico, deben hacerse 

dos observaciones: en primer lugar, podría ocurrir 

que se dé cada vez más por sentado este supuesto y 

que su referencia explícita parezca innecesaria —

cosa que al menos no sucedió en el país, con excep-

ción de muestras de pánico moral sobre los magros 

resultados de los jóvenes argentinos en matemática 

y lengua—. En segundo lugar, el discurso cognitivo-

económico tiene defectos de facto en sí mismo, y su 

validez ha sido cuestionada de manera significativa 

por varios análisis estadísticos.  

Dada esta limitación, la OCDE está combinan-

do progresivamente los objetivos económicos y 

sociales de medición y el aspecto más humanitario 

de sus contribuciones. El beneficio de este "giro 

humanitario" es que, una vez que se ha establecido 

un nuevo esquema en el cual ―la evaluación es un 

derecho humano‖, el discurso se vuelve mucho más 

fuerte y se torna muy difícil oponerse.  

 

 

 

Sin negar la importancia de los saberes titulados en 

distintos sectores productivos como una de las 

variables en la creación de la riqueza, el esquema 

interpretativo aún circulante en un período en que 

cambia la relación entre titulación y producto mere-

ce ser comprendido desde otras posiciones.  

 

En el período capitalista informacional, en el 

que se insiste en que a mayor titulación mayor pro-

ducto, es cuando las titulaciones pesan menos. Para 

las causas de este desacople puede apelarse a tres 

razones —no exhaustivas— que ofrece Zukerfeld 

(2020): saberes con poco o nulo impacto en el apa-

rato productivo; saberes productivos adquiridos en 

la universidad sin necesidad de llegar a la titulación; 

y saberes productivos obtenidos por fuera de la 

universidad.  

 

Acordando con estas tres razones, si el hecho 

de que las habilidades relacionadas con el trabajo 

no suelen ser aprendidas en entornos educativos 

formales —o al menos sin depender de su finaliza-

ción—, sino que más bien se adquieren en el trabajo 

y/o a través de redes informales, ¿por qué la insis-

tencia en la adquisición de titulaciones? Desde el 

ámbito educativo (incluyendo aquí las políticas mi-

nisteriales) se presenta al país como poseedor de 

cierta proporción de titulados dentro de la población 

general. De esta forma quienes gestionan el nivel 

educativo superior son incentivados a aumentar la 

cantidad de egresados.  

 

Una hipótesis no alternativa, sino quizás suple-

mentaria, basada en el trabajo de Randall Collins 

(2013), es que en la medida en que la inseguridad 
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en el mercado laboral ha aumentado y que el Estado 

neoliberal reduce su papel en el empleo directo, la 

educación formal se vuelve más profundamente 

implicada en una ―carrera armamentista‖ global por 

el acceso a los recursos sociales, certificados de 

grado y oportunidades de empleo viables.  

 

En este contexto Collins ve a la posesión de 

titulaciones y la expansión de la educación como 

una "válvula de escape" para mitigar el desempleo 

tecnológico, al que considera una amenaza inminen-

te. Esto es pertinente en particular para la clase 

media, para la cual la educación puede actuar como 

una forma de ―keynesianismo oculto‖, que tanto 

desvíe como absorba las inseguridades estructura-

les asociadas con el avance de la automatización y 

la precarización del empleo. ¿Cómo opera entonces 

para el autor este proceso? 

 

En primer lugar, la educación formal funciona 

como un proyecto de ―obra pública‖ masiva que 

emplea a un gran número de educadores, adminis-

tradores, personal de servicios y personal auxiliar 

(de todos modos, estos trabajadores corren el riesgo 

de quedar obsoletos debido a la integración digital 

del aprendizaje virtual, los MOOC —Massive Online 

Open Courses— y los sistemas de aprendizaje adap-

tativos por inteligencia artificial), lo que impulsa el 

dinero a economías que se debilitan.  

 

En segundo lugar, y quizás un punto debatible 

la expansión educativa restringe el flujo de mano de 

obra hacia el sector laboral, manteniendo así las 

tasas formales de desempleo y subempleo artificial-

mente bajas. Y, si bien aún incipiente en Argentina, 

podemos agregar aquí que la expansión educativa 

en los EE.UU. también es una creciente fuente de 

ganancias a través de la privatización generalizada 

de los servicios educativos.  

 

Sobre el último punto, y aunque Collins refiere 

a un nivel macro de privatización de los servicios 

educativos en EE.UU., podemos relacionarlo con el 

desacople evidenciado por Zukerfeld (2020) en 

cuanto a los saberes desatendidos por la universi-

dad pública respecto de saberes informacionales 

requeridos por el sector productivo, y que son sumi-

nistrados por la educación virtual con fines de lucro 

de forma puntual y acotada en el tiempo (por ejem-

plo, la Universidad Siglo XXI). 

 

 

 

Las posiciones relativas a políticas educativas suge-

ridas por la OCDE a lo largo de los períodos que se 

exploran en el presente trabajo de ninguna forma 

pueden considerarse como excluyentes ni en sin-

cronía con las demandas del sector productivo. E 

incluso parecen ser contradictorias dentro de un 

mismo período.  

 

Del discurso de la OCDE no pueden extraerse 

datos que evidencien una primacía de los conoci-

mientos de soporte subjetivo implícitos en cuanto a 

generación de riqueza. Sí se presentan dudas sobre 

el impacto de la educación formal en el informe del 

año 2006, cuyo eje eran los vínculos entre educa-

ción, crecimiento económico y resultados sociales. 

Ello puede observarse en algunos fragmentos: 

 

Sigue existiendo incertidumbre en la investiga-

ción sobre la relación entre educación y creci-

miento. Tal y como se ha descrito más arriba, 

sigue sin poder probarse que la educación y 

los aumentos en las reservas de capital huma-

no afecten al nivel del PIB o a su tasa de creci-

miento (OCDE, 2006, p. 162). 

 

Los conocimientos de soporte subjetivo explícito 

plantean además una serie de dificultades en su 

medición, ya que incluyen ―sólo la educación formal 

y no tienen en cuenta las habilidades adquiridas 

durante la formación recibida en el lugar de trabajo y 

por otras vías, así como la pérdida de habilidades 

provocada por el desuso‖ (OCDE, 2006, p. 161). 

 

Es válido plantearse si con posterioridad al 

año 2006, el esquema de comprensión ―más títulos 

de grado y posgrado implican más crecimiento 

económico‖ fue abandonado por el organismo. No 

parece ser el caso, de acuerdo al resumen educativo 

del 2019, que se cita en extenso:  

 

A medida que los países se esfuerzan por 
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responder a las transformaciones económicas, 

ambientales y sociales —incluidos los avances 

tecnológicos, el cambio climático y la migra-

ción— el capital intelectual se ha convertido en 

el activo más valioso de nuestro tiempo. El 

núcleo del capital intelectual es el conocimien-

to, y el desarrollo y la transferencia de conoci-

mientos es la misión principal de la educación 

superior. Así pues, la educación terciaria de-

sempeña un papel fundamental para ayudar a 

las personas y las sociedades a afrontar esos 

cambios profundos (OCDE, 2019, p. 9). 

 

Al menos en cuanto a la primera observación de 

Zukerfeld (2010) sobre la evolución de egresados 

(previa a la relación frente al PBI), el organismo 

acepta que: 

 

La proporción de la población que obtiene un 

título de maestría o doctorado se ha manteni-

do constante a lo largo de las generaciones. 

Estos títulos siguen teniendo una alta deman-

da y ofrecen atractivos rendimientos sobre la 

inversión inicial. Si bien el costo anual prome-

dio es similar al de un programa de licenciatu-

ra en más de la mitad de los países de la 

OCDE, los graduados de estos programas 

ganan un 32% más, en promedio (OCDE, 

2019, p. 9). 

 

De la cita anterior se desprende que el nivel educati-

vo alcanzado sí importa para el crecimiento econó-

mico de los individuos, o al menos mejora las opor-

tunidades de empleabilidad frente a aquellas perso-

nas con menor cantidad de años de escolarización 

formal en general: un caso particular es el sector 

informacional (ver Introducción). Lo que no está 

claro es si la educación importa en el sentido en que 

los gobiernos —al menos discursivamente— lo trans-

miten bajo la forma del esquema analizado en el 

presente trabajo. 

Con respecto a la falta de reflejos de las uni-

versidades públicas para seguir los cambios deman-

dados por el sector privado, que no necesariamente 

implican saberes titulados (Zukerfeld, 2020), el 

organismo advierte que:  

 

A medida que la demanda del mercado de 

competencias evoluciona más rápidamente de 

lo que algunas instituciones educativas pue-

den prever, muchas de estas instituciones 

están promoviendo vías flexibles hacia la 

educación terciaria y buscando asociaciones 

con otros actores, incluidos empleadores, 

industrias e instituciones de capacitación 

(OCDE, 2019, p. 9). 

 

Para finalizar, el esquema analizado continúa, aun-

que atenuado, formando parte del discurso actual 

de la OCDE; no obstante, pudimos observar que 

nuevos esquemas interpretativos acerca de las 

―nuevas competencias y habilidades‖ también circu-

lan desde el año 2006. En política educativa, la 

agenda del organismo bajo análisis tanto responde 

a los cambios que propone la realidad del sector 

productivo, como a su vez da forma a las percepcio-

nes que se tienen sobre ellos. Esto no implica ceder 

ante ningún tipo de determinismo: la OCDE no pudo 

lograr sedimentar el nuevo esquema de compren-

sión: ―a mejores resultados en las pruebas PISA, 

mayor crecimiento económico‖, por lo que en los 

informes anuales sobre educación desde el año 

2006, su discurso oscila entre revivir el “viejo” es-

quema del que trató este trabajo (conocimientos de 

soporte subjetivo explícitos bajo la forma de saberes 

titulados de grado y posgrado y su relación con la 

creación de riqueza) junto con la puesta en circula-

ción discursiva de la importancia de las 

―competencias transformadoras‖, generalmente 

bajo la forma de conocimientos de soporte subjetivo 

implícitos.  
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El objetivo del presente trabajo es analizar la inter-

sección entre las políticas nuclear y energética 

argentinas en el período 1964-1985. A lo largo de 

este lapso, la Comisión Nacional de Energía Atómica 

(CNEA) implementó un programa de construcción de 

tres centrales nucleares de potencia (Atucha I, II y 

Embalse), en el marco del proceso de ampliación de 

la potencia instalada del sistema público (SP) de 

generación eléctrica. Esto implicó avanzar sobre el 

dominio de las tecnologías del ciclo de combustible 

nuclear y la producción de agua pesada, así como la 

creación de un conjunto de empresas asociadas 

para fabricar y proveer dichos insumos, con el objeti-

vo de asegurar el autoabastecimiento de estos para 

el funcionamiento de las centrales.  

 

El objetivo que guía el trabajo es indagar cómo 

se articuló el programa de desarrollo e instalación 

de centrales nucleares de potencia impulsado por la 

CNEA con las políticas dirigidas a la ampliación de 

las capacidades del SP de generación eléctrica. Esto 

exige abordar un conjunto de aspectos relacionados: 

en primer lugar, determinar qué lugar ocupó el pro-

blema energético en el desarrollo del sector nuclear, 

y en segundo lugar, identificar cuál fue la importan-

cia asignada a la opción nuclear en el diseño e 

implementación de las políticas energéticas nacio-

nales.  

 

El análisis de la articulación entre la política 

nuclear y la política energética parte de dos supues-

tos. Primero, las políticas públicas constituyen una 

respuesta del Estado a un conjunto de cuestiones 

socialmente problematizadas —en este caso, el 

autoabastecimiento energético y la autonomía tec-

nológica en el campo nuclear— que no constituyen 

decisiones aisladas sino que, por el contrario, se 

enmarcan dentro de un proceso social en el que 

intervienen múltiples actores estatales y no estata-

les, que pujan por hacer prevalecer sus intereses y 

definir los temas que deben integrar la agenda 

pública, y que por lo tanto le dan sentido a las políti-

cas públicas. En consecuencia, el aparato estatal 

describe una trayectoria errática y contradictoria, en 

la que se advierten los sedimentos de diferentes 

estrategias y programas de acción política, que se 

manifiestan en múltiples formas organizativas y 

variadas modalidades de funcionamiento que son 

producto de cómo se fueron dirimiendo las diversas 

cuestiones sociales que integran la agenda pública 

(Oszlak, 1980; Oszlak y O´Donnell, 1995). 

 

Por otro lado, si bien el sector nuclear argenti-

no ha sido uno de los casos de desarrollo científico y 

tecnológico (CyT) que mayor atención recibió por 

parte de la literatura especializada, la articulación 

entre la política nuclear y la política energética ha 

sido escasamente abordada. Por lo tanto, este tra-

bajo se propone aportar una interpretación sobre el 

desarrollo del sector nuclear que amplía las explica-

ciones que han brindado otros estudios, al incluir la 

variable energética como factor explicativo.  
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El fin es mostrar cómo el plan nucleoeléctrico 

se estructuró en torno al objetivo central de colabo-

rar con el logro de la autosuficiencia energética del 

país para atender una demanda creciente de ener-

gía eléctrica producto del proceso de industrializa-

ción. Esto implicó que la CNEA tuviera que articular 

la ejecución del plan nuclear con las políticas 

energéticas implementadas a los efectos de comple-

mentarse con ellas. La necesidad de complementa-

ción responde al hecho de que el sector nuclear 

argentino —a diferencia de lo que pasó en otros 

países como Francia o México— se constituyó como 

un actor externo al sector energético, en el sentido 

de registrar una ausencia de mecanismos de inter-

dependencia jerárquica, funcional y presupuestaria. 

En consecuencia, el despliegue del programa nu-

cleoeléctrico fue posible en la medida en que este 

pudo constituirse en una opción legítima, en térmi-

nos técnicos y económicos, en el marco de un pro-

grama de desarrollo de las capacidades de genera-

ción del sistema eléctrico nacional basado en la 

incorporación de equipamientos capital-intensivos.1 

 

El texto se estructura de la siguiente forma: en 

la primera sección se describe cómo se fue gestan-

do y modificando la agenda pública en torno al 

problema energético durante el modelo de industria-

lización sustitutiva (ISI) y cuáles fueron las respues-

tas elaboradas por el Estado, esto es, cuáles fueron 

las políticas energéticas adoptadas. En la segunda, 

se detalla la política nuclear implementada durante 

este período, dando cuenta de la elaboración y 

puesta en marcha del programa nucleoeléctrico. En 

la tercera, se analiza la articulación entre la política 

nuclear y la política energética. En la cuarta, se 

indaga el proceso de cancelación del plan nuclear a 

mediados de la década de 1980. Finalmente, en la 

quinta se presentan las principales conclusiones del 

estudio. 

 

 

 

En el marco del proceso de industrialización iniciado 

en la década de 1930, el factor energético fue ad-

quiriendo una importancia creciente dentro de la 

agenda pública, al percibirse la persistencia de una 

serie de elementos estructurales que limitaban el 

proceso de desarrollo. Así, es posible identificar tres 

ejes que moldearon las políticas energéticas imple-

mentadas durante la ISI. 

 

En primer término, el ascenso de una corriente 

industrialista dentro de las Fuerzas Armadas (FF.AA.) 

a partir de la década de 1920, cuyo principal expo-

nente fue el entonces coronel Manuel Savio, logró 

introducir en la agenda pública la necesidad de 

avanzar en el control nacional de los recursos natu-

rales y la autosuficiencia energética como factores 

claves para garantizar la soberanía nacional, la 

independencia económica y el liderazgo regional 

(Solberg, 1986; Potash, 1982). 

 

En segundo término, a medida que fue avan-

zando el proceso de industrialización y con ello la 

demanda de energía, el SP de generación mostró 

una recurrente insuficiencia en la oferta de electrici-

dad, que obligó a las empresas industriales a incu-

rrir en costos adicionales para garantizarse el abas-

tecimiento de energía a través de la autoproducción 

(AP) (Guzmán y Altomonte, 1982).  

 

En tercer término, en tanto que los hidrocarbu-

ros se fueron constituyendo en la principal fuente de 

energía, la insuficiente producción de petróleo res-

pecto a la demanda del sistema obligó a cubrir las 

carencias de combustible con importaciones, lo que 

generaba, por un lado, una creciente presión sobre 

la balanza de pagos, contribuyendo a la restricción 

externa de la economía (Kozulj y Bravo, 1993; Rapo-

port, 2010), y por el otro, una menor disponibilidad 

de hidrocarburos para su utilización como materias 

primas en determinadas actividades como la petro-

química, que no admiten su reemplazo por otras 

materias primas. 

 

En función de dichos elementos, desde la 

década de 1940 se implementaron diversas políti-

cas energéticas que se propusieron, en líneas gene-

rales, lograr la autosuficiencia energética. Las princi-

pales diferencias entre las distintas etapas que se 

pueden identificar dentro del período bajo análisis 

se asocian a si las medidas implementadas contem-

plaban al sector en su conjunto o quedaban limita-

das a la resolución del problema del petróleo 
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(Suárez, 1975).  

 

No obstante estas diferentes etapas de la 

política energética, para mediados de la década de 

1960, las políticas impulsadas tendieron a la diversi-

ficación de las fuentes energéticas, esto es, a modi-

ficar estructuralmente la matriz de generación eléc-

trica mediante la ampliación del uso de aquellos 

recursos que se encontraban subutilizados               

—principalmente los hidroeléctricos— y la sustitución 

de los hidrocarburos en la generación de electrici-

dad. Y sobre la base de previsiones que estimaban 

elevadas tasas de crecimiento del producto bruto 

interno, y por lo tanto de la demanda de electricidad, 

motorizadas por el proceso de industrialización, el 

plan de inversiones en equipamiento eléctrico se 

orientó hacia la selección de grandes equipos inten-

sivos en capital. 

 

Sobre estos elementos, en 1964 se lanzó un 

plan de equipamiento eléctrico que se sostuvo en 

estos principios hasta mediados de la década de 

1970, en función de su articulación con una política 

industrial dirigida a garantizar la reproducción am-

pliada del capital a través de la inversión pública y el 

poder de compra del Estado. Ello permitió la expan-

sión de una nueva cúpula empresarial posteriormen-

te denominada la ―patria contratista‖, a partir de la 

generación de un complejo estatal-privado que 

derivó en la conformación de un ámbito privilegiado 

de acumulación (Castellani, 2008). 

 

 

 

Hacia fines de la década de 1940 la Argentina ponía 

en marcha su plan de desarrollo de la tecnología 

nuclear con el lanzamiento del ―Proyecto Huemul‖. 

Tras el fracaso del mismo, el plan nuclear se orientó 

al desarrollo de capacidades propias focalizado en 

el objetivo de avanzar en la autonomía tecnológica. 

En este marco, el aprovechamiento de la energía 

nuclear para la generación de electricidad se definió 

tempranamente como uno de los objetivos priorita-

rios para la CNEA, teniendo en cuenta que en 1955 

el entonces presidente de la institución indicó que el 

desarrollo nuclear se debía orientar en ese sentido a 

través del uso de combustibles nucleares de fabrica-

ción nacional, para evitar tener que depender de 

proveedores externos.  

 

Entre 1955 y 1964, la CNEA avanzó en la 

exploración del potencial aprovechamiento de la 

energía nuclear para la generación eléctrica. Si bien 

se evaluaron diversas alternativas tecnológicas, la 

preferencia estuvo desde un principio en los reacto-

res de potencia que utilizan uranio natural como 

combustible, y de allí el interés por el programa 

nuclear inglés, no solo por su orientación hacia el 

uranio natural, sino también por su estructuración 

orientada a la creación de una industria nuclear 

(Csik, 1964). Para el final de este período, se indica-

ba que se habían acumulado las capacidades nece-

sarias para iniciar un programa tendiente a incorpo-

rar la energía nuclear al desarrollo energético nacio-

nal (CNEA, 1964). Asimismo, se concluía que el 

desarrollo mundial de la nucleoelectricidad había 

redundado en que el costo de generación se tornara 

más competitivo —con relación a centrales térmicas 

convencionales de igual tamaño— para unidades de 

base en zonas de alto costo de energía. El mercado 

eléctrico del Gran Buenos Aires-Litoral cumplía las 

condiciones para incluir generación nucleoeléctrica 

dada la necesidad de energía de base, la alta de-

manda de electricidad y la insuficiente oferta del SP 

(Alegria, Csik, Nasjleti, Papadópulos y Quihillalt, 

1964).  

 

A partir de 1964, la puesta en funcionamiento 

de un programa nucleoeléctrico con motivo del inicio 

de los estudios para la construcción de la central 

nuclear de Atucha I permitió lograr una elevada 

integración funcional del sector nuclear, la cual se 

puede apreciar en la importancia que adquirieron —

en términos de aplicación de recursos financieros y 

humanos— las áreas encargadas de su implementa-

ción, así como en la estrategia de asistencia técnica 

y transferencia de tecnologías a las empresas que 

participaron del plan. Asociado al objetivo de auto-

nomía tecnológica, la implicancia de la CNEA en el 

proceso de industrialización se organizó, principal-

mente, en torno al desarrollo de proveedores de 

componentes electromecánicos e insumos nuclea-

res para las centrales. En función de esto, antes del 

inicio del estudio de factibilidad de Atucha I, se 
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afirmó que el país debía construir más de una cen-

tral nuclear de potencia como herramienta para 

garantizar el desarrollo de una industria nuclear en 

el país, dado su carácter de industria industrializan-

te (Martin, 1969; Sábato, Wortman y Gargiulo, 

1978). 

 

Para mediados de la década de 1970, en el 

marco de la continuidad de los lineamientos de la 

política energética tendientes a modificar la matriz 

de generación eléctrica mediante la sustitución de 

hidrocarburos, y en el nivel internacional, una fuerte 

aceleración de la industria nucleoeléctrica en res-

puesta a la crisis del petróleo, se autorizó, por un 

lado, la construcción de la central nuclear de Embal-

se, y por el otro, CNEA elaboró un ambicioso plan 

nuclear para el período 1975-1985. Este plan pro-

ponía que para la década de 1980 se habría alcan-

zado el total aprovechamiento de los recursos hidro-

eléctricos, por lo que la incorporación de potencia al 

SP debía ser necesariamente a través de equipa-

miento térmico de origen nuclear. Esto suponía 

elevar el número de centrales nucleares de dos a 

11, las cuales debían ser construidas a lo largo de la 

década de 1980 junto con las facilidades industria-

les para el abastecimiento de insumos nucleares 

(Báez y otros, 1973; CNEA, 1974; Castro Madero, 

1976). 

 

De esta forma, en 1979, si bien con revisiones 

(ver tabla N.° 1), se puso en marcha dicho plan 

nuclear a partir de la autorización para iniciar las 

obras de la central nuclear de Atucha II, la Planta 

Industrial de Agua Pesada, la fábrica de elementos 

combustibles, y se inició, de forma secreta, el pro-

yecto de desarrollo de la tecnología de enriqueci-

miento de uranio. Si bien el objetivo de conformar 

una industria nuclear estuvo presente desde finales 

de la década de 1950, hacia el fin de la década de 

1970 se adicionó como elemento que favoreció el 

proyecto de una industria nuclear, la expansión del 

mercado nuclear y la posibilidad de constituir al país 

en proveedor de tecnología en el mercado interna-

cional frente a la decisión de los países desarrolla-

dos de bloquear las exportaciones de tecnología a 

países periféricos tras la detonación por parte de la 

India de un artefacto nuclear en 1974.  

 

 

 

Entre las décadas de 1950 y 1970 es posible obser-

var que, desde el punto de vista de la Secretaría de 

Energía y Combustibles —la autoridad encargada del 

plan de equipamiento eléctrico— la inclusión de la 

opción nuclear fue variando. En una primera etapa 

Tabla N.° 1. Evolución del número de centrales nucleares de potencia contempladas  

(Plan Nuclear 1970, Plan Trienal 1974-1977, Plan Nuclear 1974 y Plan Nuclear de 1979) 

Fuente: elaboración propia con base en las memorias institucionales de CNEA. 
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(1958-1964) se esperaba que las inversiones en el 

sector petrolero permitieran avanzar en el autoabas-

tecimiento de este insumo, por lo que se supeditaba 

la inclusión de la nucleoelectricidad a un eventual 

fracaso de la política petrolera, esto es, que no se 

concretara un incremento sustantivo de la produc-

ción de hidrocarburos (Cepal, 1962). En una segun-

da etapa (1964-1971), en el marco de un plan de 

equipamiento basado en grandes equipos y de 

sustitución de hidrocarburos en la matriz de genera-

ción, se aceptó la incorporación de la nucleoelectrici-

dad de manera marginal, es decir, para cubrir perío-

dos de carencia de oferta dados los plazos de incor-

poración al sistema de los grandes proyectos hidro-

eléctricos, y por una potencia neta no superior a los 

300MW (Conade, 1966).  

 

Finalmente, en una tercera etapa (1971-

1975), se aprobó la ampliación del parque de gene-

ración nucleoeléctrico debido a los atrasos en la 

puesta en marcha de los complejos hidroeléctricos 

de Chocón-Cerros Colorados y Salto Grande, y por la 

posibilidad de incorporar una mayor oferta de elec-

tricidad por la extensión del sistema de interconecta-

do nacional. Esto implicó solicitar a la CNEA que 

incrementara la potencia proyectada de la central de 

Embalse de 150 a 600MW de potencia neta (PEN, 

1973).  

 

Mientras, desde el punto de vista de la CNEA, 

la estrategia de articulación con el desarrollo del 

sistema eléctrico nacional atravesó por dos etapas 

diferenciadas. En una primera etapa (1964-1974), 

la CNEA supeditó la suma de las centrales nucleares 

a los períodos de carencia de potencia del SP en 

función de los plazos de incorporación de los proyec-

tos hidroeléctricos (CNEA, 1965; 1968). Es decir, se 

prestó especial atención en demostrar la comple-

mentariedad entre la nucleoelectricidad y la hidroe-

lectricidad, y con el objetivo de sustituir los hidrocar-

buros en la generación de electricidad.  

 

En una segunda etapa (1975-1979), el plan 

nucleoeléctrico se reformuló incrementando de 

forma significativa la participación de la energía 

nuclear en el SP a partir de previsiones que adopta-

ron como supuesto que para 1980 se habría alcan-

zado la plena utilización de los recursos hidroeléctri-

cos. En consecuencia, la ampliación de potencia 

debía ser necesariamente por vía nuclear para sos-

tener el criterio de sustitución de hidrocarburos. Por 

otro lado, se justificaba la necesidad de aumentar el 

número de centrales como condición para avanzar 

en la conformación de una industria nuclear, al 

garantizarles a las empresas proveedoras un progra-

ma de desarrollo a mediano y largo plazo, como 

requisito para realizar las inversiones necesarias 

con vistas a desarrollar las capacidades tecnopro-

ductivas que exige el sector (Báez y otros, 1973; 

Suárez, 1975; Placer, 1985).  

 

A diferencia de la etapa anterior, en la cual la 

CNEA se interesó de manera especial en garantizar 

la complementariedad entre el programa nuclear y 

los objetivos de la política energética, con la formu-

lación del plan nuclear 1975-1985 se observa un 

primer proceso de desacople entre la política nucle-

ar y la energética. Primer desacople en el sentido de 

que, si bien dicho plan se formuló teniendo en cuen-

ta los objetivos energéticos, al partir del supuesto 

del cumplimiento de los mismos para la década de 

1980, imponía al sector la opción nuclear como la 

única alternativa técnica para mantener el creci-

miento del SP. Por otro lado, sostener un programa 

de inversiones en grandes proyectos a desarrollar de 

forma simultánea, implicó incluir al sector nuclear 

dentro del complejo estatal-privado de la energía, 

garantizando la transferencia de recursos a la cúpu-

la empresarial a través de los contratos de provisión 

de equipos y servicios de ingeniería.  

 

En efecto, a partir del último régimen cívico-

militar se observa que se sostuvo un elevado volu-

men de inversión en el sector eléctrico. La inversión 

pública total, destinada principalmente a equipa-

miento eléctrico, se elevó del 15% en la primera 

mitad de la década de 1960 al 30% para mediados 

de la década siguiente, por la ejecución de grandes 

obras de equipamiento hidroeléctrico y nuclear. Esto 

implicó que la inversión en esta área trepó del 1% 

anual del PBI en el quinquenio 1960-1965 al 2,3% 

anual en el período 1976-1984 (Visintini y Bastos, 

1987; Guadagni, 1985). En este marco, la participa-

ción de la CNEA en las inversiones en el sector 

energía se elevó del 8,2% al 24,9% en 1983, consti-

tuyéndose, detrás de YPF, en el segundo actor en 

importancia (ver cuadro N.° 1). 
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A partir de las reformas estructurales iniciadas en 

1976, y la crisis financiera del Estado que acarreó la 

crisis de la deuda de 1982, se produjeron modifica-

ciones que alteraron profundamente el escenario 

energético y, en consecuencia, las variables adopta-

das para definir el plan de inversiones en equipa-

miento eléctrico. Aun cuando en los primeros años 

(1976-1980) se aprecia una fuerte aceleración de la 

inversión pública, la cual representó un 11,7% del 

PBI, que coincidió con el período de mayor inversión 

en infraestructura física del programa nuclear 

(Carciofi, 1990), a partir de 1980 se registra una 

marcada desaceleración de la inversión pública. Pa-

ra 1983 el valor de las tarifas era aproximadamente 

un 30% inferior al de 1981. Tal reducción en térmi-

nos reales de las tarifas de electricidad significó que 

para cubrir el incremento del costo del kW instalado 

las empresas y organismos del sector cubrieran sus 

déficits a través de endeudamiento. Para 1983, la 

deuda de Agua y Energía Eléctrica (AyEE), la CNEA y 

Segba ascendía a 4600 millones de dólares 

(Guadagni, 1985). 

 

Si bien en los planes de equipamiento eléctri-

co no se incluía la incorporación de centrales nu-

cleares adicionales a Atucha II (cuya construcción se 

inició en 1979), y que a partir de 1982 se ajustó la 

proyección de la demanda en función del estanca-

miento del sistema productivo nacional, se conservó 

el criterio de mantener la participación porcentual 

de la energía nuclear sobre el conjunto del sistema 

(alrededor del 15%), lo que implicó retrasar la se-

cuencia de entrada en operación de las futuras cen-

trales. De esta forma, según Guadagni (1985) y Vi-

sintini y Bastos (1987), la opción nuclear fue adopta-

da por una decisión política impuesta al programa 

de optimización energética como obra en construc-

ción de finalización necesaria. Es decir, la planifica-

ción de los proyectos seleccionados se resolvió so-

bre la base de una evaluación externa a los requeri-

mientos del sector eléctrico. 

 

Con el retorno a la democracia en 1983, des-

de diversos sectores se planteó modificar el plan de 

inversiones para el sector energético proponiendo, 

por un lado, adecuar la expansión del sector nuclear 

a las nuevas necesidades del mismo y las posibilida-

des de financiamiento. Y por el otro, orientar las in-

versiones hacia equipamientos térmicos convencio-

nales y cancelar la incorporación de nuevas centra-

les nucleares por el costo que le imponen al sistema 

eléctrico. En otros términos, se planteaba que el 

contexto energético y macroeconómico se había al-

terado de tal forma que continuar con el esquema 

de inversión seleccionado entre finales de 1960 y 

principios de 1970 se volvía incompatible con él.  

 

En ese entonces, las inversiones en el sector 

energético tuvieron un sesgo hacia equipamientos 

Cuadro N.° 1. Distribución de la inversión pública en el sector energía por organismo (1976-1983)  

Fuente: Carciofi (1990, pp.114-115). 
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intensivos en capital con dilatados períodos de ma-

duración, en el que se aceptó pagar un sobrecosto 

para garantizar la participación de la industria local. 

En la selección de los proyectos la tasa de descuen-

to elegida resultó excesivamente baja, hecho que 

motivó, en el contexto de restricción financiara que 

se inició con la crisis de la deuda en 1982,2 una pro-

longación en los ritmos de ejecución de las obras, 

con el consecuente incremento de los costos finan-

cieros de las mismas. Esta situación se agravó con 

la reducción en el nivel de las tarifas del sector, in-

consistente con los mayores costos asociados a las 

inversiones en grandes proyectos de generación con 

una alta inmovilización de capital por kW instalado 

(Carciofi, 1990; Guadagni, 1985). En este marco, las 

nuevas autoridades de la Secretaría de Energía sos-

tuvieron que el sector nuclear presentaba como prin-

cipal restricción la gran cantidad de decisiones de 

inversión altamente intensivas en capital tomadas 

por el gobierno saliente, lo que implicaba resolver el 

problema de la compatibilidad económica y financie-

ra del plan nuclear en marcha (Lapeña, 2014). 

 

El impacto del ajuste económico afectó de ma-

nera significativa la capacidad operativa de la CNEA 

ya que se producía en un momento en el que coin-

cidían la ejecución de un conjunto de obras de gran 

envergadura: la finalización de la central nuclear de 

Embalse, el inicio de las obras de la central nuclear 

de Atucha II y la planta industrial de agua pesada. A 

estas obras se sumaba la ampliación de las capaci-

dades industriales para la elaboración de concentra-

dos de uranio y la construcción de las plantas de 

fabricación de elementos combustibles, entre otros 

proyectos. En consecuencia, las restricciones finan-

cieras impusieron al programa nuclear un incremen-

to de sus costos financieros por el atraso y cancela-

ción de obras. Esto trajo aparejado un aumento de 

las deudas contraídas con el sector privado contra-

tista, por el cual el sector nuclear dejó de participar 

en el espacio privilegiado de acumulación que cons-

tituía el área de energía.  

 

Al igual que en etapas anteriores, la cuestión 

de los hidrocarburos ocupó un lugar central en la 

agenda de la política energética. Por un lado, por su 

importancia sobre la balanza de pagos, y por el otro, 

por el crecimiento de la participación del gas natural 

como fuente energética a partir del descubrimiento y 

explotación del yacimiento de Loma de la Lata, en la 

provincia de Neuquén, que junto con el desarrollo de 

otras áreas, permitieron cuadriplicar las reservas 

comprobadas. De esta forma, en 1984 se anunció 

un plan de ampliación de la red de transporte, de 

sustitución de fueloil y gasoil por gas natural para la 

generación de electricidad y la ampliación del consu-

mo domiciliario y su utilización en el parque automo-

tor (gas natural comprimido). Asimismo, y derivado 

de este proceso, se esperaba incrementar la produc-

ción de petróleo, para lo cual en 1985 se lanzó el 

―plan Houston‖ con el objetivo de promover la parti-

cipación privada en el sector petrolero. El Plan 

Energético Nacional 1986-2000 solo contemplaba 

la incorporación al sistema de la central nuclear de 

Atucha II, y en el mediano plazo, la participación del 

sector nuclear se mantendría relativamente baja, 

por lo cual las nuevas incorporaciones en potencia 

nuclear quedaron establecidas para mediados de la 

década de 1990.  

 

En este contexto, la CNEA buscó readecuar el 

programa nucleoeléctrico supeditando el desarrollo 

del mismo a los nuevos objetivos en materia energé-

tica y reforzando los argumentos de complementa-

riedad con otras fuentes de energía, en particular la 

hidroelectricidad. Por otro lado, desde el interior de 

la CNEA, algunos actores plantearon que el creci-

miento experimentado había desviado a la institu-

ción de su principal objetivo (realizar actividades de 

I+D) para convertirla en un organismo de control de 

obras y productor de energía. Se impuso entonces 

un claro límite al programa nucleoeléctrico para los 

siguientes 15 años: además de Atucha II se contem-

plaba incorporar una cuarta central de 700 MW o 

dos unidades de 350 MW cada una, a entrar en ope-

ración en 1997 y 2000 (Lapeña, 2014). A diferencia 

de lo ocurrido durante el último régimen cívico-

militar, la incorporación de las futuras centrales que-

daba sujeta al principio de adecuación económico-

financiera y al efectivo cumplimiento de las metas 

de aprovechamiento hidroeléctrico y retiro de equi-

pamientos térmicos convencionales. 

 

En consecuencia, la modificación del escena-

rio energético —a partir de las siguientes variables: 

1) altas tasas de interés en términos reales y baja 
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capacidad nacional para asumir nuevo endeuda-

miento externo; 2) caída del precio internacional del 

petróleo por la expansión de la producción por fuera 

de la OPEP; 3) descubrimiento de importantes reser-

vas gasíferas; 4) baja perspectiva de crecimiento 

económico, y por lo tanto, de la demanda de ener-

gía; 5) reducción en el valor de las tarifas eléctri-

cas— obligaba a reevaluar ―la concepción estratégi-

ca‖ del programa de inversiones, en el sentido de 

volverlo consistente con las nuevas condiciones 

económicas y energéticas. En otros términos, las 

limitaciones presupuestarias y la modificación del 

contexto condujeron a replantear el esquema de 

inversiones en favor de equipamientos térmicos con-

vencionales, dado su menor costo por unidad de 

potencia instalada, su mayor flexibilidad al permitir 

instalar unidades de menor tamaño, y sus plazos de 

maduración inferiores a los de las otras alternativas. 

En consecuencia, se sostuvo que dadas las diferen-

cias entre la evolución real y la proyectada, conti-

nuar con el desarrollo de las centrales nucleares 

implicaba imponer al sistema eléctrico un sobre-

costo operativo producto del encarecimiento del  

costo del kWh generado por vía nuclear (Visintini y 

Bastos, 1987; Guadagni, 1985). 

 

Finalmente, al perderse el objetivo de desarro-

llo de la nucleoelectricidad, se produjo un debilita-

miento de la integración funcional hacia el interior 

del sector nuclear que facilitó en primer lugar, la 

posterior desarticulación del sector, al perder la 

CNEA el control de las centrales nucleares y las fun-

ciones de regulación; y en segundo lugar, al decidir-

se la adhesión del país a los tratados internaciona-

les de no proliferación nuclear. 

 

 

 

Entre 1964 y 1985 la CNEA pudo articular —no sin 

cuestionamientos— un programa nucleoeléctrico a 

partir del cual se avanzó en el desarrollo de una in-

dustria nuclear y en la promoción de empresas pri-

vadas contratistas en el campo de la industria me-

talmecánica y la ingeniería. Sin embargo, al modifi-

carse las variables macroeconómicas y el escenario 

energético, el esquema de crecimiento del sector 

adoptado a partir de 1975 comenzó a mostrar rigi-

deces para adecuar los mecanismos de financia-

miento y de modificación de objetivos a largo plazo, 

lo que condujo al cuestionamiento del plan nuclear y 

su posterior cancelación. Siguiendo a Hurtado 

(2014), en la década de 1980 se comienza a res-

quebrajar el régimen tecnopolítico que permitió sos-

tener y dar continuidad al programa nuclear desde 

1955. 

 

A lo largo de su desarrollo, a medida que el 

programa nucleoeléctrico fue avanzando, esto con-

dujo a que se constituyera en un ―enclave‖ dentro 

del sector energía a partir de un progresivo aisla-

miento de la CNEA respecto de las áreas de toma de 

decisión en dicho sector. Este proceso fue garantiza-

do, por un lado, por los intereses de ciertos sectores 

militares en términos de posicionamiento geoes-

tratégico, y por otro, por la nueva cúpula empresa-

rial, para asegurarse la transferencia de recursos 

públicos a través de los contratos obtenidos como 

proveedores del programa nuclear.  

 

La articulación entre la política nuclear y la 

política energética se produjo, por una parte, a partir 

de que, pese a ser la CNEA un actor externo al sec-

tor energía, logró imponer la nucleoelectricidad co-

mo una solución técnica y económica a las necesi-

dades de expansión de la potencia del SP de genera-

ción eléctrica. Y por otra parte, el programa de inver-

siones públicas en áreas como la de la energía per-

mitió conectar el plan nucleoeléctrico con la política 

de generación de condiciones para la reproducción 

ampliada de capital en ciertos sectores industriales 

considerados estratégicos para avanzar en el proce-

so de industrialización. La modificación del contexto 

energético (y con esto, el esquema de selección del 

equipamiento eléctrico) y la menor capacidad finan-

ciera de la CNEA que debilitó su articulación con los 

intereses de la cúpula empresarial, operaron como 

factores que determinaron la desarticulación entre 

la política nuclear y la energética, facilitando la can-

celación del programa nucleoeléctrico a principios 

de la década de 1990. 

 

Por último, si bien la política de creación de 

una industria nuclear permitió desarrollar nuevas 

capacidades industriales y la internacionalización de 
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empresas proveedores de servicios de ingeniería 

(Schvarzer, 1996), al mismo tiempo contribuyó a la 

consolidación de ciertos actores económicos que 

conformaron la denominada ―patria contratista‖. En 

este sentido, el esfuerzo por conformar una indus-

tria nuclear encontró sus límites en el propio proce-

so de quiebre del modelo de industrialización y el 

pasaje a un régimen de valorización financiera. 
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En marzo de 2020, la Organización Mundial de la 

Salud declaró a la enfermedad COVID-19 como una 

pandemia (OPS, 2020, 13 de marzo). Ante esta 

situación, los esfuerzos científicos a lo largo del 

planeta se orientaron casi exclusivamente a la gene-

ración de vacunas en tiempo récord para frenar su 

avance. Como fruto de dichos esfuerzos, a fines de 

ese año se contó con un conjunto de vacunas apro-

badas para su uso en algunos países, que se sumi-

nistran en dos dosis. Sin embargo, estos procesos 

se están llevando adelante en el marco de rebrotes 

de contagios, nuevas cepas del virus, y colapsos de 

los sistemas de salud de cada país. Ante el letal 

avance de la COVID-19, que ya se ha llevado la vida 

de más de dos millones de personas en el mundo, 

se plantea el interrogante de cómo lograr proteger a 

la mayor cantidad posible de ciudadanos con los 

recursos hoy disponibles. En el Reino Unido, el Servi-

cio Nacional de Salud comunicó que va a retrasar la 

segunda dosis de las vacunas con las que cuentan 

(Oxford/AstraZeneca y Pfizer/BioNTech) para priori-

zar la aplicación de la primera dosis, ante la situa-

ción extrema de contagios en la que se encuentran 

(2020, 30 de diciembre). Es decir, en lugar de apli-

car la segunda dosis a los 21 días de la primera, 

como se había establecido, se extendería el plazo 

hasta tres meses (Public Health England, 2020, 30 

de diciembre). A partir del conocimiento de esta 

decisión, se propone analizar aquí el caso como una 

controversia científica que se desenvuelve en el 

ámbito de lo público con características particulares 

que se presentarán a lo largo del trabajo. Se enten-

derá a la controversia como una disputa pública que 

se mantiene con cierta persistencia (McMullin, 

1987). 

 

 

 

El 31 de diciembre de 2020, los jefes médicos del 

Reino Unido comunicaron su apoyo a esta decisión, 

argumentando que retrasar la segunda dosis permi-

te maximizar el número de personas que accedan a 

una protección contra la COVID-19 ante la disponibi-

lidad escasa de vacunas (UK Government, 2020, 31 

de diciembre). Se respaldan en el comunicado emiti-

do por el Comité Unificado de Vacunación e Inmuni-

zación del Reino Unido (Public Health England, 

2020, 30 de diciembre), el cual informa que la 

protección brindada por la primera dosis de las 

vacunas de Oxford/AstraZeneca y Pfizer/BioNTech 

puede considerarse como aceptable, según los 

datos arrojados por los estudios realizados en la 

fase tres de estas vacunas. También citan datos      

—aunque preliminares— de los estudios sobre la 

vacuna de Oxford/AstraZeneca, que indican una 

mejor respuesta ante el virus SARS-CoV-2 si se 

retrasa la segunda dosis hasta 12 semanas. Dicho 

Comité suma que, en términos de protección de 

grupos de riesgo, es preferible vacunar al doble de 

personas con la primera dosis para darles algún tipo 

de protección en lugar de vacunar a la mitad 
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otorgándole una inmunidad mayor. "Es un enfoque 

clásico de salud pública, centrado en hacer el mayor 

bien para el mayor número de personas en el menor 

tiempo posible" (Public Health England, 2020, 30 de 

diciembre), aseguran. Asimismo, se encuentra el 

inminente peligro del colapso sanitario: Chris Whitty, 

médico-jefe para Inglaterra, en una entrevista con el 

diario The Sunday Times, comentó que los hospita-

les enfrentan la situación más peligrosa que se 

pueda recordar y podrían no tener sitio para los 

pacientes de emergencia (2021, 11 de enero). El 

Grupo Asesor Científico para Emergencias del Reino 

Unido aporta que, en circunstancias normales, esta-

rían a favor de respetar el esquema de vacunación 

indicado. Sin embargo, el país no se encuentra en 

circunstancias normales, y hay otras consideracio-

nes importantes en cuanto a la salud pública 

(Meredith, 2021, 4 de enero).  

 

En una conferencia de prensa brindada el 5 de 

enero de 2021, Marc Lipsitch, profesor de epidemio-

logía en la Escuela de Salud Pública de Harvard y 

director del Centro de Dinámica de Enfermedades 

Transmisibles en Estados Unidos, coincide en que es 

justificable acelerar la vacunación de los grupos 

prioritarios adoptando esta estrategia. El experto en 

epidemiología opina que no hay razón para creer 

que retrasar la segunda dosis empeoraría el proceso 

de inmunización; según él, podría incluso mejorarlo. 

Desde el punto de vista inmunológico, la segunda 

dosis funcionará bien por más que se retrase en el 

tiempo algunas semanas (Harvard School of Public 

Health, 2021, 1 de mayo).  

 

Las empresas fabricantes de las vacunas en 

cuestión (Pfizer y BioNTech) afirmaron que no pue-

den garantizar la efectividad de estas si se modifica 

el intervalo sugerido entre cada dosis, ya que los 

estudios realizados hasta la fecha no lo tuvieron en 

cuenta. No hay al momento datos concluyentes 

acerca de la eficacia de esta estrategia. Por lo tanto, 

no recomiendan realizar este cambio en el esquema 

de vacunación (British Medical Journal, 2020, 6 de 

enero). El experto en inmunología y director del 

Instituto Nacional de Alergia y Enfermedades Infec-

ciosas de Estados Unidos, Anthony Fauci, argumenta 

en la misma línea: si no hay datos, no se debe tomar 

ese camino (Livemint, 2021, 3 de enero). La Agencia 

Europea de Medicamentos considera que modificar 

la fecha de la segunda dosis más días de lo indicado 

puede tomarse como un uso incorrecto de la vacuna 

(Reuters, 2021, 31 de diciembre), La Asociación 

Médica Británica, además, se mostró alarmada por 

las implicancias éticas de romper el compromiso 

establecido con los grupos de riesgo, cuyos miem-

bros son más vulnerables a la enfermedad y ya 

tenían una fecha confirmada para recibir la segunda 

dosis. Además, cambiar el esquema planificado 

puede traer complicaciones logísticas para los cen-

tros de vacunación (British Medical Journal, 2020, 

31 de diciembre). John P. Moore, virólogo y profesor 

de microbiología e inmunología en la Universidad de 

Cornell, expresó que, al no contar con estudios 

finalizados acerca de la efectividad de esta estrate-

gia, le preocupa que esto sea "un experimento 

humano a gran escala" con la población británica 

(Moore, 2021, 6 de enero). 

 

 

 

McMullin (1987) plantea que para que una contro-

versia científica ocurra, tiene que haber argumentos 

y contraargumentos. También tiene que ser pública: 

la discusión debe ser presenciada por otros. Por 

estos motivos, las organizaciones y personas involu-

cradas en este debate hablan con la prensa, emiten 

comunicados y brindan entrevistas. Otra característi-

ca fundamental de la controversia científica es ver 

méritos en ambas partes del conflicto. Aquí se pue-

de observar cómo organizaciones de alto renombre y 

expertos reconocidos por la comunidad científica en 

inmunología y virología argumentaron a favor y en 

contra de la decisión. Es decir, no se trata de grupos 

aislados y minoritarios que se encuentran relegados, 

sino que cuentan con respaldo de las áreas en las 

que se especializan.  

 

Esta controversia puede ser comprendida 

dentro de la categoría "mixta" que propone McMullin 

(1987), que involucra a la ciencia y también a una 

cuestión de principios morales o políticos sobre los 

que se divide la comunidad. Este tipo de controver-

sias normalmente se refiere a una aplicación de la 

ciencia para algún propósito humano, en este caso, 
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la salud. La presencia de desacuerdos morales 

dificulta el logro de un consenso. En la controversia 

analizada, además de los factores técnicos, el de-

sacuerdo moral hace referencia llevar a cabo o no 

una acción determinada que impactará en la salud 

de los seres humanos.   

 

Para dar cuenta de las circunstancias particu-

lares que hacen a una controversia, Aibar (2002) 

recurre a la distinción entre la ciencia normal y la 

regulativa. La primera se refiere a las actividades de 

investigación usuales. La segunda, en cambio, apli-

ca a las actuaciones científicas que tienen lugar en 

el marco de controversias tecnocientíficas públicas. 

El autor considera que las clásicas atribuciones de 

"objetividad" y "neutralidad" identificadas con la 

ciencia normal no pueden aplicarse a la regulativa, 

ya que la misma posee tres rasgos diferenciales. El 

primero habla de la dependencia: mientras que la 

ciencia normal se suele llevar a cabo con una relati-

va independencia con respecto al uso de sus resul-

tados, la ciencia regulativa no, ya que estos últimos 

son a priori producidos con el objetivo de promover 

acciones políticas o normativas. El segundo rasgo 

hace referencia a la ausencia relativa de controles 

de calidad: en la ciencia normal, la credibilidad viene 

dada por el sistema de revisión paritaria; en la cien-

cia regulativa, esto no suele suceder; los resultados 

de las investigaciones a veces ni siquiera son publi-

cados. El tercer rasgo es la predisposición contra la 

incertidumbre: la ciencia regulativa se da en un 

contexto que hace poco soportable la incertidumbre, 

y el entorno en este caso ejerce una gran presión 

para reducirla de cualquier forma. Aibar (2002)

también agrega que las controversias de este tipo 

suelen desarrollarse en ámbitos donde los científi-

cos afrontan fenómenos bastante desconocidos, y la 

urgencia de los problemas puede modificar los 

tiempos para desarrollar programas de investiga-

ción.  

 

Todo esto cobra sentido a la luz de la contro-

versia que aquí se examina. La producción de resul-

tados en este caso está totalmente orientada a 

tomar decisiones con respecto a la salud pública, 

además de que no se cuenta aún con publicaciones 

de los resultados sobre la efectividad de la estrate-

gia a tomar en el Reino Unido. Por otro lado, la situa-

ción apremiante de este país no tolera incertidum-

bres: debe actuarse lo más rápido que se pueda. Por 

último, los científicos de todo el mundo están inves-

tigando a contrarreloj cómo frenar una pandemia, 

una situación por demás inusual.  

 

Asimismo, Aibar (2002) explica que en la ac-

tualidad, las controversias en torno a cuestiones 

científicas o tecnológicas devienen públicas 

"ultrapasando los límites de las comunidades de 

expertos —científicos y tecnólogos— y llegan, cada 

vez con más insistencia, a los parlamentos, a los 

medios de comunicación y a las agendas políticas 

de los gobiernos", como en este caso. En este senti-

do, es interesante remarcar cómo llegó al ámbito de 

lo público: fue a partir de la comunicación de la 

decisión tomada por el gobierno británico que, inclu-

so, abrió el debate en otros países (Infobae, 2021, 

12 de enero).  

 

Las personas intervinientes en el debate toma-

ron posiciones determinadas. Para analizar estas 

posiciones, Pellegrini (2013) propone utilizar la 

noción de interés, que sirve aquí para comprender 

que las elecciones no se toman en el vacío, sino que 

se dan en un contexto histórico particular. Y qué 

particular: una pandemia. Al identificar intereses en 

los actores, se puede comprender qué buscan al 

involucrarse en un desarrollo científico y qué accio-

nes los benefician o perjudican. Esto hace que se 

prioricen, en cada caso, ciertos abordajes. Por ejem-

plo, en el caso de las compañías fabricantes de las 

vacunas, una modificación del esquema de vacuna-

ción les resultaría desfavorable, ya que su objetivo 

como empresas es vender un producto (la vacuna) 

que funcione según las especificaciones tenidas en 

cuenta para su fabricación. Las autoridades sanita-

rias del Reino Unido, por otra parte, tienen como 

interés predominante evitar el colapso del sistema 

de salud británico, ya que su premisa es garantizar 

la prestación de salud a los habitantes de su país. 

Teniendo en cuenta estas razones, se puede com-

prender la opinión de inmunólogos como Lipsitch, 

que se apoya en su conocimiento previo y también 

observa la necesidad de apurar el proceso, debido al 

contexto riesgoso en el que se encuentra el mundo. 

Por otra parte, los argumentos de Fauci en pos de 

actuar según la evidencia disponible en el momento 
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responden al discurso dominante en el paradigma 

científico, en el cual las decisiones deben ser respal-

dadas con datos concluyentes. En este sentido, se 

puede observar un interés por defender el campo en 

el que se desempeña.  

 

En una controversia, se hacen presentes pro-

ductos científicos que pueden ser utilizados a un 

lado y otro de la cuestión. En este caso, son los 

estudios realizados en la fase tres de las vacunas de 

Oxford/AstraZeneca y Pfizer/BioNTech, que se po-

drían tomar como la evidencia disponible hasta el 

momento. Los resultados preliminares de Oxford/

AstraZeneca, que se muestran favorables a la modi-

ficación del esquema de vacunación, pero son justa-

mente preliminares: como se destacó, no se cuenta 

aún con datos concluyentes al respecto. Se debe 

señalar que, debido al ya mencionado contexto de 

pandemia, los procesos de investigación relaciona-

dos con estas vacunas se aceleraron de una manera 

sin precedentes, para poder utilizarlas cuanto antes. 

Esto acortó los procesos de investigación y aproba-

ción de las vacunas, y ocasionó que se empezaran a 

administrar en humanos sustancias cuyos estudios 

aún no han finalizado, un escenario totalmente 

atípico para la ciencia mundial. 

 

Para entender el proceder en esta línea, es 

importante tener en cuenta que todos los desarro-

llos científico-tecnológicos vienen asociados a una 

serie de expectativas que pueden afectar la reacción 

pública ante ciertas investigaciones. Borup y otros 

(2006) describen a las expectativas como represen-

taciones en tiempo real de las capacidades y situa-

ciones tecnológicas futuras, en las cuales se combi-

nan promesas, esperanzas, preocupaciones y mie-

dos. Dichas expectativas, en ciertos casos, pueden 

adelantarse en cuanto a la toma de decisiones. 

Debido a la enfermedad COVID-19, el contexto en el 

que se desarrollaron estas investigaciones es de 

suma preocupación y amenaza constante ante un 

virus que parece imposible de frenar, con situacio-

nes como cuarentenas, millones de muertos y conta-

giados. La vacuna es vista entonces como la salva-

ción más cercana ante este angustiante presente, y 

la posibilidad de volver a una vida como la que se 

tenía antes de la pandemia. A la hora de tomar 

decisiones, esto influye tanto sobre los científicos 

como sobre los gobiernos de los países afectados. 

 

Se han analizado los argumentos disponibles a la 

fecha de finalizado este texto para concluir que la 

decisión de retrasar el suministro de la segunda 

dosis de las vacunas Oxford/AstraZeneca y Pfizer/

BioNTech contra el virus SARS-CoV-2 reúne las ca-

racterísticas de una controversia científica que ha 

pasado a desarrollarse en la esfera de lo público, ya 

que es presenciada por otros y expone argumentos 

con respaldo científico a un lado y otro de la discu-

sión. Esta controversia científica se caracteriza por 

ser del tipo mixto, ya que involucra a la ciencia y 

también a los principios morales presentes en una 

comunidad. Los desacuerdos en el ámbito de la 

ética o la moral dificultan arribar a un consenso. Del 

mismo modo, el contexto particular de una pande-

mia lleva a los actores involucrados en esta contro-

versia a priorizar ciertos abordajes por sobre otros, 

como el colapso del sistema de salud y las expectati-

vas e ilusiones que trae a la sociedad la llegada de 

una vacuna. Como otro aspecto a destacar, se seña-

la la presencia de un producto científico (en este 

caso, los estudios realizados en la fase tres de las 

vacunas de Oxford/AstraZeneca y Pfizer/BioNTech) 

utilizado de manera diferente por las dos posiciones 

en debate.  

 

Una controversia de este tipo podrá conside-

rarse cerrada cuando en la comunidad científica se 

encuentre una posición claramente mayoritaria 

sobre el tema. Al momento, esto no sucede en la 

que aquí se analiza. Si bien la clausura de una con-

troversia no puede ser total (es posible que siempre 

quede alguien en desacuerdo), se podrá seguir el 

avance de esta a partir de las decisiones que empie-

cen a tomar distintos países, además del Reino 

Unido. Como propuesta para trabajos futuros, se 

sugiere incorporar la información que se genere 

desde los diversos estudios que se están llevando 

adelante para llegar a una conclusión acerca de la 

posibilidad de modificar esquemas de vacunación. 

Asimismo, se pueden recuperar otros debates que 

han llegado a la esfera pública vinculados al virus 

SARS-CoV-2 y reflexionar si es posible enmarcarlos 

dentro de las controversias científicas.  
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Los Fondos Sectoriales (FS) fueron concebidos en 

Argentina como el instrumento emblemático de lo 

que se denominó una ―nueva generación de políti-

cas‖ orientadas a fortalecer las relaciones entre el 

sector científico y el productivo. Desde su implemen-

tación en 2010, se apoyaron diversos grupos asocia-

tivos para el desarrollo de proyectos en áreas y 

tecnologías consideradas estratégicas. La focaliza-

ción y el fomento de la asociatividad público-privada 

fueron tan significativos en la época que guiaron el 

Plan Argentina Innovadora 2020.  

 

El objetivo de este trabajo es analizar la forma 

que adoptó la definición de las prioridades para la 

convocatoria a FS en Tecnologías de la Información 

y la Comunicación (TIC) y realizar un balance de una 

experiencia asociativa surgida a raíz de la misma. Se 

aborda el caso del Consorcio Asociativo Público 

Privado (CAPP) Tecnópolis del Sur, compuesto origi-

nalmente por la Universidad Nacional del Sur (UNS), 

el Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI), 

cuatro empresas pequeñas y medianas (pymes), la 

Unión Industrial de Bahía Blanca (UIBB) y el Ente 

Zona Franca de Bahía Blanca-Coronel Rosales. El 

grupo asociativo se propone entre sus objetivos la 

conformación de un Parque Científico Tecnológico 

(PCT) con especial énfasis en el desarrollo de pro-

yectos en microelectrónica.  

 

La investigación se inscribe dentro de la tradi-

ción cualitativa de la investigación social, caracteri-

zada por el interés en el significado, la interpreta-

ción y el énfasis en la importancia del contexto y los 

procesos. Los datos fueron recabados mediante 

entrevistas en profundidad a miembros del sector 

científico, productivo y de la política pública en cien-

cia y tecnología, y el análisis documental, específica-

mente de informes y documentos elaborados por el 

Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Pro-

ductiva (Mincyt).  

 

Ahondar en la forma que adquirió el proceso 

de definición de prioridades para el llamamiento y la 

trayectoria de uno de los grupos que se presenta en 

la misma, permite advertir que los actores académi-

cos que tuvieron la iniciativa en la conformación del 

CAPP Tecnópolis del Sur estuvieron asimismo activa-

mente involucrados en la definición de la microe-

lectrónica como área estratégica. El análisis del 

CAPP sugiere que, si bien no surge como respuesta 

a una demanda de conocimiento y la mayor parte de 

sus proyectos no responde a la capacidad que se 

esperaba apoyar, hay elementos que permiten aline-

ar los resultados del grupo con las expectativas de 

la política.  
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Se han distinguido, en términos analíticos, cuatro 

etapas históricas de la Agencia Nacional de Promo-

ción Científica y Tecnológica (Anpcyt), a lo largo de 

las cuales se puede observar cómo se introducen de 

manera paulatina en la cartera de instrumentos 

aquellos orientados a la asociatividad y al financia-

miento de proyectos en áreas identificadas como 

estratégicas (Angelelli, 2011). En la etapa fundacio-

nal (1996-2001) prevalecen los instrumentos bási-

cos de promoción en un contexto de economía es-

tancada y baja prioridad para las políticas de cien-

cia, tecnología e innovación (CTI). La segunda etapa 

(2002-2005) se caracteriza por una diversificación 

de instrumentos en el Fondo para la Investigación 

Científica y Tecnológica (Foncyt) y el Fondo Tecnoló-

gico Argentino (Fontar), la creación del Fondo Fidu-

ciario de Promoción de la Industria del Software 

(Fonsoft) y el crecimiento del número de proyectos 

aprobados en un contexto de recuperación económi-

ca y priorización de políticas de CTI. En la tercera 

etapa (2006-2009) se ponen en marcha instrumen-

tos para incentivar actividades de investigación e 

innovación de tipo asociativo entre investigadores y 

empresas, en un escenario de crecimiento económi-

co y la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología 

e Innovación (Mincyt). Finalmente la cuarta etapa, 

en la cual se inician las actividades del Fondo Argen-

tino Sectorial (Fonarsec), se caracteriza por la imple-

mentación de instrumentos de apoyo a proyectos 

asociativos en sectores y temas identificados como 

estratégicos. Esto se da en el marco de una división 

del trabajo entre el Mincyt —que identifica y prioriza 

los sectores y temas— y la Anpcyt, que instrumenta 

los mecanismos de selección y financiamiento. 

 

Durante lo que se identifica como la tercera 

etapa de la Agencia, la Secretaría de Ciencia y Tec-

nología (Secyt) —antes de su transformación en 

Mincyt— y la Anpcyt —en las gestiones de Tulio del 

Bono y Barañao, respectivamente— negocian con el 

Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 

(BIRF) el apoyo de un programa de crédito que da 

lugar a la creación del Fonarsec y los FS en sectores 

denominados ―de alta tecnología‖: biotecnología, 

nanotecnología y TIC. Con posterioridad se gestiona 

otro préstamo con el Banco Interamericano de Desa-

rrollo (BID) para FS en agroindustria, desarrollo 

social, energía, salud, y ambiente y cambio climáti-

co. El primer grupo financiado por el BIRF se deno-

mina Fondos Tecnológicos Sectoriales (FTS) y el 

segundo, Fondos de Innovación Tecnológica Secto-

rial (FITS) (Del Bello, 2014).  

 

La idea de implementar los FS se venía bara-

jando en las mencionadas gestiones, ante la percep-

ción de que había que dar lugar a nuevos instrumen-

tos que apoyen experiencias de investigación, desa-

rrollo e innovación (I+D+i) de tipo asociativo, más 

allá de continuar financiando a las empresas e 

instituciones científicas por separado, lo cual en 

cierto sentido significaba seguir replicando el esque-

ma de falta de articulación entre ambos sectores 

(Entrevista 9, junio de 2020; Entrevista 10, julio de 

2020; Entrevista 12, julio de 2020).  

 

 

 

La creación del Fonarsec y de los FS tiene lugar en 

un marco más amplio de políticas que promueven 

esquemas de colaboración público-privados orienta-

dos a la innovación. La Organización para la Coope-

ración y el Desarrollo Económico (OECD, por sus 

siglas en inglés), por ejemplo, reconoció cómo en 

estos años la asociatividad público-privada se ex-

pandió entre los países miembros, reflejándose en 

el diseño de nuevos programas y en el aumento de 

su presupuesto (OECD, 2004; OECD, 2004a; OECD, 

2004b; OECD, 2004c). El carácter generalizado de 

este tipo de esfuerzos se puede constatar asimismo 

en un relevamiento realizado por Aggio y otros

(2014), en el cual se identificaron 37 políticas orien-

tadas a la asociatividad público-privada en 18 paí-

ses de Europa, América del Norte, Asia y Latinoamé-

rica. Las mismas variaban según el grado de formali-

dad del acuerdo, las características de los agentes 

involucrados, los esfuerzos que debían realizar los 

distintos integrantes y el tipo de resultados espera-

dos. En el análisis de estas políticas se advierte la 

focalización de los esfuerzos siguiendo criterios 

regionales, sectoriales o tecnológicos. 

 

En América Latina, los instrumentos que pro-

movieron esquemas asociativos tendieron a denomi-

narse FS, si bien adoptaron características específi-

cas en cada país. Los FS brasileros fueron tomados 
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como referencia por gran parte de los países de la 

región, incluida Argentina. No obstante, este caso 

contrasta con el resto en la forma que adquirió su 

esquema de financiamiento. Mientras que en varios 

países de la región se destaca el papel de los orga-

nismos multilaterales —especialmente del BID— en 

Brasil el financiamiento provino de los propios secto-

res productivos a través de impuestos a la importa-

ción de tecnología, pagos de royalties, licencias y 

contribuciones de empresas beneficiadas por incen-

tivos fiscales (Invernizzi, 2003; Emiliozzi, 2020). 

 

En Argentina, los FS tuvieron como anteceden-

te los Proyectos de Áreas Estratégicas (PAE) imple-

mentados por el Foncyt y los Proyectos Integrados 

de Aglomerados Productivos (Pitec) gestionados por 

el Fontar. Con estos instrumentos entró en escena la 

figura de la asociación ad-hoc (AAH). En los PAE, la 

AAH consistía en una asociación de grupos de inves-

tigación que en el caso de proyectos con impacto en 

la producción de bienes y servicios, debía incluir una 

o más empresas o entidades representativas de las 

mismas, mientras que en el de proyectos orientados 

a la resolución de problemas sociales, la AAH debía 

incluir una o más entidades de la sociedad civil 

vinculadas a la problemática. En los Pitec, la AAH 

podía estar compuesta por empresas, asociaciones 

de empresas, instituciones de I+D, centros tecnoló-

gicos, cámaras empresarias y gobiernos locales. 

 

En los PAE, además de estar presente el ele-

mento asociativo, se advierte la focalización del 

esfuerzo en que los proyectos financiados respon-

den a las áreas identificadas como prioritarias en el 

Plan Nacional de Ciencia y Tecnología del Bicentena-

rio 2006-2010. Estos proyectos fueron concebidos 

como ―instrumentos que promueven la integración y 

fortalecimiento del Sistema Nacional de Ciencia y 

Tecnología‖ (Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación Productiva, 2006) a través de la interac-

ción de los organismos productores de conocimiento 

con empresas y entidades de la sociedad civil. No 

obstante, a medida que los proyectos financiados 

avanzaron en su implementación, la evaluación que 

se hizo de ellos fue que la articulación entre las 

partes resultaba escasa y que no predominaba una 

implementación colaborativa (Entrevista 10, julio de 

2020). No colaboraba en la dinámica asociativa de 

los PAE y Pitec, que los proyectos no contaran con 

un financiamiento específico sino que se costearan 

con la cartera de instrumentos existentes y que en 

cada caso se debía pasar por el circuito tradicional 

de cada uno de los instrumentos, lo cual le sumaba 

complejidad a la implementación. Con estas expe-

riencias en marcha, desde la Secyt y la Anpcyt se 

negocia con el BIRF un préstamo para financiar una 

batería de instrumentos orientados a la transforma-

ción del perfil productivo y la articulación entre el 

sector científico y productivo, el cual da lugar a la 

creación del Fonarsec y los FS. 

 

 

 

Los FS fueron concebidos como ―el instrumento 

central para la implementación de una nueva gene-

ración de políticas que intentan fortalecer la vincula-

ción entre el sector científico y tecnológico con el 

sector socioproductivo a fin de contribuir en la solu-

ción de problemas sociales y económicos‖ (Mincyt, 

2010, p. 2). Con este instrumento, que introduce 

una serie de novedades, se esperaba mejorar la 

situación de dos problemas largamente diagnostica-

dos en Argentina: la falta de vinculación entre el 

sector científico y el sector productivo y la baja inver-

sión del sector productivo en I+D (Entrevista 11, julio 

de 2020).  

 

Una de las cuestiones que diferenció a este 

instrumento de otros fue la importancia del financia-

miento otorgado a cada proyecto1 y la exigencia de 

un aporte económico privado de contraparte, por 

ejemplo, en el orden del 40 % del total del mismo 

para la convocatoria en TIC. Otra de las novedades 

fue la formalización de la vinculación entre las par-

tes, mediante la figura del Consorcio Asociativo 

Público Privado (CAPP) como ejecutor y destinatario 

del financiamiento. Funcionaron como supuestos de 

la política que el financiamiento público puede movi-

lizar el privado en I+D, y que existe un correlato 

entre la inversión de los empresarios en el proyecto 

y el compromiso y dinamismo que asumen en él. La 

expectativa de los hacedores de la política estaba 

puesta en que los investigadores y empresarios 

definieran de manera conjunta el curso del proyecto 
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y la gestión del mismo y, en este sentido, se espera-

ban mejores resultados que en el caso de los PAE y 

Pitec.  

 

Dado que el financiamiento provenía de 

préstamos otorgados por organismos internaciona-

les, la implementación de los FS supuso una instan-

cia de negociación entre las partes, y la identifica-

ción de cuestiones específicas a ser apoyadas en 

cada convocatoria. Luego de la definición de las 

tecnologías y sectores, se puso en marcha un con-

junto de mecanismos orientados a la definición de 

prioridades, los cuales tuvieron sus particularidades 

en cada uno de los fondos. Asociado a ello, otra de 

las novedades que instituyen los FS es una clara 

diferenciación de funciones entre el Mincyt, como 

organismo responsable de la definición de las priori-

dades, y la Anpcyt, que queda a cargo de la imple-

mentación.  

 

 

 

La definición de las capacidades que se esperaba 

apoyar en cada convocatoria tuvo lugar en el marco 

de un proceso que fue denominado dentro del Min-

cyt como de ―planificación express‖, dada la ausen-

cia de resultados de planificación previos y la necesi-

dad de responder a los plazos estipulados. La elec-

ción de las tecnologías transversales y los sectores 

responde a esta situación y al hecho de que los 

mismos son habitualmente prioritarios en los países 

desarrollados. Esta estrategia fue expresada por 

Barañao en la publicación oficial Hechos de Ciencia2 

y cuestionada por distintos autores, en la concep-

ción de que los sectores y tecnologías en los que un 

país decide focalizar sus esfuerzos no son algo que 

pueda ―tomarse prestado‖ (Carrizo, 2019, p. 3; 

Hurtado y otros, 2017).  

 

La forma que adoptó la definición de las líneas 

para cada convocatoria implicó no solo considerar la 

relevancia de las mismas, sino también la factibili-

dad de concretar los proyectos. Según expresaron 

quienes estuvieron involucrados en el proceso de 

exploración de factibilidad, esto supuso ahondar en 

el estado del conocimiento para cada sector y tecno-

logía, el interés y las posibilidades de los actores en 

asociarse y la factibilidad de concretar los proyectos, 

lo cual motivó la realización de consultas cruzadas 

entre los distintos actores involucrados. Si bien la 

definición de las prioridades para cada fondo tuvo 

sus especificidades, el conocimiento que los funcio-

narios tenían y que pudieron recabar sobre los po-

tenciales destinatarios de la política constituyó un 

insumo para la definición de las líneas de cada 

convocatoria (Entrevista 11, julio de 2020; Entrevis-

ta 12, julio de 2020). 

 

En lo relativo a las negociaciones que se enta-

blaron con los representantes de los bancos, cabe 

señalar que para estos resultaba particularmente 

importante garantizar cierta objetividad y separar el 

ámbito del saber técnico de los intereses políticos. 

En este sentido los representantes del BIRF, por 

ejemplo, hacían hincapié en que se identificara una 

organización de contraparte con la cual definir los 

temas de la convocatoria y consensuar la toma de 

decisiones, con la idea de identificar a los ―expertos‖ 

y que fuesen ellos los que validaran las mismas. 

Mientras que en el caso de los FITS existía un corre-

lato claro entre el sector y la contraparte,3 en el de 

las tecnologías transversales (biotecnología, nano-

tecnología y TIC) ese correlato no resultaba tan 

evidente. De allí que este organismo realiza una 

preinversión para financiar un estudio de consultoría 

orientado a identificar las líneas prioritarias para las 

convocatorias en biotecnología, nanotecnología y 

TIC. Se esperaba de esta manera entregar un 

―paquete cerrado‖ al ámbito de la política. El grupo 

Sommery Asociados ganó la licitación y realizó el 

estudio sobre la base de consultas a actores consi-

derados por ellos como relevantes. No obstante, el 

trabajo que aportó la consultora no terminó de satis-

facer a los funcionarios del Mincyt, que lejos de 

querer trabajar con un producto cerrado, esperaban 

poder articular con la consultora y complementarse 

en la información con la que ya contaban.  

 

 

 

Para la definición de las líneas prioritarias en TIC, 

resultaron de particular importancia el Libro Blanco 
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de la Prospectiva TIC y una serie de consultas que 

se realizaron desde el Mincyt a distintos actores 

identificados como relevantes. El Libro Blanco… 

recupera una serie de instancias organizadas por el 

Ministerio que tuvieron lugar durante el año 2008, 

orientadas a discutir e identificar las tecnologías, 

áreas de aplicación y de negocios que deberían 

impulsarse de manera prioritaria en el país durante 

los próximos años. De las mismas participaron 

miembros de la academia, la industria y el gobierno. 

El diagnóstico que queda reflejado es que Argentina, 

así como la mayoría de los países de América Latina, 

se encuentra lejos de la frontera tecnológica en 

cuanto a los elementos centrales4 que hacen a las 

TIC, en términos de infraestructura y contenidos. 

Para superar este ―atraso y dependencia tecnológi-

ca‖ resulta central promover no solo cambios rela-

cionados con la educación, la ciencia y la tecnología 

sino también definir las estrategias y especializacio-

nes más adecuadas para aprovechar las capacida-

des locales y las oportunidades globales. En este 

documento, micro y nanoelectrónica, así como inge-

niería de software, señales, tecnologías de las imá-

genes y software embebido, son concebidas como 

las ―áreas tecnológicas‖ que cabría apoyar, ya que 

se las percibe como aquellas en las que es factible 

realizar ciertos avances (Mincyt, 2009).  

 

En lo que se refiere a la microelectrónica, se 

sugiere que la etapa en la que cabría concentrar los 

esfuerzos es en la del diseño de circuitos integrados 

(CI), y que se podría seguir el modelo de las casas 

de diseño (desing house). Esta estrategia se funda-

menta en la separación que tuvo lugar en la indus-

tria entre la etapa del diseño y la fabricación, en que 

el diseño del CI constituye un producto de alto valor 

agregado que no requiere la inversión que demanda 

la manufactura y que hay una demanda global de 

diseños que no se puede satisfacer por completo 

(Mincyt, 2009, p. 247). En este sentido, el plan que 

se propone para impulsar la industria argentina del 

semiconductor consiste en: 1) aumentar sensible-

mente la formación en esta área;5 2) crear un Insti-

tuto Nacional de Diseño que coordine y articule los 

esfuerzos y que defina claramente las unidades de 

negocio, establezca las pautas sobre el manejo de la 

propiedad intelectual, la seguridad jurídica y las 

cuestiones aduaneras; 3) fomentar el surgimiento e 

instalación de compañías de diseño; y en relación 

con los puntos anteriores, 4) posicionar la imagen 

del país como un polo de diseño en microelectróni-

ca.  

 

De los grupos de trabajo que dieron lugar al 

Libro Blanco… participó un equipo de investigadores 

de la UNS que se encontraba desde hacía algunos 

años involucrado activamente —junto con otros 

grupos académicos— en impulsar la especialización 

en microelectrónica en Argentina. El grupo, que ya 

contaba con cierta experiencia en gestionar proyec-

tos con financiamiento de la Anpcyt, fue tenido en 

cuenta para las consultas que se realizaron desde el 

Mincyt, orientadas a terminar de diagramar las 

líneas de convocatoria a FS en TIC. En esta convoca-

toria, una de las capacidades que se decide apoyar 

—el diseño y encapsulado de circuitos integrados— 

corresponde al área de microelectrónica (Mincyt, 

2010), a raíz de lo cual el mencionado grupo se 

presenta y logra obtener el financiamiento para su 

proyecto.  

 

 

 

La iniciativa de conformar el grupo asociativo Tecnó-

polis del Sur surge de un equipo de investigadores 

del Instituto de Investigaciones en Ingeniería Eléctri-

ca Alfredo Desages (IIIE), instituto de doble depen-

dencia UNS-Conicet, que se crea en el año 1997 

sobre la base de las actividades de investigación 

que se venían desarrollando en el Departamento de 

Ingeniería Eléctrica y de Computadoras de la UNS.  

 

A fines de la década de 1990, gracias a las 

relaciones que el actual director del IIIE había esta-

blecido durante su estadía en la Universidad Federal 

de Río de Janeiro (Brasil), tienen lugar una serie de 

acciones que profundizan los vínculos con investiga-

dores de otros países, entre las que cabe mencionar 

la participación de miembros del IIIE en los comités 

de las ―sociedades‖ del Institute of Electrical and 

Electronics Engineers (IEEE) y la visita de profesores 

e investigadores del exterior, algunos de ellos muy 

relacionados con la microelectrónica. En el marco de 

estas relaciones, dos investigadores del IIIE, Pedro y 

Pablo, realizan una estadía en la Universidad de 
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Johns Hopkins (Estados Unidos) que fue particular-

mente significativa para la incorporación de nuevos 

conocimientos y capacidades relativos a esta tecno-

logía. La asimilación de los mismos era una inquie-

tud de estos investigadores, pero según relata uno 

de ellos:   

 

(…) no podíamos pasar esa barrera tecnológica 

de las herramientas. Todo lo que involucra 

hacer microelectrónica, al principio, es un 

salto; una vez que pegaste el salto y sabés el 

software que se usa, cómo acceder a fábricas 

que quedan afuera del país, la cosa va fácil… a 

través de esa experiencia en Estados Unidos 

se nos allanó el camino y después volvimos y 

empezamos a hacer microelectrónica 

(Entrevista 1, mayo de 2018). 

 

Cuando Pedro y Pablo retornan a la UNS, luego de 

sus estadías doctorales y posdoctorales, se confor-

man como grupo de trabajo junto con otro investiga-

dor del IIIE, Favio, quien trabajaba en colaboración 

con un equipo de la Universidad de Sidney 

(Australia) en el área de robótica y vehículos autóno-

mos. Las acciones que estos investigadores desplie-

gan antes de la conformación del CAPP se orientan 

en tres direcciones. Por un lado, impulsan y partici-

pan de actividades tendientes a difundir la microe-

lectrónica en Argentina. Por otro, se presentan en 

distintas convocatorias y obtienen financiamiento 

para el desarrollo de proyectos de I+D y la formación 

de recursos humanos. Por último, conforman unas 

pin off académica. 

 

 

 

Durante el año 2003, junto con otros miembros del 

IIIE, Pedro, Pablo y Favio forman el Grupo de Investi-

gación en Sistemas Electrónicos y Electromecatróni-

cos (Gisse), con una línea de trabajo en microe-

lectrónica, y comienzan a realizar una serie de modi-

ficaciones en los programas de las materias básicas 

y avanzadas de la carrera de Ingeniería Electrónica 

de la UNS para incluir contenidos de CI. Asimismo, 

Pedro y Pablo participan de las reuniones organiza-

das durante el año 2005 y 2006 por miembros del 

Centro de Investigación y Desarrollo de Electrónica e 

Informática del Instituto Nacional de Tecnología 

Industrial (Citei-INTI), quienes tenían la expectativa 

de crear un Centro de Microelectrónica orientado al 

diseño pero no contaban con el financiamiento para 

hacerlo. Las conclusiones del ―Primer Panel de 

Análisis Estratégico en Microelectrónica‖ fueron 

incluidas en el Plan Bicentenario 2006-2010 elabo-

rado por la Secyt, a partir de lo cual se introdujo la 

microelectrónica como área temática prioritaria del 

plan.  

 

En 2005, el Gisse organiza en la UNS la 

―Reunión de Trabajo de Microelectrónica y sus Apli-

caciones‖ (RTMA). En esta oportunidad los investiga-

dores convocan a otros académicos y referentes del 

área de la electrónica y la microelectrónica del país y 

del exterior.6 La reunión se planteó con el objetivo 

de generar un espacio de encuentro destinado al 

intercambio de ideas sobre las oportunidades y 

posibilidades de desarrollo de esta tecnología en 

Argentina. Asimismo, se consensuó la iniciativa de 

mantener el espacio de encuentro y debate regular 

entre aquellos interesados en la tecnología. La pri-

mera propuesta que se concretó en este sentido fue 

la creación de la Escuela Argentina de Micro-

nanoelectrónica, Tecnología y sus Aplicaciones 

(Eamta), la cual se realizó por primera vez en el año 

2006 en la UNS y a partir de entonces, se lleva 

adelante anualmente en distintas sedes.7 

 

 

 

La segunda orientación de las acciones del grupo 

consistió en la obtención de los medios y la realiza-

ción de proyectos de investigación y formación de 

recursos humanos en los temas de redes de senso-

res y microelectrónica, desde los cuales a su vez se 

establecieron nuevas relaciones de cooperación con 

otras instituciones. Estos proyectos se llevaron 

adelante con financiamiento proveniente de la Anp-

cyt, Conicet y UNS y fueron dirigidos generalmente 

por Pedro, quien había acumulado ciertos méritos 

académicos, plasmados en el Premio Houssay que 
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recibió en el año 2010 en la categoría ―Menores de 

45 años” para el área de ingenierías, arquitectura e 

informática. 

 

Para el caso de los proyectos financiados por 

Anpcyt, cabe recordar que la microelectrónica consti-

tuía una de las áreas prioritarias del Plan Bicentena-

rio y en consecuencia una de las áreas que se deci-

de apoyar en las convocatorias. Un proyecto signifi-

cativo de esta etapa fue financiado por el Foncyt en 

el marco de la convocatoria al Programa de Recur-

sos Humanos (PRH) en Áreas Tecnológicas Priorita-

rias, ya que permitió la obtención de diez becas 

doctorales. El proyecto se denominó ―Formación de 

una masa crítica de recursos humanos en análisis y 

diseño de micro y nano circuitos sistemas sensores 

y estructuras‖ y convocó a candidatos de distintos 

puntos del país para realizar estudios de doctorado 

en la UNS. 

 

La convocatoria a PAE del Foncyt marcó el 

inicio de una serie de proyectos asociativos, de los 

cuales participaron junto con los actores con los 

cuales se habían relacionado a raíz de la RTMA, 

Eamta y Camta, así como con algunas empresas. El 

Gisse, junto con el Citei y el Grupo de Microelectróni-

ca de la Universidad Católica de Córdoba, llevan 

adelante el PAE ―Proyecto integrado en el área de 

microelectrónica para el diseño de circuitos integra-

dos‖, en el cual se realizan actividades en colabora-

ción con empresas, se forman nuevos investigado-

res y se adquiere equipamiento para el diseño, 

simulación, caracterización y testeo de CI así como 

licencias de software. En virtud de este proyecto se 

conforma la Asociación para el Diseño de Circuitos 

Integrados en Argentina (Adcia). En el año 2008 se 

firma un convenio entre la UNS y la Universidad 

Nacional de Chiao Tung (Taiwan) y otro entre Adcia y 

el Programa Nacional para el Diseño de Sistemas en 

Chip de Taiwan, para la colaboración en el diseño y 

fabricación de CI. Esta relación permitió, entre otras 

cuestiones, la fabricación de prototipos en Taiwan 

diseñados localmente. Otro proyecto PAE del cual 

participa el Gisse junto con el Citei y el grupo Dispo-

sitivos Micro Electromecánicos (MEMS) de la CNEA 

estuvo orientado al diseño, fabricación y caracteriza-

ción de micro y nanodispositivos para aplicaciones 

en el área espacial, la seguridad y la salud. 

 

Finalmente, a partir de las relaciones que Favio 

había establecido con un grupo del Centro Australia-

no de Robótica de Campo (ACFR) de la Universidad 

de Sidney y del trabajo de colaboración que se abrió 

como resultado de las mismas entre este grupo y el 

Gisse, tuvo lugar la creación de la primera spin off 

de la UNS, Acumine S.A. El proyecto de I+D colabora-

tivo estaba orientado a encontrar una solución al 

problema de los accidentes por colisión en las explo-

taciones mineras. 

 

Luego de aproximadamente tres años de 

investigación, los académicos identificaron que se 

puede obtener un producto con potencial comercial 

a partir de los resultados que estaban alcanzando. 

La creación de la spin off, no obstante, respondió 

inicialmente a la necesidad de realizar pruebas de 

campo, de allí que el grupo australiano y el Gisse 

decidieran crear cada uno una empresa. En la UNS 

no existían antecedentes de estas experiencias ni un 

marco normativo acorde, por lo que una de las difi-

cultades que el grupo tuvo que afrontar fue la lenta 

resolución de los aspectos formales de la empresa 

por parte de la Universidad, que hicieron peligrar el 

aprovechamiento de la ventana de oportunidad del 

desarrollo en el mercado. Al transformarse en em-

presarios, los investigadores enfrentaron numerosos 

desafíos (darle forma a la oportunidad comercial, 

definir su estructura funcional y modelo de negocio, 

conseguir inversores, diversificar su cartera de clien-

tes, etc.) los cuales les permitieron, desde su pers-

pectiva, tener una mejor comprensión de la activi-

dad empresarial (Entrevista 6, mayo de 2019; Entre-

vista 7, mayo de 2019).  

 

 

 

Frente a la convocatoria a FS —que, como se men-

cionó, ofrecía un financiamiento notablemente supe-

rior a lo habitual— Pedro, Pablo y Favio imaginaron la 

conformación de un PCT desde el cual promover la 
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colaboración entre el ámbito científico tecnológico y 

el productivo. Los investigadores lograron el apoyo 

del INTI, gracias a la trayectoria de cooperación que 

mantenían con un grupo del Citei, y a partir de en-

tonces comenzaron a delinear la presentación. En 

ese tiempo obtuvieron asimismo el apoyo de la 

Unión Industrial de Bahía Blanca y de cuatro empre-

sas pyme, tres de ellas localizadas en Bahía Blanca 

y una en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. No 

existía una trayectoria de colaboración previa entre 

los investigadores y los empresarios pyme, como 

tampoco con la cámara empresaria, cuya participa-

ción se explica por el rápido entendimiento que se 

generó entre los investigadores y uno de sus directo-

res, fundado en el supuesto de la trascendencia que 

tendría la conformación de un PCT para la ciudad 

(Entrevista 4, mayo de 2018). Finalmente, al grupo 

asociativo se incorporó el Ente Zona Franca de 

Bahía Blanca-Coronel Rosales, cuya participación se 

explica por una necesidad mutua. La Zona Franca 

no se encontraba operativa y la instalación del pro-

yecto que planteaban los investigadores les resulta-

ba atractiva a sus directivos. Desde el punto de vista 

de los investigadores, la Zona Franca no solo podía 

aportar el espacio físico para el funcionamiento del 

PCT sino también una porción del financiamiento de 

contraparte. Además, la posibilidad de funcionar en 

este entorno resultaba atrayente dadas las facilida-

des que ofrecía para la exportación.  

 

Los investigadores proyectaron articular con 

pymes ―dinámicas‖ y asistirlas en el pasaje de una 

idea o proyecto a un producto tecnológicamente 

avanzado. Para hacerlo en escala, identificaron su 

necesidad de aumentar la cantidad de recursos 

humanos calificados que pudieran colaborar en esta 

tarea, de allí que planificaron un proceso intensivo 

de formación en el nivel de maestría y la compra de 

equipamiento de uso común para la confección de 

prototipos con la calidad necesaria para apoyar la 

creación de nuevos productos y su salida al merca-

do. Asimismo, detectaron la necesidad de contar con 

conocimientos específicos relativos a la gestión de 

los negocios, para lo cual comprometieron a miem-

bros del Departamento de Economía en el proyecto. 

Un componente central de esta planificación lo 

constituye la orientación hacia el mercado interna-

cional. La experiencia que los investigadores esta-

ban acumulando con su propia empresa de base 

tecnológica les hacía pensar que era perfectamente 

factible que las compañías produzcan para la expor-

tación y no solamente para el mercado local. De allí 

que se esperaba brindar a las mismas la asistencia 

para fabricar tecnología con calidad de exportación y 

colocar estos productos en el mercado externo.  

 

 

 

El CAPP Tecnópolis del Sur inició formalmente su 

actividad en septiembre del 2011 bajo la dirección 

técnica de Pedro y la dirección administrativa del 

director de la Unión Industrial. El gobierno municipal, 

si bien no tomó parte formalmente del consorcio, sí 

creó —como resultado de la aprobación del proyecto 

y bajo el paradigma del desarrollo local— la Agencia 

Municipal de Ciencia y Tecnología para acompañar 

su desarrollo. El nexo entre el grupo asociativo y la 

Agencia era tal que el mismo director del IIIE fue 

puesto al frente de la misma.  

 

Durante los primeros cuatro años, las activida-

des que se desplegaron en el marco del CAPP gira-

ron en torno a tres ejes: 1) la realización de proyec-

tos con empresas y otras instituciones y la formación 

de recursos humanos; 2) la difusión y promoción de 

la experiencia, y 3) la compra del equipamiento de 

uso común y la adecuación del espacio físico para el 

PCT.  

 

En cuanto al primer punto, la metodología de 

trabajo que se implementó supuso el armado de 

pequeños equipos de trabajo compuestos por una 

empresa, un investigador del IIIE y un magíster en 

formación. Los proyectos se originaron a partir de 

alguna necesidad, problemática o iniciativa prove-

niente de los empresarios, emprendedores o de las 

instituciones. Si bien tuvieron lugar actividades de 

I+D orientadas al diseño de CI, la mayoría de los 

proyectos implicaron otro tipo de conocimientos y 

habilidades, evidenciando la escasa demanda de 

estos desarrollos por parte de las pymes involucra-

das.  
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Al analizar los proyectos que se llevaron ade-

lante se puede observar cierta heterogeneidad entre 

los mismos. Mientras que algunos culminaron en el 

desarrollo de un producto nuevo, otros consistieron 

en la mejora de uno existente, y otros más adopta-

ron un carácter de tipo exploratorio. Asimismo, si 

bien la mayoría implicó actividades de I+D, también 

se desplegaron acciones orientadas a la búsqueda 

de financiamiento, tanto para los desarrollos como 

para la compra de bienes de capital. El plan de 

asistir a las pymes en el pasaje de una idea o pro-

yecto a un producto tecnológicamente avanzado que 

pudiera ser colocado en el mercado internacional 

resultó bastante más lejano de lo previsto al princi-

pio. Algunos proyectos se orientaron al sector agríco-

la ganadero —por ejemplo, la instalación de una red 

de sensores para el monitoreo de variables ambien-

tales— y otros tuvieron aplicación en la actividad 

industrial —como un sistema de asistencia al mante-

nimiento preventivo en plantas industriales—. Final-

mente, mientras que la mayoría se llevó adelante en 

colaboración con empresas, otros se realizaron a 

pedido de organizaciones públicas y privadas (Julián 

y Masson, 2017).  

 

La Agencia Municipal colaboró en difundir que 

en Bahía Blanca se estaba gestando un PCT y que 

existía una vía para la financiación de proyectos, lo 

cual contribuyó a ampliar la base de empresas aso-

ciadas al CAPP. Al cabo de cuatro años, se habían 

realizado más de veinte proyectos con catorce em-

presas, dos grupos emprendedores y organizaciones 

públicas y privadas. Durante este tiempo también se 

formaron veintiún recursos humanos, diecisiete con 

el grado de magíster (Julián y Masson, 2017). Algu-

nos de los nuevos empresarios que se comprometie-

ron en el esquema asociativo eran ex alumnos de la 

UNS, mientras que otros, radicados fuera de la 

ciudad, no tenían relación previa con la misma. La 

mitad de las empresas involucradas en el CAPP en 

el período 2011-2015 no estaban localizadas en 

Bahía Blanca.  

 

Una de las acciones que se llevó a cabo entre 

la Agencia y los investigadores responsables del 

CAPP fue la articulación con actores relevantes de la 

industria electrónica de Tierra del Fuego y del gobier-

no de esta provincia, con la expectativa de explorar 

oportunidades de colaboración, sobre la base de la 

capacidad para el diseño de Tecnópolis del Sur y la 

capacidad de producción de artículos electrónicos 

para consumo de las empresas radicadas allí. Una 

posibilidad que se analizó con las empresas agrupa-

das en la Asociación de Fábricas Argentinas Termi-

nales de Electrónica (Afarte) fue la mejora de pro-

ductos existentes mediante la incorporación de 

internet de las cosas. No obstante, la colaboración 

no prosperó debido a que esta mejora suponía un 

costo de inversión inicial que las empresas no esta-

ban dispuestas a realizar (Entrevista 5, mayo de 

2019). 

 

Otras acciones que se organizaron desde este 

ámbito de gobierno fueron la Ronda Internacional de 

Negocios de la Industria Electrónica, un programa de 

financiamiento para proyectos de desarrollo tecnoló-

gico, un espacio de asesoramiento para emprende-

dores y pymes que se propongan iniciar una empre-

sa o desarrollar un producto innovador, y un progra-

ma de radio orientado a la promoción y difusión de 

la ―cultura emprendedora‖. Si bien la posibilidad de 

que en la ciudad se gestara un PCT generó un gran 

entusiasmo en las autoridades locales, el cambio de 

gestión que tuvo lugar a los pocos meses de su 

creación redujo significativamente el apoyo y los 

recursos con los que se había iniciado este nuevo 

ámbito de gobierno.  

 

Con respecto a la conformación del PCT cabe 

señalar que los investigadores responsables proyec-

taron el establecimiento de este modelo bajo el 

supuesto de que la proximidad física facilita las 

actividades de cooperación entre la academia y la 

empresa. Dado que el financiamiento de los FS no 

podía tener como destino la infraestructura física, el 

PCT se planificó en terrenos de la Zona Franca Bahía 

Blanca-Coronel Rosales, ubicados en la vecina ciu-

dad de Punta Alta.8 A pesar de que el espacio es 

adecuado para el funcionamiento del CAPP, no 

puede utilizarse de la manera prevista originalmente 

dada la reglamentación de la Zona Franca y la impo-

sibilidad de implementar un mecanismo especial 

para la salida de los prototipos y el ingreso de los 

mismos al país. La búsqueda de una solución a este 

problema entre los investigadores, las autoridades 

de la Zona Franca y las del Fonarsec se extendió en 

el tiempo, y dio lugar a una situación en la cual una 

parte de la actividad prevista —la conformación del 
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PCT y la utilización de los equipos para la confección 

de prototipos— quedó paralizada.  

 

 

 

Una vez finalizado el proyecto FS, y por ende el 

financiamiento, se abrió un período de definiciones 

relativo a la continuación de la experiencia asociati-

va. Durante el lapso de un año aproximadamente 

tuvieron lugar distintas reuniones entre los investiga-

dores, los empresarios y algunos miembros de la 

UNS, orientadas a evaluar la experiencia pasada y 

definir su continuidad. En estos intercambios, una 

de las conclusiones a la que se arribó fue que el 

aporte más significativo que la experiencia tuvo para 

las empresas consistió en la posibilidad de acceder 

a nuevos contactos, información sobre las tenden-

cias tecnológicas y el respaldo que les otorga formar 

parte de un grupo compuesto por instituciones 

científicas y empresas (Entrevista 2, mayo de 2018; 

Entrevista 3, mayo de 2018; Entrevista 4, mayo de 

2018; Entrevista 8, mayo de 2019). El aporte cogni-

tivo que los investigadores le pueden proveer a los 

empresarios, si bien es importante, no es lo central 

ni lo único. Lo fundamental en este caso fue la cons-

trucción de lazos de confianza por donde circuló el 

acceso a contactos, información, recursos materia-

les, simbólicos y también cognitivos, lo cual le permi-

tió a las empresas tener mayores oportunidades 

comerciales que las que hubieran conseguido por su 

propia cuenta. 

 

A raíz del acuerdo de continuar colaborando se 

definió reubicar los equipos de la Zona Franca y 

alquilar una nueva sede en Bahía Blanca que funcio-

ne como espacio de reunión. Asimismo, se decidió 

formalizar la experiencia bajo el formato de una 

Fundación de la cual participen los investigadores, 

las empresas y las instituciones en carácter de 

socios. En este esquema, las ―empresas fundado-

ras‖ pagan una cuota mensual destinada a financiar 

ciertas actividades de la Fundación, tales como 

reuniones, encuentros y talleres. 

Para esta etapa se planificó el desarrollo de 

proyectos en los cuales las empresas colaboren 

entre sí —a diferencia de la primera etapa en la que 

los proyectos fueron de tipo individual— y que la 

financiación de las acciones recaiga sobre el sector 

privado. Un ejemplo de esta estrategia es un desa-

rrollo que se lleva adelante entre tres de las empre-

sas originales de Tecnópolis del Sur en el marco de 

un proyecto que tenía una de ellas para la fabrica-

ción de parquímetros. Por otra parte, si bien los 

actores académicos continúan con el objetivo de 

conformar un PCT, este es percibido como de media-

no y largo plazo, ya que reconocen que se trata de 

un proyecto que los excede y que requiere de un 

acuerdo amplio entre los distintos sectores involu-

crados. La Fundación que conforman es visualizada 

como una instancia previa que podría funcionar de 

base sobre la cual construir el PCT.  

 

 

 

Al abordar la forma que adoptó la definición de 

prioridades para la convocatoria a FS en TIC se pudo 

notar que los actores académicos que tuvieron la 

iniciativa en la conformación del CAPP Tecnópolis 

del Sur, contribuyeron asimismo a la introducción de 

la microelectrónica dentro de las líneas de la convo-

catoria. Como se mencionó, en la definición de las 

líneas se contempló no solo la relevancia de la capa-

cidad que sería apoyada, sino también la factibilidad 

de que los proyectos se concreten. Esta evaluación 

de factibilidad se fundamenta en parte en el conoci-

miento que desde el Mincyt se había elaborado 

sobre los potenciales destinatarios de la política. 

 

El seguimiento de la trayectoria del grupo 

académico deja entrever, por un lado, que los inves-

tigadores llegan a la convocatoria a FS habiendo 

propiciado la conformación de un conjunto de redes 

en el ámbito local e internacional, a través de las 

cuales fue posible la difusión, intercambio y produc-

ción de conocimiento en microelectrónica, lo cual a 

su vez les permite posicionarse como un grupo de 

relevancia y referencia en este campo. Por otra 

parte, permite reconocer que ganan experiencia en 

la gestión de proyectos tanto de tipo estrictamente 
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académico como de aquellos en los que se requie-

ren habilidades asociativas y de interacción con 

actores no académicos. Finalmente, se involucran 

en una iniciativa poco frecuente, como lo es la con-

formación de una empresa de base tecnológica. 

Estas aptitudes parecen haber sido reconocidas por 

ciertas autoridades del Mincyt, que los identifican 

como un equipo con las capacidades necesarias 

para llevar adelante un proyecto de FS. El grupo es 

tenido en cuenta, no solo en la consulta que dio 

lugar al Libro Blanco de la Prospectiva TIC, sino 

también en las que se realizaron desde este ámbito 

de gobierno para terminar de diagramar la convoca-

toria a FS en TIC.  

 

No obstante, en el Libro Blanco…, la propuesta 

para especializarse en microelectrónica tenía como 

eje la inserción en la cadena global del semiconduc-

tor participando en la etapa del diseño mediante la 

conformación e instalación de casas de diseño 

(desing houses). El modelo en el caso de los FS, por 

las propias características de la política, consistía en 

mejorar la productividad de las empresas locales 

mediante la incorporación de microelectrónica. Los 

resultados de los proyectos que tuvieron lugar en 

Tecnópolis del Sur muestran que esta estrategia 

contó con poco acompañamiento por parte de las 

pymes locales.  

 

La conformación del CAPP no surge como 

respuesta a una demanda de conocimiento surgida 

del sector productivo, sino que se trata de una inicia-

tiva de un grupo de actores académicos en un con-

texto de disponibilidad de fondos públicos. El análi-

sis del grupo asociativo permite reconocer dos eta-

pas. La primera parece haberse sustentado en el 

incentivo que significó el acceso al financiamiento 

público, mientras que la segunda parece responder 

a la confianza y al entendimiento mutuo que se 

generó entre investigadores y empresarios durante 

los primeros años de la experiencia. Durante esta 

última etapa, la intención de desarrollar proyectos 

que impliquen la inversión de fondos privados y la 

colaboración entre las empresas —a diferencia de la 

primera etapa, en la cual los proyectos adoptaron un 

carácter individual— parece evidenciar una compleji-

zación de la relación asociativa, aunque la misma 

continúa bajo el liderazgo de los actores académi-

cos. En este sentido se puede hacer referencia a un 

CAPP cuyos resultados están en sintonía con las 

expectativas que se habían planteado desde la 

política pública, en particular en lo relativo a aumen-

tar el financiamiento privado en I+D y fortalecer las 

relaciones entre los actores. 

 

La planificación de un PCT respondió a la 

confianza que despierta este modelo como dinami-

zador de las relaciones entre el sector científico y el 

productivo, bajo el supuesto de que la proximidad 

física incentiva las interacciones, las actividades de 

innovación, la promoción de nuevas empresas de 

base tecnológica y el desarrollo económico del en-

torno. Si bien en este caso no se logró conformar el 

PCT como estaba previsto originalmente, sí tuvieron 

lugar una serie de procesos de producción, circula-

ción y uso del conocimiento orientados a mejorar la 

competitividad de las empresas. De allí que, mien-

tras que la reunión de instituciones de ciencia y 

tecnología y empresas en un PCT no necesariamen-

te deriva en actividades de intercambio de conoci-

miento, las mismas se pueden dar a un entre acto-

res geográficamente distantes. La mitad de las 

compañías que entablaron una cooperación con los 

investigadores durante el período 2011-2015 no se 

encontraban ubicadas en Bahía Blanca. En el con-

texto de uso generalizado de las TIC, parece relativi-

zarse la importancia de la cercanía física y de la 

copresencia, que subyace al modelo de PCT.  
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En la Argentina las controversias científicas vincula-

das a los transgénicos fueron escasas. La más 

cercana en el tiempo, generada en torno al glifosato, 

tomó mayor notoriedad en 2009 de la mano del 

―estudio de Carrasco‖, el cual puso en primera plana 

sus posibles efectos teratogénicos, es decir, la pro-

ducción de malformaciones en el desarrollo embrio-

nario de anfibios (Pellegrini, 2013).  

 

Una controversia supone interacción, actividad 

comunitaria, conflicto, contradicción; tendencias 

unificadoras y divergentes entre grupos antagonis-

tas, y se caracteriza por tener cierta resistencia en el 

tiempo y el espacio. Constituye una condensación 

de profundas contradicciones teóricas, sociales o de 

otro tipo (Brante, 1990, pp. 36-37).  

 

En el caso del glifosato son tantos y tan varia-

dos los actores, intereses y niveles de análisis 

(científico-tecnológico, sanitario, económico, político, 

social) que han transformado a este herbicida en 

una suerte de collage donde mirar todos los ingre-

dientes y tonalidades que una controversia puede 

tener. En los últimos tiempos, esta se ha retroali-

mentado en el ámbito local de manera notoria, 

mientras que en otros países se ha mantenido vi-

gente y renovando con cada decisión de los organis-

mos regulatorios y con cada litigio mediático. 

 

Abordar la controversia permite, por ejemplo, 

indagar si los distintos actores involucrados             

—comunidades afectadas, periodistas, funcionarios 

públicos, etc.— se apropiaron de argumentos científi-

cos y los resignificaron, o si se expandió mucho más 

allá ―de su ámbito de incidencia habitual‖ (Pellegrini, 

2013, p. 219). Es este un punto de partida, a fin de 

dar cuenta de las múltiples interacciones, apropia-

ciones y resignificaciones, incluso semánticas, des-

plegadas a través de los diferentes discursos 

(productivos, científicos, ecologistas, regulatorios). 

 

El presente trabajo analizará la controversia 

científica y pública sobre el glifosato, partiendo de 

un recorrido histórico y regulatorio del herbicida, 

para adentrarse en las discusiones locales e interna-

cionales acerca de su impacto a través de regulacio-

nes, artículos científicos y debates públicos. Lejos de 

resolverse, la controversia explicita discusiones 

profundas aún no saldadas. 

 

 

 

La agricultura en Argentina ha incorporado a lo largo 

de los últimos 30 años altos niveles de tecnificación 

con el objeto de aumentar la productividad 

(Andrade, 2017). El uso de fitosanitarios con el fin 

de preservar los cultivos contra plagas o enfermeda-

des ha sido parte de este proceso. Un producto 

fitosanitario puede ser de origen biológico 

(bioinsumos) o químico (agroquímicos o agrotóxi-

cos), y comprende 
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(…) cualquier sustancia o mezcla de sustan-

cias destinada a prevenir, controlar o destruir 

cualquier organismo nocivo, incluyendo las 

especies no deseadas de plantas o animales, 

que causan perjuicio o interferencia negativa 

en la producción, elaboración o almacena-

miento de los vegetales y sus productos. El 

término incluye coadyuvante, fitorreguladores, 

desecantes y las sustancias aplicadas a los 

vegetales, antes o después de la cosecha, 

para protegerlos contra el deterioro durante el 

almacenamiento y transporte (Resolución 500, 

2003). 

 

En años recientes y mediante diferentes políticas, 

como la creación del Programa de Fomento de Uso 

de Bioinsumos Agropecuarios (Resolución 256 de 

2015, Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, 

8 de mayo de 2015), se viene promoviendo e incre-

mentando el uso de productos biológicos como 

microorganismos (bacterias, hongos y virus), artrópo-

dos o extractos de plantas, para controlar organis-

mos nocivos o como fertilizantes biológicos. 

 

Si bien el origen de los agroquímicos se remon-

ta al siglo XIX, comienzan a utilizarse de manera 

más notoria a partir de la década del 40; muchos de 

ellos, fruto de investigaciones surgidas al calor de la 

Segunda Guerra Mundial (dicloro difenil tricloroeta-

no, DDT, en EE. UU., organofosforados en Alemania) 

e incluso de la guerra de Vietnam (agente naranja). 

A mediados de los 50 el stock no era mayor a 30 

principios activos —muchos de los cuales, altamente 

tóxicos, hoy se encuentran prohibidos en el mun-

do—. En la actualidad existen cerca de 900 sustan-

cias utilizadas en más de 40 mil preparados comer-

ciales registrados a nivel internacional. La Agencia 

de Protección Ambiental (EPA, por sus siglas en 

inglés) de Estados Unidos estima que su uso se 

duplicó entre 1960 y 1980. Hoy se utilizan en los 

Estados Unidos más de 372 millones de k/año, y 

esta cifra asciende a 1800 millones a nivel global 

(Benbrook, 2016). 

 

El glifosato es un principio activo herbicida no 

selectivo que se usa para controlar las malezas que 

compiten o pueden llegar a competir con los cultivos 

por recursos como la luz, el agua y los nutrientes. La 

molécula fue descubierta por el químico Henri Mar-

tin en 1950, y al no encontrarle aplicaciones la 

vendió a otras compañías. John Franz, químico de 

Monsanto, fue quien identificó su actividad como 

herbicida en 1970. A partir de ese momento, el 

glifosato fue comercializado bajo el nombre de 

Roundup, y la patente estuvo vigente hasta el año 

2000. En la actualidad es fabricado por múltiples 

empresas. Aproximadamente el 95% de los lotes 

que se manejan con siembra directa usan glifosato 

en algún momento del ciclo (Consejo Argentino para 

la Información y el Desarrollo de la Biotecnología 

[Argenbio], 2021). 

 

Diversos estudios han demostrado que, una 

vez aplicado, es fuertemente absorbido por compo-

nentes del suelo tales como arcillas, óxidos de hierro 

y ácidos húmicos. Además, sufre una importante 

degradación, sobre todo de tipo biológico, siendo su 

metabolito mayoritario el ácido aminometilfosfónico 

(AMPA). De acuerdo con estos datos, no sería previ-

sible su presencia en altas concentraciones en las 

aguas subterráneas y/o superficiales (Camino y 

Aparicio, 2010, p. 10). 

 

Por contraposición a otro tipo de productos, la 

introducción del glifosato —una tecnología novedosa 

en el mercado de los herbicidas— presentó grandes 

ventajas frente a otras sustancias utilizadas hasta el 

momento, cuya persistencia en el ambiente generó 

(y genera aún hoy) grandes preocupaciones por su 

carácter altamente tóxico (―Persisten pesticidas 

organoclorados pese a prohibición‖, 2020, 8 de 

abril). Pero no fue hasta la década del 90 cuando se 

transformó en un boom mundial (ver gráfico 1), de la 

mano de los organismos genéticamente modificados 

(OGM). Resultaba de fácil aplicación y gran efectivi-

dad, y además poseía ventajas ambientales, al ser 

un producto ―banda verde‖ (Seifert, 2009, 25 de 

abril), es decir, de menor riesgo para la salud y baja 

o nula persistencia debido a su degradación. 

 

 

 

Para comenzar a desentramar las múltiples dimen-

siones de esta controversia tecnocientífica pública, 
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es importante conocer cómo es regulada esta tecno-

logía. Una de las afirmaciones más frecuentes en los 

sectores desarrolladores de agroquímicos es que 

lograr una molécula nueva es un proceso complejo, 

costoso y que demanda muchos años (CropLife Latin 

America, 2021). Es por ello que el stock de varieda-

des en uso en el país es acotado, sobre todo aten-

diendo a la resistencia en malezas (Acciarresi, 2008, 

21 de abril), problemática en crecimiento en el país 

y en el mundo que obliga a aplicar una combinación 

de productos para combatirlas. 

 

El proceso de producción de un agroquímico 

implica al menos tres fases: sintetizar el ingrediente 

activo en laboratorio; desarrollar la fórmula que se 

preparará —líquida o en polvo— y, por último, el 

registro: someterlo a pruebas de campo, y luego 

aprobar su comercialización. La fabricación debe ser 

respaldada por investigaciones que avalen su segu-

ridad de uso y baja toxicidad. Para autorizar su 

venta, tienen que suministrarse datos adecuados 

que demuestren que es estable y seguro para ser 

manipulado por el operador, quien además debe 

observar ciertas normas de seguridad, y que los 

consumidores de los cultivos tratados no están en 

riesgo  (Serafino, 2015). Las toxicidades relativas se 

pueden comparar en forma de DL50 (dosis letal 50) 

oral o dérmica aguda para ratas1 (Labrada y otros, 

1996). En el caso del glifosato, la DL50 es >5000, 

calificada como de baja toxicidad, o sea, mucho más 

baja toxicidad que la de la aspirina (1750) o de la 

sal común (3000) (Labrada y otros, 1996). 

 

En Argentina, el registro y aprobación está a 

cargo del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad 

Agroalimentaria (Senasa), organismo descentraliza-

do, de la órbita del Ministerio de Agricultura, Gana-

dería y Pesca. La evaluación la realizan expertos 

técnicos, a partir de la información remitida por las 

empresas. Los estudios presentados son confiden-

ciales por motivos comerciales (espionaje industrial). 

Solo se publica el marbete y la hoja de instruccio-

nes. Asimismo, de manera rutinaria, el Senasa da de 

baja productos del Registro por diversos motivos, 

por ejemplo, por afectar ―objetivos no -

blanco‖ (Aranda, 2011, 15 de agosto). Según la 

Resolución 350/99 del Senasa, el principio activo 

glifosato está dentro del grupo de activos de impro-

bable riesgo agudo en su uso normal, clasificado en 

la categoría de menor riesgo toxicológico (Clase IV), 

es decir, productos que normalmente no presentan 

peligro (banda verde), adoptada por este organismo 

en consonancia con organizaciones internacionales 

que lo han evaluado. 

 

En Europa, el cuerpo encargado de regular el 

Gráfico 1. Evolución del consumo global de glifosato 

Fuente: Székács (2018). 
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uso de estas sustancias es la Autoridad Europea de 

Seguridad Alimentaria (EFSA), mientras que en 

Estados Unidos es la Agencia de Protección Ambien-

tal (EPA). 

 

 

 

Una controversia científica implica un debate, dispu-

ta o desacuerdo sobre un tema o cuestión vinculado 

con la ciencia. Debe ocurrir durante un período 

prolongado o involucrar a muchas personas; tiene 

que haber argumentos y contraargumentos (Martin, 

2014; Mullin, 1987). Pero este caso en particular 

comprende, además, componentes no epistémicos. 

 

Para comenzar a rastrear el origen de la con-

troversia sobre el glifosato, es menester hacer refe-

rencia a los primeros indicios o esbozos de conflicti-

vidad con la temática general de los agroquímicos. 

 

En 1962, Rachel Carson (1962) publicó Prima-

vera silenciosa alertando sobre las poblaciones 

decrecientes de insectos, aves y otros animales, 

como consecuencia del uso indiscriminado de dife-

rentes pesticidas, especialmente el DDT, haciéndose 

eco de algunas incipientes investigaciones sobre los 

efectos de estas sustancias. La EPA decidió prohibir-

lo en el año 1972. 

 

Si bien los agroquímicos se usaron desde el 

siglo XIX, no fue hasta este momento que se genera-

ron movimientos sociales y ambientales que abrie-

ron el debate sobre su uso, así como investigaciones 

científicas sobre posibles impactos en la biodiversi-

dad y la salud humana.  

 

Respecto del glifosato en particular, recién en 

el siglo XXI se empieza a indagar sobre sus efectos 

toxicológicos y ambientales de manera crítica. Las 

publicaciones iniciales eran realizadas en su mayo-

ría por científicos de Monsanto, y respondían a 

evaluaciones vinculadas con su efectividad, interac-

ciones con el ambiente, etc. (Sosa y otros, 2019). En 

Argentina, el estudio de Carrasco (2009) comenzó a 

visibilizar a los agroquímicos —principalmente al 

glifosato— como una problemática para la salud (no 

solo de los aplicadores) y para el ambiente.   

 

En las controversias un fenómeno puede ser 

interpretado de maneras diversas; esto supone 

cierta flexibilidad interpretativa (Pellegrini, 2019)al 

producirse una disputa dentro de un mismo círculo 

social. Esta idea permite repensar cómo son utiliza-

dos los datos en las interpretaciones realizadas 

sobre ―la realidad‖ por parte de los grupos antagóni-

cos, sus argumentos y contraargumentos, y las 

estrategias con que se han hecho públicos. En este 

sentido, es preciso indagar las interpretaciones 

realizadas sobre la peligrosidad o baja peligrosidad 

del glifosato. No solo involucra a la ―comunidad 

científica‖, se trata de un proceso dinámico y hete-

rogéneo en el que la producción de conocimiento 

sobre el caso es apropiada y resignificada por los 

diferentes actores, en relaciones sociales más am-

plias que las de su profesión (Pellegrini, 2013). 

 

Iniciado el despegue del glifosato en los 90, la 

EPA (1993) y la Organización Mundial de la Salud 

(OMS) lo clasificaron como de baja toxicidad, en 

coincidencia con lo declarado por la industria. En el 

2000, y luego de varios análisis, el comité de exper-

tos de la EPA concluyó que en las condiciones de 

uso actuales y esperadas no presentaba riesgos 

para la salud humana (65 Federal Registration 

57957, 2000). 

 

 A partir de 2015, la OMS introdujo al herbicida 

en la clasificación 2.ª, como ―probablemente can-

cerígeno‖. Cuatro de los organismos autárquicos que 

realizaron la evaluación se expidieron sobre el glifo-

sato; uno solo —el Centro Internacional de Investiga-

ciones sobre el Cáncer (IARC)— lo calificó como 

―probablemente cancerígeno‖. Para fundamentar 

esta posición, se revisaron más de 1000 estudios 

(IARC, 2015), a través de los cuales se concluyó que 

había una evidencia limitada en relación con el 

glifosato y el cáncer en aquellas personas expuestas 

de manera más directa, como es el caso de los 

agricultores; mientras que había fuerte evidencia de 

que producía tumores en animales de laboratorio.  

 

Esta clasificación del IARC se constituyó en 

uno de los argumentos principales de los movimien-
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tos sociales y ambientales para pedir su prohibición, 

como también de los discursos de ciertos sectores 

de la ciencia local: 

 

De ese modo, la OMS confirmó lo que hace 

más de una década afirman pueblos fumiga-

dos, vecinos en lucha, organizaciones sociales 

y académicos que no responden al sector 

empresario… que existen ―pruebas‖ de que el 

herbicida puede producir cáncer en humanos y 

en animales de laboratorio (Aranda, 2015, 22 

de marzo). 

 

Por contraposición, la clasificación del IARC sobre el 

glifosato es puesta en duda, como parte de la argu-

mentación de la industria, de los reguladores y algu-

nos expertos, que esgrimen ciertas ―objeciones‖ a 

sus características. Por ejemplo, para la Cámara de 

la Industria Argentina de Fertilizantes y Glifosato 

(Ciafa): “La clasificación del IARC, ubica al glifosato 

en el mismo nivel que otras actividades como tomar 

mate con agua muy caliente, o ser peluquero, o 

comer tocino o cualquier otro producto derivado de 

la carne‖ (Mulet, 2018; Ciafa, 2018). 

 

En resumen, la conclusión fue interpretada por 

ciertos movimientos ambientales como prueba de la 

nocividad de la sustancia, mientras que para otros 

sectores resulta cuando menos una clasificación 

cuestionable. 

 

Lejos de concluir la disputa por la clasificación, 

en 2016 la propia OMS junto con la Organización de 

las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agri-

cultura (FAO) realizaron una reunión conjunta sobre 

residuos de plaguicidas (JMPR), y concluyeron que 

era ―improbable‖ que el glifosato represente un 

riesgo cancerígeno para los seres humanos: ―en 

vista de la ausencia de un potencial carcinogénico 

en animales y la falta de genotoxicidad en pruebas 

estándar‖ (OMS, 2016, p. 2). 

 

En 2017 la Comisión Europea renovó el permi-

so para su uso hasta el 2022. El Instituto de Evalua-

ción de Riesgos de Alemania realizó un estudio 

sobre evaluación de riesgo, incluyendo el informe 

realizado por IARC y artículos científicos de las últi-

mas cuatro décadas, y llegó a la conclusión de que 

no mostraba ―propiedades carcinogénicas ni mu-

tagénicas‖ como tampoco ―efecto tóxico sobre fertili-

dad, reproducción o desarrollo embrionario‖. En 

tanto la EPA anunció, en 2019, que mantenía su 

estatus afirmando que ―no hay riesgos para la salud 

pública cuando el glifosato es usado según su eti-

queta y que no es carcinogénico‖ (EPA, 2019, 8 de 

julio). 

 

En los argumentos y contraargumentos de esta 

disputa pública se encuentran involucrados los 

artículos científicos, los ensayos en laboratorio y/o a 

campo, los organismos de regulación y las investiga-

ciones que se realizan o que no se llevan adelante. 

Ahora bien, ¿quiénes son los expertos que confor-

man estos organismos?; ¿existen intereses que 

motivan sus evaluaciones?, ¿son independientes?; 

¿puede un estudio que representa a Monsanto, ser 

igualmente válido? 

 

La ciencia ―regulativa‖, a diferencia de la cien-

cia ―normal‖, se genera en el marco de una contro-

versia tecnocientífica pública (CTP), no goza de la 

revisión por pares y es poco afecta a la incertidum-

bre, por lo que sus resultados promueven acciones 

políticas o normativas (Aibar, 2002, p. 3). Los exper-

tos se convierten en participantes activos que bus-

can reforzar sus argumentos bajo el peso de 

―dictamen científico‖. En el caso del Senasa, los 

evaluadores son expertos provenientes de carreras 

vinculadas a la química y a la agronomía. Con res-

pecto a EFSA, además del personal técnico, hay 

científicos e institutos de investigación que trabajan 

en articulación. 

 

En cuanto a la pretendida neutralidad y el 

debate sobre los intereses, es preciso destacar la 

habitual carga peyorativa que conlleva el término. En 

el ethos mertoniano (Merton, 1940), el imaginario 

social parte de un estado deseable de ―neutralidad‖, 

ajeno a cualquier interés espurio. Pero aun cuando 

los científicos involucrados sean ―independientes‖, 

también poseen sus propios intereses. Por ejemplo, 

aquellos vinculados al capital simbólico, implicado 

en la participación de una controversia versus gran-

des corporaciones, en la visibilidad ganada por su 

equipo ante la sociedad, o en la búsqueda del reco-

nocimiento de los pares.  
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Para el análisis de este caso resulta significati-

va la noción de conflicto de interés y el rol de los 

cuerpos regulatorios. Algunos autores han sugerido 

que ―la sospecha sobre los científicos, ingenieros, 

políticos y corporaciones comerciales que utilizan la 

ciencia para impulsar una agenda, o para promover 

o socavar una tecnología se ha generaliza-

do‖ (Jasanoff, 1994; Grundmann, 2017, p. 30). En 

Argentina, estas sospechas recaen sobre la Comi-

sión Nacional Asesora de Biotecnología Agropecua-

ria (Conabia), organismo regulador de OGM, e inclu-

so del propio Senasa, a cargo del registro (Aranda, 

2017, 13 de agosto).  

 

Pensar en los intereses de los científicos per-

mite darle sentido a su accionar, pero ello no implica 

no guardar un compromiso con su práctica o que 

esta sea inválida (Pellegrini, 2013). Todas las inves-

tigaciones involucran de algún modo diferentes 

intereses y motivaciones. Y aun cuando las empre-

sas presenten sus propios estudios, donde parecería 

ser ―evidente‖ la motivación, no por ello supone que 

el científico que los llevó a cabo no haya realizado 

de manera rigurosa los ensayos, es decir, no signifi-

ca que la investigación sea inválida. Con relación al 

glifosato, uno de los puntos más cuestionados es el 

uso de los estudios de Monsanto en las evaluacio-

nes regulatorias. 

 

Más allá de las investigaciones conducidas por 

las empresas existen otras que indagan sobre el 

perfil de seguridad del glifosato. Por ejemplo, Acqua-

vella y otros (2016) revisaron un corpus de trabajos 

sobre los impactos del glifosato en la salud; Mesna-

ge y Antoniou (2017) analizaron diversas publicacio-

nes a través de las cuales concluyeron que el perfil 

de seguridad resultaba controvertido. Muchas de las 

reseñas relevadas han sido publicadas por consulto-

res y empleados de las mismas empresas que co-

mercializan los herbicidas, lo cual pudo tener un 

sesgo favorable a los intereses comerciales. Pero 

también advirtieron que los estudios que sostienen 

que la exposición prolongada al glifosato es respon-

sable de muchas enfermedades (cáncer, diabetes, 

neuropatías, obesidad, asma, infecciones, infertili-

dad y defectos de nacimiento), llegan a conclusiones 

que no están respaldadas por la evidencia científica 

disponible. 

En Europa, luego de que la EFSA renovara el 

permiso al glifosato hasta el 2022, funcionarios 

públicos de diferentes países y pertenencias partida-

rias encargaron una nueva investigación 

―independiente‖ sobre lo evaluado por el Instituto de 

Evaluación de Riesgos de Alemania (Masdeu, 2019, 

21 de enero). La sospecha residía en que, en reali-

dad, el informe hubiera sido realizado por el Glyp-

hosate Task Force (https://www.glyphosate.eu/), un 

consorcio de empresas vinculadas a su producción. 

Se contrató a dos expertos, uno en plagios y un 

bioquímico, quienes realizaron un detallado informe, 

también revisado por pares, y concluyeron que la 

mayor parte del trabajo era un ―corte y pegue‖ de 

informes remitidos por las empresas, es decir, un 

plagio.  

 

El plagio se descubrió exclusivamente en los 

capítulos que tratan de la evaluación de estu-

dios publicados sobre riesgos para la salud 

relacionados con el glifosato. En estos capítu-

los, el 50,1% del contenido se identificó como 

plagio… En los capítulos sobre estudios de la 

industria, la proporción total de copiar y pegar 

es aún mayor, con un 81,4%. Por el contrario, 

aquí, el análisis de los autores del estudio 

reveló que incluso la descripción y explicación 

de BfR del enfoque para evaluar la literatura 

publicada había sido plagiada de la aplicación 

GTF. Por tanto, el BfR había copiado la explica-

ción de Monsanto sobre el enfoque de Mon-

santo al evaluar la literatura publicada, pero la 

había presentado como el enfoque de la auto-

ridad (Weber & Burtscher-Schaden, 2019, pp. 

7-8). 

 

La EFSA, por su parte, desestimó las acusaciones 

aduciendo que resultaba necesario dar más claridad 

a cómo realizaban el informe: 

 

Aunque no hay evidencia de que la evaluación 

del glifosato se realizara de manera inadecua-

da, la EFSA reconoce que se puede hacer más 

para mejorar la claridad y la transparencia en 

la forma en que los Estados miembros llevan a 

cabo sus borradores de evaluación (Masdeu, 

2019, 21 de enero). 

 

https://www.glyphosate.eu/
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Las evaluaciones y declaraciones de los comités 

desplazan el foco de la controversia hacia un lado y 

el otro de la disputa. En muchos de los debates 

públicos se les reclama la realización de 

―investigaciones independientes‖; esto sucede, por 

ejemplo, con el Senasa (―La anticiencia: Las res-

puestas del Senasa‖, 2019, 22 de mayo).  

 

Salter (1987, en Brante y Elzinga, 1990) deno-

mina investigación socialmente obligada a la que se 

genera como producto de la interacción entre cien-

cia, gobierno e industria. Aquellos investigadores 

que participan se ven frecuentemente presionados y 

vinculados a redes sociales mucho más amplias que 

sus propias comunidades disciplinarias, y participan 

de una dinámica con estándares cambiantes, com-

plejizando aún más su actuación. 

 

La confianza en los expertos resulta un ele-

mento fundamental para la toma de decisiones, 

aunque en algunas ocasiones puede verse seria-

mente erosionada (Pellegrini, 2019). En la Argenti-

na, aquellos organismos que avalan el uso del glifo-

sato suelen ser denostados en la controversia públi-

ca por los movimientos ambientales, señalados 

como ―cómplices del ecocidio‖ realizado por las 

grandes empresas, e incluso acusados de brindar 

respuestas ―anticientíficas‖ cuando son interpelados 

por los medios independientes (“La anticiencia: Las 

respuestas del Senasa‖, 2019, 22 de mayo).  

 

La agencia de noticias Reuters realizó en 

2017 una investigación sobre el informe de IARC, y 

descubrió que ―se produjeron ediciones en el capítu-

lo de la revisión que se centra en los estudios con 

animales‖ (Kelland, 2017, 14 de junio). Este capítu-

lo tuvo importancia en la evaluación del glifosato, 

dado que fue sobre el que se decidió que había 

evidencia ―suficiente‖ de carcinogenicidad. La IARC 

había eliminado deliberadamente las conclusiones 

de científicos que no habían encontrado vínculos 

entre el glifosato y el cáncer en animales de labora-

torio. El instituto adujo confidencialidad de la infor-

mación, argumento que suele ser atacado cuando 

se trata de aprobaciones de productos y tecnologías 

por parte de los organismos regulatorios.  

 

 

El 13 de abril de 2009, en la primera plana del 

diario Página 12, un científico hasta el momento 

casi desconocido por la sociedad, Andrés Carrasco, 

denunciaba a la prensa los efectos nocivos del 

glifosato en la salud humana. ―Mancha Venenosa‖ 

fue el nombre que recibió la nota, la primera de este 

tipo y con este alcance (fue tapa) en un medio masi-

vo. Carrasco, quien había sido presidente del Coni-

cet, hizo pública su investigación con carácter de 

denuncia. El objetivo del estudio realizado junto a su 

equipo era evaluar posibles impactos del glifosato 

en el desarrollo embrionario de anfibios. La inocula-

ción del producto de manera directa en los embrio-

nes y en dosis inferiores utilizadas en el campo, 

arrojó efectos teratogénicos en el desarrollo embrio-

nario (malformaciones). Según sus palabras: ―Las 

anomalías mostradas por nuestra investigación 

sugieren la necesidad de asumir una relación causal 

directa con la enorme variedad de observaciones 

clínicas conocidas, tanto oncológicas como de mal-

formaciones reportadas en la casuística popular o 

médica‖ (Aranda, 2009, 13 de abril). 

 

 El hecho de haber dado a conocer sus resulta-

dos sin haber transitado la revisión de sus pares fue 

argumentado a partir de la existencia de un deber 

moral subyacente al riesgo que representaba para la 

salud de la población, y a la urgencia por advertirlo. 

Esta actitud le valió críticas no solo de las autorida-

des del Conicet sino también de muchos colegas 

(Pellegrini, 2013).  

 

Las investigaciones del equipo de Carrasco 

intentaban dar respuesta a una demanda de infor-

mación por parte de las comunidades afectadas por 

el uso de agroquímicos. El tema no formaba parte 

de la agenda científica y esta vacancia, esta ―ciencia 

no hecha‖, se evidenció con la movilización de los 

grupos sociales (Frickel, 2010 en Martin, 2014, p. 

43). 

 

Las personas que comenzaron a alzar la voz 

contra las ―fumigaciones‖, los vecinos, ―las madres 

de Ituzaingó‖, empezaron a organizarse y a buscar 
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información, a cuestionarse sobre lo que estaba 

pasando en su barrio y contabilizar y registrar los 

casos de cáncer y enfermedades crónicas cada vez 

más frecuentes en su propia comunidad, lo que 

Brown (1987) denomina ―epidemiología popular‖. En 

este sentido, Grundman (2017) sostiene que ―las 

personas directamente afectadas por un problema 

ambiental tendrán una conciencia más aguda de 

sus síntomas y una preocupación más apremiante 

por la calidad de las garantías oficiales, que aquellos 

en cualquier otro papel‖ (p. 40). Y al respecto, el 

propio Carrasco sostenía: ―No descubrí nada nuevo. 

Digo lo mismo que las familias que son fumigadas, 

sólo que lo confirmé en un laboratorio‖ (Aranda, 

2014, 10 de mayo). 

 

¿Qué significa atender una demanda de la 

sociedad? ¿Qué implicancias metodológicas conlle-

va? ¿Es lo llevado a un laboratorio prueba suficiente 

de una causalidad directa? ¿Se ―recogen‖ los 

hechos científicos de la realidad? Carrasco sostenía 

que ―daba cuenta‖ de una demanda ignorada, y 

para ello se valía de manera directa de la informa-

ción suministrada por la comunidad, de sus preocu-

paciones e interpretaciones de las causalidades 

glifosato-muerte-cáncer, una suerte de explicación 

emic para la antropología, en tanto tomaba de los 

informantes su propia explicación de los hechos de 

la realidad.  

 

Esta idea de ―recolección‖ de datos y de 

―atención de una demanda‖ permite reflexionar 

sobre las concepciones subyacentes referidas a la 

producción de conocimiento, entendida como una 

suerte de hallazgo, omitiendo el carácter socialmen-

te construido de todo saber. La decisión de hacer 

público el trabajo en un medio de comunicación sin 

la revisión de sus pares le valió el reconocimiento de 

algunos sectores —en particular, movimientos socia-

les y ONG— y el repudio por parte de las autoridades 

del por entonces Ministerio de Ciencia, Tecnología e 

Innovación Productiva y de gran parte del mainstre-

am científico. El equipo de Carrasco respondió a las 

críticas y acusó presiones y persecución, realizando 

una respuesta pública, e invocando el conflicto de 

interés presente en las críticas esbozadas contra su 

trabajo (Carrasco, 2011). 

 

Pero es desde el momento de su publicación 

en una revista científica un año después (Paganelli y 

otros, 2010), y sobre todo a partir de su muerte, que 

el efecto de su trabajo cobró mayor resonancia. 

Varios científicos comenzaron a realizar nuevas 

investigaciones; además, se establecieron los cam-

pamentos sanitarios en los lugares más afectados, 

encabezados por médicos e investigadores de uni-

versidades públicas, que hicieron relevamientos de 

posibles enfermedades y/o muertes vinculadas.  

 

Asimismo, comenzó a conformarse discursiva-

mente un concepto de ciencia disruptiva, digna, que 

no se alinea con actividades extractivistas y poco 

respetuosas del ambiente. Para los movimientos 

sociales/ambientales, Carrasco había sido un cientí-

fico a contrapelo de los intereses, se había enfrenta-

do a las poderosas multinacionales, y a raíz de ello 

fue perseguido. El día 16 de junio —aniversario de su 

nacimiento— fue declarado ―día de la ciencia digna‖ 

por la Facultad de Ciencias Médicas de la Universi-

dad Nacional de Rosario, donde era docente. Su 

nombre se ha ―hecho bandera‖ de varios movimien-

tos ambientales y se crea en su honor el espacio 

Unión de Científicos Comprometidos con la Sociedad 

y la Naturaleza de América Latina (Uccsnal). Para 

esta organización, la ―ciencia digna‖ no es neutra, 

asume su rol político, encarna valores de servicio a 

la comunidad, por contraposición a la tecnociencia 

dominante, hegemónica no solo en espacios de 

investigación sino en las principales revistas de 

publicación, tal como lo había advertido Carrasco en 

su alegato sobre la publicación de los datos por 

fuera del ámbito académico. 

 

Pellegrini (2013) sostiene que aun cuando 

exista una imputación de supuestos vínculos de los 

investigadores, ello ―no exime de analizar la natura-

leza de los argumentos y experimentos realizados en 

cada caso‖ (p. 314). Como se afirmó antes, es impo-

sible pensar científicos sin intereses (aun los consi-

derados independientes); resulta un mito sin correla-

to en la realidad (Jasanoff, 1990, en Grundmann, 

2017, p. 37). 

 

Carrasco se convirtió en emblema de ciencia 

independiente, esto es, no ligada a ―intereses ex-

tractivistas‖. Llegado a este punto, resulta necesario 
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reflexionar de manera crítica sobre las 

―resignificaciones‖ del interés como elementos 

conformantes de la controversia. Según las notas 

relevadas, parecerían existir dos tipos de ―interés‖, 

uno espurio adjudicado a las corporaciones, frente 

al ―legítimo‖ de la ciencia independiente.  

 

El rigor y la calidad de las investigaciones con 

respecto a métodos, desarrollo, producción de cono-

cimiento, implican un proceso que se refrenda por 

pares, sin importar los nombres propios, sean de la 

industria o de la ciencia disruptiva. Sin caer nueva-

mente en valores acríticos, resulta necesario no 

perder de vista las formas de validación del conoci-

miento científico, normas que sostienen y 

―aseguran‖ la idoneidad de los conocimientos produ-

cidos, la calidad de las investigaciones, o al menos 

reaseguran posteriores replicaciones y revisiones 

continuas. 

 

Carrasco denunciaba que la ciencia estaba 

urgida por los grandes intereses económicos, y no 

por la verdad y el bienestar de los pueblos (Aranda, 

2014, 10 de mayo). Argumentaba que su investiga-

ción no transitó los caminos de validación y certifica-

ción, porque ―cuando uno demuestra hechos que 

pueden tener impacto en la salud pública, es obliga-

ción darle una difusión urgente y masiva‖ (Aranda, 

2009, 13 de abril); podría pensarse que quizá su 

interés estaba motivado justamente por la ―salud 

pública‖ y el bienestar de ese barrio que buscó su 

―auxilio‖ para comprobar de manera científica lo que 

observaban. 

 

Las objeciones al estudio estuvieron vincula-

das al diseño metodológico, que implicaba inyectar 

directamente el glifosato en tejidos (placenta) y 

anfibios. Para algunos investigadores (INTA), el 

estudio distaba de replicar ―las condiciones reales‖, 

en las que se tienen en cuenta otros factores 

(Pellegrini, 2013). La cuestión es: ¿cómo se traslada 

y se construye la realidad ―demandada‖ en el labora-

torio?  

 

Respecto de los ―datos‖ aportados —es decir, 

los dichos de las mujeres afectadas—, no se contras-

taban con los relevamientos oficiales (Mulet, 2015, 

agosto). ¿Qué sucede, en general, con el conoci-

miento generado por los legos en las controversias?, 

¿son tomados por la comunidad científica? Tal como 

argumentó Carrasco, los ―datos‖ recolectados por 

los vecinos no eran contemplados en ninguna esfe-

ra. Sobre este punto, resulta interesante retomar el 

aporte que realiza B. Wynne (1989) en su estudio 

sobre los pastores de Cumbria. Luego del fatal acci-

dente en la planta nuclear Chernobyl (en 1986) 

comenzaron a realizarse estudios en numerosos 

lugares de Europa para medir el impacto y el alcan-

ce de la radiación. Wynne investigó sobre los conoci-

mientos locales en Cumbria, específicamente los 

cambios detectados por los pastores en los anima-

les, a partir de su conocimiento sobre su comporta-

miento y el medio y los efectos de las lluvias ácidas 

en las pasturas. La comunidad científica se mostró 

reacia a confiar en los cambios reportados por los 

pastores, lo que llevó a Wynne a sostener que aque-

lla suele observar una actitud de cierta desconfianza 

respecto del saber lego. ¿Es lego el conocimiento de 

las madres del Barrio Ituzaingó? ¿Es una experticia 

ubicua o han logrado alcanzar cierta experticia inte-

raccional a partir de Carrasco?  

 

El investigador tomó los dichos de algunos 

miembros de la comunidad y los hizo parte de su 

investigación, los construyó como datos, a partir de 

vías ―no académicas‖, o al menos no tradicionales. 

Carrasco aducía la urgencia moral que atañe a los 

valores de la salud y la vida humana, y generó un 

nuevo sendero en la construcción del hecho científi-

co. Cabe repensar, a la luz del affaire Carrasco, si 

los valores más apreciados por la ―comunidad‖ 

científica, en cuanto construcción y legitimación 

colectiva como reaseguro de ciencia ―bien hecha‖, 

deben desestimarse ante la urgencia social.  

 

Los actuales campamentos sanitarios (―Los 

Campamentos sanitarios de la Facultad de Ciencias 

Médicas de Rosario‖, 2015, 22 de abril), realizan 

sus investigaciones desde la información que 

―recolectan‖ (construyen) en el campo, a partir de 

las observaciones de los vecinos que también parti-

cipan de los registros, y constituyen así una suerte 

de epidemiología participativa (Brown, 1992). Si 

bien, como sostiene Wynne (1989), ambos conoci-

mientos o experticias (lego-experto) son complemen-

tarias y resulta útil que así sean, es importante no 
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desatender en una controversia los tipos de experti-

cia de sus participantes (Collins y Evans, 2002, p. 

267), y quizá sopesarlas, fundamentalmente cuando 

están en juego decisiones públicas enmarcadas en 

una esfera mayor. 

 

 

 

En el último decenio se fueron realizando local e 

internacionalmente múltiples investigaciones y 

denuncias contra el glifosato como principal causan-

te de envenenamiento de cursos de agua, suelo, 

mortandad de peces y animales. Asimismo, se seña-

laron correlaciones entre su uso desmedido o mal 

uso —o simplemente uso— con un incremento en los 

índices de enfermedades cancerígenas 

(principalmente leucemias en niños), malformacio-

nes animales y abortos espontáneos, e incluso con 

el consumo de drogas o el autismo. Algunos autores 

afirman su carácter como disruptor endocrino 

(Rossi, 2020), mientras que otros sostienen que 

falta evidencia concluyente, y que son necesarios 

estudios a largo plazo (Walsh y otros, 2000; EFSA, 

2015; Mesnage, 2017). 

 

Por ejemplo, algunas investigaciones han 

demostrado la incidencia del glifosato en los cursos 

de agua dulce, dado su excesivo uso —ampliación de 

la frontera agrícola— y por un tiempo prolongado. 

Otras han registrado trazas del producto en sangre y 

orina de los pobladores cercanos a las produccio-

nes, y hasta en telas y tampones de algodón (Télam, 

2015, 20 de octubre). Pagano y Villamil (“Impacto 

de agroquímicos: presentaron el resultado de un 

estudio científico‖, 2015, 15 de diciembre) no corre-

lacionan al glifosato con enfermedades crónicas, 

pero sí destacan su persistencia en fuentes de agua 

y suelo, como lo viene sosteniendo el equipo de 

Camino y Aparicio (2010), de la Estación Experimen-

tal INTA Balcarce. 

 

Por su parte Villamil, profesora titular de Toxi-

cología de la Facultad de Farmacia y Bioquímica 

(UBA), llegó a sostener en una entrevista brindada a 

la Cámara de Sanidad Agropecuaria y Fertilizantes 

(Casafe): 

 

No conozco otro herbicida más seguro e ino-

cuo que el glifosato… Pienso que evidentemen-

te hay muchos intereses que están más allá de 

mi capacidad de poder entender qué es lo que 

ha pasado con el glifosato, que lo han ende-

moniado de tal manera (2018, 12 de noviem-

bre). 

 

Por el contrario, en los noticieros y redes sociales se 

han multiplicado campañas para exigir su prohibi-

ción, a impulso de movimientos de protesta socio-

ambiental, argumentando un mayor número de 

casos de cáncer no contemplado en los registros 

oficiales (Ballesteros y otros, 2016) y/o la fumiga-

ción de escuelas y poblados. ¿Cómo se validan estos 

datos?, ¿a través de los registros oficiales?, ¿tienen 

suficiente capacidad y articulación federal para ser 

un registro confiable?, ¿son válidos como ―datos‖ los 

dichos con nombre propio del personal de salud y de 

los familiares de pacientes? 

 

Otros expertos sostienen que las cifras, tanto 

del Registro Nacional Oncopediátrico Hospitalario 

ROHA (Moreno, 2015) como del Registro Institucio-

nal de Tumores de Argentina (RITA) o del Instituto 

Nacional del Cáncer, no dan cuenta de lo que refle-

jarían los estudios (Ré, 2015, 29 de octubre) o las 

denuncias, y si bien se debe advertir que gran parte 

del trabajo del sector agropecuario es ―golondrina‖ e 

informal; el registro de accidentes de trabajo y de la 

Superintendencia de Seguros de la Nación, muestra 

un indicador muy bajo por intoxicación por agroquí-

micos.  

 

Los expertos en toxicología sostienen que las 

principales intoxicaciones registradas se dan en el 

hogar, con productos domisanitarios, contrariamen-

te a lo sostenido por los estudios adoptados por las 

organizaciones y movimientos sociales ambientales.  

 

 

 

Lejos de concluir la polémica, el glifosato sigue 
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estando en el centro de atención: desde proyectos 

de ley de aplicaciones de agroquímicos que buscan 

―ordenarlas‖ o aquellas que prohíben su uso, hasta 

documentales y múltiples publicaciones en los me-

dios de comunicación. 

 

La controversia excede al glifosato y se extien-

de a las formas de producir y su sustentabilidad. 

Algunos estudios señalan que las condiciones inicia-

les en las que se establecieron los límites del uso 

seguro del glifosato respondían a un contexto dife-

rente al actual, por lo que sería necesaria una reeva-

luación: 

 

Las pruebas iniciales de toxicidad de la indus-

tria sugirieron riesgos relativamente bajos para 

las especies no objetivo, incluidos los mamífe-

ros, lo que llevó a las autoridades reguladoras 

de todo el mundo a establecer límites de expo-

sición aceptables altos. Estudios de epidemio-

logía y animales publicados en la última déca-

da, sin embargo, apuntan a la necesidad de 

una nueva mirada a la toxicidad del glifosato 

(Peterson Myers y otros, 2016, p. 1). 

 

Otras líneas de investigación apuntan a las diferen-

tes interacciones de productos agroquímicos, sus 

componentes (coadyuvantes) y otros elementos 

naturales, como el arsénico (Lajmanovich y otros, 

2019; Gunatilake y otros, 2019), aunque resulta 

difícil replicar en laboratorio interacciones tan com-

plejas. 

 

El caso del glifosato dio visibilidad a una gran 

cantidad de actores, desde comunidades a científi-

cos, funcionarios públicos a jueces, docentes a 

productores y más. La controversia pública repercu-

te cotidianamente, por ejemplo, en las decisiones de 

los gobiernos locales y las regulaciones de los orga-

nismos competentes, en relación con las distancias 

de aplicación o su prohibición. 

 

Para los productores y (algunos) trabajadores 

rurales, el glifosato es sinónimo de eficiencia, de 

baja toxicidad; mientras que para los reguladores, se 

trata de una tecnología no inocua, pero de baja 

peligrosidad, en tanto se observen ―buenas prácti-

cas‖ (Brambilla, 2020). Para los movimientos ecolo-

gistas y sociales —Foro Ecológico Paraná, Naturaleza 

de Derecho, Colectivo Paren de Fumigarnos, Green-

peace, por mencionar algunos—, las buenas prácti-

cas son cuando menos un eufemismo (Ecomundo, 

2019, 7 de mayo), y no inhiben al glifosato de ser 

sinónimo de veneno y de cáncer. Según Paula Blois 

(2018) el glifosato es abordado desde dos puntos 

de vista: por un lado, el ―pragmático/productivista‖ 

que lo defiende como insumo necesario, lo denomi-

na ―agroquímico y/o fitosanitario‖ y habla de 

―pulverizaciones‖. Y por el otro, desde el punto de 

vista precautorio, aquellos que lo consideran un 

veneno (agrotóxico) ―fumigado‖ sobre poblaciones e 

incluso escuelas.  

 

No da lo mismo llamarlo agrotóxico o fitosani-

tario: las palabras tienen una carga política, históri-

ca, y las etiquetas hacen mucho más que informar, 

justamente dotan de sentido e inciden en su inter-

pretación (Pellegrini, 2019, p. 222). El glifosato 

aparece aquí como un artefacto saturado de senti-

dos y resignificaciones. El acto de denominar es 

ante todo político, es 

 

(…) ejercer el control cognitivo: nombrar y 

clasificar resultan las operaciones que permi-

ten construir las categorías de verdad y la 

autoridad para intervenir en la naturaleza y en 

la sociedad. El tipo de verdad que construye el 

relato de la ciencia -absoluta, neutra, universal 

y atemporal- tiene insoslayables consecuen-

cias políticas (Roca, 2012, p. 4). 

 

Denominar de un modo u otro da cuenta de las 

tensiones que subyacen no solo entre los diferentes 

modelos de producción, sino también de validación 

del conocimiento. 

 

Lo interesante de analizar las controversias 

públicas es que también permiten desentrañar un 

abanico de múltiples interacciones y resignificados, 

y también de imágenes de la ciencia, de cómo se 

genera el conocimiento. En esta controversia están 

involucradas acciones, decisiones públicas, políti-

cas, muchas veces emanadas de expertos de los 

organismos de regulación. El rol de los expertos, su 

legitimación, los procesos de regulación, son espa-

cios para profundizar en el debate del glifosato. Y sin 

duda, esta controversia pública tiene muchas más 

aristas que no se han abordado en el presente análi-
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sis, dadas la ajustada extensión y la profundidad de 

la temática.  

 

Finalmente, en la actualidad existen dos pro-

yectos para promover la generación de nuevos cono-

cimientos. Por una parte, el lanzamiento de una 

convocatoria a investigadoras/es y a tecnólogas/os 

que cuenten con resultados de investigaciones y/o 

desarrollos tecnológicos orientados a medir y/o 

estimar el contenido de agroquímicos en suelos, 

agua, aire y organismos biológicos para la creación 

de un inventario nacional. La información que resul-

te del inventario será un insumo para analizar y 

contribuir al desarrollo de formas de producción 

sustentable que permitan la apertura de nuevos 

mercados para la producción orgánica y agroecológi-

ca, y que resulten en beneficios sociales, económi-

cos y ambientales (Ministerio de Ciencia, Tecnología 

e Innovación, 2020). Por otra parte, el proyecto de 

Ley Observatorio de Agroquímicos propone la crea-

ción de un observatorio que contará con un consejo 

directivo formado por distintos representantes de 

organismos del Estado que aportarían a esta pro-

ducción de conocimiento, y un consejo asesor que 

pretende y propone la participación de la ciudadanía 

de manera activa en la configuración de esas políti-

cas públicas. Para repensar de manera crítica la 

intervención en espacios de participación ciudadana 

para la toma de decisiones, como el observatorio 

recientemente creado, resultan útiles los conceptos 

de coproducción (Jasanoff, 2004) y de epidemiolo-

gía popular (Brown, 1987). Los procesos de copro-

ducción suponen una negociación de conocimiento y 

poder, así como la generación tanto de nuevos 

conocimientos como de órdenes sociales. El concep-

to pone de relieve el proceso de creación de conoci-

miento a través de las relaciones de poder, y su 

intersección con los procesos históricos, sociales y 

económicos. En tanto que la experiencia participati-

va en órganos consultivos o asesores por parte de la 

comunidad suele limitarse a una participación de 

carácter ―testigo‖, la epidemiología popular implica 

una participación significativa de los actores socia-

les en la generación de conocimiento.  

 

En nuestro país, desde el affaire Carrasco, la 

participación ciudadana en la esfera de las decisio-

nes tecnocientíficas comenzó a vislumbrarse como 

una posibilidad. Cobró notoriedad a partir de la 

epidemiología popular, los relevamientos barriales 

de enfermedades y decesos, a través de los debates 

públicos, de las denuncias y las acciones judiciales. 

El accionar de Carrasco y de los campamentos sani-

tarios dio lugar a espacios de coproducción, dotando 

de legitimidad al conocimiento no certificado, cons-

truido por los grupos locales. Y en la actualidad, se 

cristaliza en la creación de este observatorio.   

 

Según Ravetz (1993, en Grundmann, 2017) la 

experticia oficial y la no profesional deben conside-

rarse complementarias (p. 40). En esta misma línea, 

Collins y Evans (2002) se preguntan: ¿debería maxi-

mizarse la legitimidad política de las decisiones 

técnicas en el dominio público remitiéndolas a los 

procesos democráticos más amplios, o deberían 

basarse tales decisiones en el mejor asesoramiento 

de expertos? (p. 272). Es necesario destacar que si 

bien la participación puede aportar heterogeneidad, 

el grado de conocimiento y experticia de los partici-

pantes no debería ser ignorado (Pellegrini, 2019, p. 

184). Los conocimientos del ámbito local deberían 

sopesarse si no se combinan con otros tipos de 

experiencia, enmarcándose de un modo particular y 

parcial de la problemática (Collins y Evans, 2002). 

 

En 2018 Monsanto vendió sus acciones a 

Bayer, que deberá hacerse cargo de los millo-    

narios reclamos, que siguen multiplicándose                        

—aproximadamente 52000 en EE.UU. para 2020— 

(UChile, 2020, 27 de abril), por efectos en la salud 

de trabajadores que han manipulado de manera 

directa el herbicida o de comunidades que han sido 

rociadas por este. Sumado a la visibilidad mediática 

de las acciones legales que reavivan la controversia 

en la esfera pública, recientemente se han publica-

do investigaciones que prueban acciones de espio-

naje y lobby realizadas por Monsanto no solo sobre 

científicos sino también sobre periodistas y celebri-

ties para desacreditar sus críticas hacia el herbicida, 

o para tratar de sumar favores a su causa (Levin, 

2019, 18 de agosto).  

 

Varias empresas están buscando alternativas 

químicas para dejar de usar el glifosato; algunos 

propenden al uso de bioinsumos y otros a la combi-

nación de moléculas. ¿Será mayor el riesgo de nue-

vas combinaciones? ―Mientras tanto, la sospecha 

sobre los científicos, funcionarios públicos y corpora-
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ciones comerciales que utilizan la ciencia para im-

pulsar una agenda, o para promover o socavar una 

tecnología se ha generalizado‖ (Grundmann, 2017, 

p. 30). 

 

Según Pellegrini (2019) ―el cierre de una con-

troversia científica supone la construcción de un 

determinado consenso dentro de la comunidad 

científica; pero en una controversia pública los acto-

res son mucho más heterogéneos y también las 

dinámicas de participación‖ (p. 181). La toma de 

decisiones en ausencia de consenso moviliza facto-

res no epistémicos y netamente políticos, por ejem-

plo, la autoridad del Estado (Mullin, 1987, p. 76). En 

Argentina, esta autoridad es puesta en tensión por 

los movimientos ambientales y sociales. 

 

Si bien la controversia parece haber perdido 

intensidad luego de que gran parte del mainstream 

local diera cuenta de las falencias metodológicas 

(Pellegrini, 2013), la construcción de la figura de 

Carrasco como emblema de una ―ciencia digna‖ 

apela a una narrativa cuyos ejes centrales invocan el 

heroísmo, la ―independencia‖ de los poderes con-

centrados y el protagonismo de los movimientos 

sociales. 

 

El surgimiento de investigaciones a partir de 

movimientos heterogéneos conformados por científi-

cos, médicos sanitaristas y ciudadanos ―afectados‖ 

reaviva el debate, y tensiona las decisiones normati-

vas municipales y provinciales. En concordancia con 

la narrativa soteriológica, la abnegación y la búsque-

da de la verdad ante un contexto hostil, acompañan 

la construcción emblemática de Carrasco, sumando 

nuevos seguidores: 

 

(…) las narrativas soteriológicas ponen en 

evidencia las performances normativas que 

transitan el reclutamiento, la adscripción y la 

formación de nuevos acólitos; a la vez que 

exhiben las formas en que la ciencia, en tanto 

suma de actividades institucionalizadas, co-

necta con un patrón ideológico moral-

sentimental y estético definido e inconfundible 

(Roca, 2012, p. 4). 

 

El equilibrio entre la regulación y el consenso en 

sintonía con las necesidades productivas y del co-

mercio exterior podría orientarse hacia una política 

productiva agroecológica, como una salida paulatina 

de los conflictos sanitarios y ambientales. Las opcio-

nes de reemplazo a partir de nuevas combinaciones 

de principios activos extendería la controversia, al 

sumar nuevos posibles impactos sobre la salud y el 

medioambiente y nuevos debates regulatorios, 

científicos y políticos.  

 

La controversia del glifosato se enmarca en un 

debate público mayor, vinculado a las formas de 

producción de alimentos (extractivismo versus soste-

nibilidad). ¿Su discusión opaca otras más profundas, 

vinculadas a los modos de producción extractivos, 

las dinámicas de desarrollo productivo y comercio, 

desplazamiento y distribución? 

 

Como hemos observado en este breve análisis, 

las controversias son momentos epistémicos de 

gran interés, en los cuales los conflictos distan de 

ser puros y entre actores de un mismo nivel acadé-

mico. Constituyen oportunidades fructíferas para 

develar normas, sistemas de valores e intereses 

(Valverdú, 2005, p. 49). Es por ello que el estudio 

sobre el glifosato configura un vasto campo de con-

troversias en donde indagar las múltiples interaccio-

nes de la ciencia, el Estado, la industria y la socie-

dad. 
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